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3De todos los alimentos de los cultivos, el agua es con seguridad el más nutritivo, pero 
resulta fácil de corromper: en efecto, ni la tierra, ni el sol, ni los vientos, que nutren las 
plantas, son susceptibles de arruinarse mediante drogas, desviaciones o robos, 
mientras que el agua está expuesta por naturaleza a esos inconvenientes: así que hace 
falta una ley que la proteja. La ley es ésta: Quien destruya voluntariamente en terreno 
de otro el agua de fuente o aljibe, drogándola, deteniéndola en fosas o robándola, será 
citado ante los magistrados por la víctima, quien declarará por escrito el monto del 
daño. Quien resulte convicto de los daños causados por drogas, no sólo tendrá que 
pagar la multa, sino también purificar las fuentes del agua o el aljibe, ajustándose a las 
normas formuladas imperativamente para esa purificación por los intérpretes de las 
leyes religiosas, de acuerdo con las circunstancias y las personas.
Platón, Las leyes, libro VIII.
4Introducción
El escenario no da para relajarse. Según estimaciones de la FAO (2002), la escasez 
de agua dulce y la competencia entre los usuarios están aumentando en cada vez 
mayor número de zonas del mundo. Una mayor demanda de recursos naturales hace 
que los conflictos políticos estén cada vez más vinculados al acceso y la distribución de 
los bienes, entre ellos el agua1. En algunos países con escasez de agua, ciertos 
criterios políticos, por ejemplo, cierto sentido de inseguridad nacional -como en el 
cercano Oriente-, también han influido en contra de la dependencia excesiva de la 
importación de alimentos. O sea, importar alimentos equivale a importar agua, que en 
ocasiones se denomina „agua virtual“.  Parece evidente que el despilfarro y mal uso del 
agua en una zona priva a otras áreas del agua que necesitan, disminuyendo allí la 
producción agrícola y el empleo. A consecuencia de una falta de gestión integral del 
agua “... muchos países se encuentran en una situación hidráulica deficitaria, porque 
están ya consumiendo más agua que los recursos renovables que tienen disponibles“ 
(FAO, 2002). Cabe agregar, que empeora el caso la exportación de aguas de zonas 
vulnerables, tanto social como ambientalmente.
En el ámbito sociopolítico surgen varios ejes de acción clave a futuro: Por una parte, 
¿habrá suficiente agua dulce para satisfacer las mayores necesidades del sector 
agrícola y los demás sectores? Por otra, ¿alcanzan las medidas nacionales e 
internacionales para amparar el derecho de los usuarios al agua, a resguardar el 
derecho al agua como un derecho humano? En este sentido, ¿es recomendable elevar 
la productividad agrícola, aumentar la superficie cultivable e incrementar la intensidad 
de cultivo para enfrentar el crecimiento poblacional de la urbe, o es preferible capacitar 
e involucrar más activamente a la gente para mejorar la gestión del agua, en general? Y 
finalmente, ¿cómo poder frenar la avanzada privatización desregulada del agua y 
garantizar que la población entera tenga acceso al agua potable, pagable, segura, y a 
instalaciones de saneamiento, de forma equitativa y sin discriminación?
En el ámbito legal se hace cada vez más evidente que los tratados de hoy no 
aseguran la soberanía de mañana. Lo que antes fue declarado explícitamente un bien 
nacional de uso público, hoy día pareciera ser un bien nullius, del cual sólo la propiedad 
privada se puede encargar. Llama la atención la tendencia política en la región de 
monopolizar en manos de entidades privadas un sector tradicionalmente público 
(Jouravlev, 2000), como el de servicios sanitarios de agua potable, hecho que 
indudablemente nos acerca a la necesidad de implementar y mejorar sistemas de 
controles e intervenciones estatales, fortalecer amparos ambientales y empoderar la 
participación ciudadana. 
Chile es un país rico, tanto en cantidad como calidad de recursos hídricos. No 
obstante se caracteriza, en lo físico, por una distribución territorial desigual del bien 
hídrico entre las zonas Norte-Centro y Sur. A esto se suman efectos negativos del 
1 Hoy en día las extracciones anuales de agua para usos humanos ascienden a alrededor de 3.000 km3, 
y la agricultura es el sector que más agua consume, representando globalmente alrededor del 69% de 
toda la extracción, seguido por el consumo doméstico que alcanza aproximadamente al 10%, y la 
industria con el 21%. Además, el agua necesitada para la irrigación es agua extraída y consumida a la 
vez, mientras que el 90% del agua que es extraída para el suministro doméstico vuelve a los ríos y 
acuíferos como agua residual. En el estudio de la FAO (2002), realizado en 93 países en desarrollo, se 
observó que en 18 de ellos la agricultura de regadío ocupa más del 40 por ciento del área cultivable; 
otros 18 países riegan entre el 20% y el 40% de su área cultivable.
5modelo liberal del agua predominante en algunas zonas, además de políticas 
sectoriales de agua que difieren entre ellos y no logran conciliar los conflictos y 
demandas de muchos sectores rurales. Los desafíos se encuentran principalmente en 
lo relativo a la autoría de las instituciones públicas, las obligaciones de los derechos de 
agua tenientes y la efectividad de programas públicos de garantizar una protección, 
conservación y un desarrollo hídrico equitativo a la población.
No obstante, las políticas públicas relacionadas con el agua han tenido un desarrollo 
progresivo en los últimos diez años con respecto a la recuperación, regulación y 
aplicación de derechos indígenas especiales a los recursos naturales, como agua y 
tierra, a partir de la redemocratización de los años noventa. 
En los manuales y estrategias públicas se visualiza el diseño de programas más 
participativos, orientados a una mejor focalización de las demandas de muchos sectores 
más vulnerables a partir de la ratificación de la Ley Indígena en 1993. En lo respectivo 
al desarrollo indígena, especialmente vinculado con la gestión y los programas públicos 
hídricos, éste nuevo marco regulatorio dio inicio a una regularización sistemática de los 
derechos indígenas de agua por medio de un trabajo asociativo de varios sectores 
públicos. 
A la vez, se mejoró progresivamente el marco de la sostenibilidad ambiental de los 
proyectos público-privados, implementando un sistema de Estudio de Impacto 
Ambiental a partir de la Ley de Bases del Medio Ambiente, Nº 19.300 de 1994. Desde  
los años noventa, en la gestión del agua el lineamiento parece fomentar una política de 
re-regulación, normativización y monitoreo, incorporando procesos de organización de 
usuarios y fortalecimiento de la gestión local. 
No obstante, en las últimas dos décadas se han incrementado varios conflictos de 
carácter ambiental en zonas de producción agrícola, hidroenergía y minería, con un 
porcentaje significativo de población vulnerable (Aldunate, 2001; Gentes, 2003). 
Distintos organismos internacionales han reconocido también los crecientes síndromes 
de insostenibilidad en la gestión del agua, tales como usos ineficientes, problemas de 
salinización en áreas de riego, contaminación en zonas mineras y costeras, y 
sobreexplotación hídrica predominante en zonas rurales y semiurbanas, por ejemplo 
(véase GWP, 2003; OCDE/CEPAL, 2005). El esfuerzo del Ejecutivo expresados en las 
iniciativas legislativas y políticas contrasta, sin embargo, con el incremento de conflictos 
ambientales que han tenido lugar en las últimas décadas en los territorios indígenas y 
que conciernen el interés de sectores corporativos –industriales, mineros y energéticos–
en contra del interés indígena. El creciente número de proyectos de inversión 
ejecutados en territorios indígenas han sido la causa de serios conflictos ambientales y 
sociales, como consecuencia de la disputa por el agua, problemas de salinización en 
áreas de riego, contaminación minera con minerales pesados y sobreexplotación 
hídrica.
Una evaluación de las políticas públicas hídricas con incidencia en territorios con 
alta población indígena implica una revisión cautelosa del contenido de los programas 
en lo relativo a la gestión del agua y el grado de participación efectiva de las 
comunidades locales. Sin embargo, en la actualidad no existen estudios 
independientes, ni sistematizaciones o memorias institucionales que permitan emitir un 
juicio generalizado sobre el nivel de incidencia real de las políticas públicas sectoriales, 
especialmente de estos programas que se sostienen todavía con un alto financiamiento 
6externo. A la falta de estudios concretos sobre procesos ilustrativos de gestión local en 
el agua -que contribuirían a formular una propuesta integral, tanto de contenidos como 
de metodologías-, se suma el desconocimiento de muchos funcionarios e instituciones 
públicas sobre cómo influir y guiar procesos democráticos participativos que podrían 
redundar finalmente en una efectiva y representativa gobernabilidad hídrica y territorial.
El presente estudio sistematiza, en la primera parte, los avances legislativos y 
jurisprudenciales en el ámbito del reconocimiento de derechos indígenas a las aguas. 
Para esos efectos indaga en el derecho internacional vigente en Chile, las experiencias 
del derecho comparado en Latinoamérica y la legislación sectorial chilena, 
estableciendo cuales son sus avances y contradicciones. También analiza la 
jurisprudencia internacional, comparada y nacional y su incidencia para la exigibilidad 
de los derechos indígenas a las aguas. 
Asimismo, revisa el estado de avance de las políticas de recursos hídricos en Chile, 
los avances de los planes y programas públicos, los logros y retos para una gestión 
hídrica pertinente en territorios indígenas.
Para ilustrar los avances y contradicciones de la legislación y la política hídrica 
chilena se han efectuado diferentes estudios de casos. El objetivo es ejemplificar el 
reconocimiento del derecho de propiedad ancestral de los Pueblos Indígenas a las 
aguas y, al mismo tiempo ofrecer un escenario de los principales conflictos ambientales 
que enfrentan las comunidades indígenas de Chile y que conciernen restricciones al 
ejercicio de sus derechos ancestrales.
El objetivo final del presente análisis es aportar a la elaboración de metodologías y 
estrategias para un diálogo nacional que permita perfeccionar la legislación chilena 
favoreciendo el reconocimiento de derechos preferentes a las comunidades indígenas y, 
además, otorgue pertinencia étnica a la política sectorial. Conjuntamente, se pretende 
poner a disposición de comunidades y organizaciones indígenas antecedentes que 
coadyuven a su empoderamiento en la definición de derechos y políticas concernientes 
a las aguas existentes en sus territorios.
7Capítulo 1: Los derechos de agua en el derecho internacional y su implicancia 
para el reconocimiento de derechos indígenas a las aguas 
1.1 Evolución del debate jurídico sobre los derechos de agua en el derecho 
internacional 
La relación entre agua, desarrollo, protección del medio ambiente y derechos 
humanos, ha sido el eje del debate jurídico en torno a los recursos hídricos, según lo 
evidencia la casi totalidad de instrumentos internacionales que se pronuncian sobre la 
materia y que en mayor o menor medida han intentado armonizar estas distintas 
perspectivas en el plano del reconocimiento de derechos.
La discusión en torno al derecho al agua, en el seno de la comunidad internacional, 
comienza en la década de 1970, específicamente en el año 1972 en la Conferencia de 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, que tuvo lugar en Estocolmo –
Suecia, donde se identificó el agua como uno de los recursos naturales que debía ser 
objeto de una protección especial por el ordenamiento jurídico, para garantizar su uso 
sustentable por parte de las generaciones actuales y futuras2. 
En el año 1977, las Naciones Unidas convocaron a la Conferencia del Agua de Mar 
del Plata en Argentina. El objetivo de la Conferencia era discutir el emergente problema 
del agua y diseñar un plan de acción que permita enfrentar los problemas derivados 
fundamentalmente de la escasez y gestión ineficiente del recurso. La recomendación 
específica fue efectuar una evaluación de los recursos hídricos, para lo cual se diseñó 
un plan de acción conocido como Plan de Acción de Mar del Plata (PAMP)3
En el año 1992, la Conferencia Internacional sobre el Agua y el Medio Ambiente 
(CIAMA) de Dublín, constató que la escasez y el uso abusivo del agua dulce plantean 
una creciente y seria amenaza para el desarrollo sostenible y la protección del medio 
ambiente.  Se concluyó en Dublín que la salud y el bienestar humanos, la seguridad 
alimentaria, el desarrollo industrial y los ecosistemas de que dependen se hallan todos 
en peligro, a no ser que la gestión de los recursos hídricos y el manejo de los suelos se 
efectúen en forma más eficaz que aquella que ha inspirado la política de recursos 
hídricos a nivel mundial. La CIAMA formuló diversas recomendaciones que se sustentan 
en cuatro principios rectores: el carácter finito y vulnerable del recurso; la participación y 
adecuada representación de los intereses que convergen en  la gestión del agua, 
usuarios y gestores, velando por la adecuada participación de las mujeres usuarias; la 
valoración económica del recurso y su regulación tarifaria para evitar el derroche en su 
consumo y uso indiscriminado del mismo4.
2 Principio 2- Declaración de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente, Junio 16, 
1972, U.N. Doc. A/CONF.48/14Rev.1, Sales Nº E. 73.II.A.14 (1973); reprinted in 11 I.L.M. 1416 
(1972).En: http://www.ecoportal.net/content/views/full/11994.
3 Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua, Mar del Plata, 14 a 25 de marzo de 
1977. Publicación de las Naciones Unidas, número de venta: S.77.II.A.12.
4 "Declaración de Dublín e Informe de la Conferencia", Organización Meteorológica Mundial, Ginebra –
Suiza, 1992, en: http://www.erres.org.uy/di0192.htm
8Posteriormente, en el mismo año 1992, la Conferencia de Río sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo adoptó la agenda 21 “programa de Acción para el Desarrollo 
Sustentable”, la que en su capítulo 18, incluye una apartado sobre ”Protección de la 
calidad y el suministro de los recursos de agua dulce: Aplicación de criterios integrados 
para el aprovechamiento, ordenación y uso de los recursos de agua dulce”. El objetivo 
de este reconocimiento es satisfacer las necesidades de todos los países a agua dulce 
para un desarrollo sustentable. La Agenda 21 establece un derecho preferente para el 
aprovechamiento y el uso de los recursos hídricos destinado a satisfacer las 
necesidades básicas y a otorgar protección a los ecosistemas. Sin embargo, al igual 
que la CIAMA en Dublín,  dispone que  una vez satisfechas esas necesidades 
prioritarias los usuarios del agua tienen que pagar tarifas adecuadas por el 
aprovechamiento y uso del recurso5.
Este cuerpo normativo, sin embargo, avanza respecto de los acuerdos de Dublín 
en la medida que incorpora la dimensión socio - cultural para la ordenación integrada de 
los recursos hídricos. En el ámbito territorial, adhiere al concepto de cuenca y 
subcuenca de captación para el manejo sustentable del recurso. Adopta un enfoque de 
gestión multisectorial para la ordenación de los recursos hídricos, que abarque 
consideraciones tecnológicas, económicas, ambientales y sanitarias6.
Recoge la Agenda 21 la concepción de que el derecho al agua es un bien social y 
que, al mismo tiempo, es un bien económico, e intenta armonizar esta doble condición. 
Los mecanismos a través de los cuales la Agenda 21 pretende arbitrar estos intereses 
son: la gestión de la demanda, la conservación y reaprovechamiento del agua, la 
evaluación de los recursos disponibles y los instrumentos financieros7.
Las orientaciones que emanan del reconocimiento del hecho de que el agua 
constituye un bien económico y social, discurren sobre la necesidad de reglamentar el 
régimen tarifario, considerando costos de oportunidad, impactos ambientales y 
disponibilidad de pago8. Por otra parte, la constatación de la escasez y vulnerabilidad 
del recurso, impone la obligación de que se reconozcan, en todas las actividades de 
planificación y aprovechamiento, sus costos integrales, esto es beneficios de la 
inversión y los costos de protección ambiental y de explotación, así como los costos de 
oportunidad en función del aprovechamiento alternativo más valioso del agua9.
En el plano institucional, la Agenda 21, advierte la necesidad de adecuar el 
sistema institucional a las nuevas perspectivas que impone el manejo integrado de 
cuencas fluviales y el desarrollo local. Asimismo, recomienda adecuar los cambios 
institucionales a las necesidades de integrar la gestión hídrica con la ordenación de los 
usos de la tierra10. 
La Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos, que tuvo lugar en Viena el 
año 1993, incorpora la dimensión de los derechos humanos, y reconoció que el derecho 
al agua se sustenta en el pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales y 
5 Principio 18.8, Agenda 21 (ibidem)
6 Principio 18.9, Agenda 21 (ibidem)
7 Principio 18.17, Agenda 21 (ibidem)
8 Principio 18.15, Agenda 21 (ibidem)
9 Principio 18.16, Agenda 21 (ibidem)
10 Principio 18.21, Agenda 21 (ibidem)
9culturales. Así fue establecido que la extrema pobreza constituye una violación a la 
dignidad humana y se instó por la adopción de medidas urgentes destinadas a superar 
la pobreza y las causas que las originan, entre los que se encuentran las dificultades de 
acceso al agua. (Salman y Maclnerney – Lanckford, 2004)
En el año 1996, se creó el Consejo Mundial11 y el Global Water Paternship
(GWP)12. El GWP ha hecho esfuerzos por compatibilizar las perspectivas económicas y 
sociales en torno al recurso agua, y para ello ha acuñado el concepto de Gestión 
Integrada de Recursos Hídricos (GIRH), el que ha sido concebido como un proceso que 
promueve el manejo y desarrollo coordinado del agua, la tierra y los recursos 
relacionados, con el fin de maximizar el bienestar social y económico resultante de 
manera equitativa sin comprometer la sustentabilidad de los ecosistemas vitales. (Peña 
y Solanes, 2003). 
El trabajo de estas entidades ha derivado en las realización de tres Foros 
Mundiales  sobre el Agua: Primer Foro Mundial del Agua, Marrakech - Marruecos,  
1997; Segundo Foro Mundial del Agua La Haya – Países Bajos, 2000; y, Tercer Foro 
Mundial del Agua, Kioto –Japón, 2003. El Cuarto Foro Mundial del Agua está convocado 
para realizarse en la ciudad de México entre el 16 al 22 de marzo del año 2006. Los 
Foros se han limitado a establecer el derecho a acceder a agua limpia en calidad y 
cantidad suficiente para satisfacer las necesidades humanas. Incluso el Foro de Kioto, 
restringió el concepto reconociendo el derecho de los pobres a agua pura y servicios 
sanitarios.  
En esta misma línea se ha pronunciado la Convención de Naciones Unidas sobre 
el Derecho de Uso de Cursos de Aguas Internacionales no Navegables, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en Mayo de 1997, párrafo 1 y 2, artículo 10, 
Convención sobre la “relación  entre diferentes tipos de usos”, y que dispone que en 
ausencia de acuerdo o costumbre en contrario y habiendo conflicto entre dos Estados 
relativos al uso de cursos de aguas internacionales, éstos deben ser resueltos en base 
a los criterios establecidos en los  artículos 5 y 7 de la Convención, siendo reconocido 
como prioritario satisfacer los requerimientos derivados de la satisfacción de 
necesidades humanas vitales. El artículo 5, insta por una utilización y participación 
equitativa y razonable del agua y el artículo 7 impone la obligación de no causar daños 
significativos como consecuencia del ejercicio del derecho de uso (Salman y 
Maclnerney – Lanckford, 2004: 12).13
El debate en consecuencia tras la celebración de los Foros Mundiales sobre el 
Agua y la conferencia de Derechos Humanos de Viena, oscila entre circunscribir el 
derecho al derecho al agua a la satisfacción de necesidades humanas vitales o darle la 
11. El Consejo Mundial del Agua es un organismo internacional de múltiples actores, creado en 1996 para 
responder a la creciente preocupación de la comunidad internacional ante los diversos asuntos 
relacionados con el agua. 
http://www.worldwatercouncil.org/download/PR_forum4_announcement1Sp_27.08.04.pdf.
12 El GWP, por su parte, tiene por misión darle soporte político - técnico a los países del mundo en la 
Gestión Integrada de los Recursos Hídricos. (Peña y Solanes, 2003)
13 Véase también la declaración de entendimiento que acompañaba la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el derecho de los usos de los cursos de agua internacionales para fines distintos de la 
navegación (A/51/869, de 11 de abril de 1997), que decía que, al determinar las necesidades humanas 
esenciales en caso de conflicto armado, "se ha de prestar especial atención al suministro suficiente de 
agua para sostener la vida humana, incluidas el agua potable y el agua necesaria para la producción 
de alimentos a fin de impedir la hambruna".
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dimensión de los derechos económicos sociales y culturales. Sobre esta discusión se 
pronunció la Asamblea General de las Naciones Unidas en el año 1999, a propósito de 
declarar los contenidos temáticos del derecho al desarrollo. La resolución determinó que 
el derecho al desarrollo, como fue establecido en la Declaración sobre el Derecho al 
Desarrollo, es un derecho universal e inalienable y refuerza que la promoción, 
protección y plena realización de este derecho forma parte integral de la promoción y 
protección de los derechos humanos. La resolución determinó que en la realización del 
derecho al desarrollo incluye, inter alia, el derecho a alimento y agua limpia, los que son 
derechos humanos fundamentales y su promoción constituye un imperativo moral para 
los gobiernos y para la comunidad internacional. A través de la Declaración del Milenio, 
adoptada por las Naciones Unidas en el año 2000, los Estados asumieron el 
compromiso de reducir a la mitad la población mundial que no tiene acceso sostenible a 
agua limpia para el consumo humano. En Diciembre del año 2000 la asamblea General 
de Naciones Unidas proclamó el año 2003 como “El Año Internacional del Agua Dulce”. 
En diciembre del año 2003 se adoptó la resolución de declarar “La Década internacional 
por Acción: Agua para vivir 2005 - 2015” El objetivo de la década es incluir todos los 
tópicos vinculados al agua, a todos los niveles, e implementar programas y proyectos en 
orden a activar internacionalmente los asuntos relacionados al agua.
De esta forma, las Naciones Unidas han posicionado en el debate que el derecho 
al agua es un derecho económico, social y cultural que debe ser garantizado al amparo 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PDESC) de 
196614. Al respecto, el Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que 
instaura el pacto15, en el año 2002, estableció expresamente la relación entre derechos 
humanos y agua, y otorgó reconocimiento expreso al derecho al agua, adoptando una 
14 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y su homólogo el Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos, son instrumentos de derechos humanos que cuenta con un importante 
número de Estado adherentes.  El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
fue adoptado el 16 de diciembre de 1966, entró en vigor el 3 de enero de 1975 (después de su 
ratificación por 35 Estados). Hoy día, 141 Estados han adherido a este Pacto. El Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, fue adoptado el 16 de diciembre de 1966, entró en vigor el 23 de marzo 
de 1976 (después de su ratificación por 35 Estados). Hoy día, 144 Estados han adherido a este Pacto. 
http://www.aidh.org/uni/Formation/02LesPactes_e.htm
15 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha establecido en sus artículos 28 a 45, que los 
derecho referentes a estos tratados internacionales sobre derechos humanos sean supervisados en su 
aplicación por el Comité de Derechos Humanos. Sin embargo, sólo han adherido 45 Estados a la 
declaración sobre el artículo 41 del pacto, que establece la competencia del Comité de Derechos 
Humanos (que entró en vigor el 28 de marzo de 1979). El Comité se encuentra compuesto por 
dieciocho miembros independientes, de reconocida trayectoria e idoneidad en materia de derechos 
humanos. Entre las competencia del Comité en materia de protección de derechos humanos destacan 
las siguientes: Corresponde al Comité conocer de los informes evacuados por los Estado donde dan 
cuenta de las medidas adoptadas para dar cumplimiento a los derechos reconocidos en el Pacto; y, 
además, tiene facultad para conocer de comunicaciones individuales donde los individuos miembros de 
los Estados partes pueden alegar ser víctimas de derechos reconocidos por el Pacto (Artículo 1° 
Protocolo Facultativo del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, [adoptado el mismo día 16 de 
diciembre de 1966, entró en vigor el 23 de marzo de 1976]. Establece un mecanismo internacional de 
seguimiento de las denuncias de particulares que afirman ser víctimas de violaciones de sus derechos 
estipulados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Hoy día, 95 Estados han 
adherido a este Protocolo. En: http://www.aidh.org/uni/Formation/02LesPactes_e.htm). El Comité 
puede decretar medidas cautelares para la protección de los derechos humanos. Asimismo, puede 
realizar las investigaciones in loco que sean necesarias para la determinación de los hechos. El Comité 
posee competencia contenciosa, cuyo reconocimiento impone a los Estados adherentes la obligación 
de cumplir las medidas cautelares adoptadas por el organismo. (Rodríguez Barilla, 
http://www.iccpg.org.gt/COMITÉ_DH.htm.) 
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Observación General sindicada con el N° 15, la que se sustenta en lo dispuesto por los 
artículos 11 y 12 del PDESC 16.
A través de esta resolución N° 15, el Comité adopta una interpretación extensiva 
de los derechos económicos, sociales y culturales que lejos de crear nuevo derecho, lo 
que hace es reconocer que el derecho al agua está en la base del reconocimiento de 
una serie de otros derechos, cuyo goce se torna ineficaz si no hay condiciones que 
garanticen el acceso a este recurso17.
“El agua es un recurso natural limitado y un bien público fundamental para la vida 
y la salud.  El derecho humano al agua es indispensable para vivir dignamente y es 
condición previa para la realización de otros derechos humanos.”18
La Observación General N° 15, estableció como fundamento jurídico del derecho 
humano al agua el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, 
accesible y asequible para el uso personal y doméstico.  Un abastecimiento adecuado 
de agua salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el 
riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades 
de consumo y cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica. 
La bases normativas del derecho están establecidas en el párrafo 1 del artículo 11 
del PDESC, donde se enumeran una serie de derechos que emanan del derecho a un 
nivel de vida adecuado, "incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados", y que son 
indispensables para su realización.  El uso de la palabra "incluso", se argumenta, indica 
que esta enumeración de derechos no pretendía ser exhaustiva y, por tanto, es 
inclusiva del derecho al agua.  El derecho al agua, prosigue la argumentación, se 
encuadra claramente en la categoría de las garantías indispensables para asegurar un 
nivel de vida adecuado, en particular porque es una de las condiciones fundamentales 
para la supervivencia.  En esta línea argumentativa el Comité hace suya observaciones 
previas, donde ha reconocido que el agua es un derecho humano fundado en el mismo 
párrafo 1 del artículo 11, como quedó consignado en la Observación general Nº 6 
(1995), relativa a los derechos económicos, sociales y culturales de las personas 
mayores.  
El derecho al agua también está indisolublemente asociado al derecho al más alto 
nivel posible de salud, de conformidad a lo establecido en el párrafo 1 del artículo 12 del 
PDESC19, y, asimismo, al derecho a una vivienda y una alimentación adecuadas, de 
conformidad a lo establecido en el párrafo 1, del artículo 11 del mismo instrumento 
16 Observación General N° 15 (2002); E/C.12/2002/11. En: 
http://www.derechoalagua.org/documentosbasicos/Observacion%20general%2015%20del%20CDESC-
%20Derecho%20al%20agua.doc
17 Dos billones de personas aproximadamente en 40 países, enfrentan situación de restricción en el 
acceso a las aguas. Un billón de personas no tienen acceso suficiente de agua para consumo. En tanto 
que, dos coma cuatro billones de personas viven en condiciones sanitarias inadecuadas para la vida 
humana.(Salman y MacInerney – Lackford, 2004: 1)
18 Introducción, Observación General N° 15, 2002. (Ibidem)
19 Véase la Observación general Nº 14 (2000) sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud, párrafos 11, 12 a), b) y d), 15, 34, 36, 40, 43 y 51. Párrafo 3; Observación General N° 15 (2000), 
(ibidem)
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jurídico20.  Este derecho también debe considerarse conjuntamente con otros derechos 
consagrados en la Carta Internacional de Derechos Humanos, entre los que ocupa un 
lugar primordial el derecho a la vida y a la dignidad humana.
El Comité evidencia que derecho al agua ha sido reconocido en un gran número 
de documentos internacionales, tales como tratados, declaraciones y otras normas21.  
Cita a modo de ejemplo, el párrafo 2 del artículo 14 de la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer se dispone que los 
Estados Partes asegurarán a las mujeres el derecho a "gozar de condiciones de vida 
adecuadas, particularmente en las esferas de [...] el abastecimiento de agua".  También 
se cita, el párrafo 2 del artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño se 
exige a los Estados Partes que luchen contra las enfermedades y la malnutrición 
mediante "el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre"22.
La observación vincula el ejercicio del derecho al agua a la obligación establecida 
en el párrafo 2 del artículo 1 del PDESC, que dispone que no podrá privarse a un 
pueblo "de sus propios medios de subsistencia", imponiendo a los Estados Partes el 
deber de garantizar un acceso suficiente al agua para la agricultura de subsistencia y 
para asegurar la subsistencia de los pueblos indígenas.
Este fundamento jurídico incorpora al debate una dimensión de derechos 
colectivos que se sustenta, como se señalara, en el párrafo 2 del artículo 1 del PDESC 
y en el mismo precepto de su homólogo el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, donde ha sido reconocido el derechos de todos los pueblos a disponer de sus 
20 Véase el apartado b) del párrafo 8 de la Observación general Nº 4 (1991).  Véase también el informe 
del Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos sobre una vivienda adecuada como parte 
del derecho a un nivel de vida adecuado, el Sr. Miloon Kothari (E/CN.4/2002/59), presentado de 
conformidad con la resolución 2001/28 de la Comisión, de 20 de abril de 2001.  En relación con el 
derecho a una alimentación adecuada, véase el informe del Relator Especial de la Comisión sobre el 
derecho a la alimentación, el Sr. Jean Ziegler (E/CN.4/2002/58), presentado de conformidad con la 
resolución 2001/25 de la Comisión, de 20 de abril de 2001. Párrafo 3; Observación General N° 15 
(2000), (ibidem).
21 Véanse el apartado h) del párrafo 2 del artículo 14 de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer; el apartado c) del párrafo 2 del artículo 24 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño; los artículos 20, 26, 29 y 46 del Convenio de Ginebra relativo al trato 
debido a los prisioneros de guerra, de 1949; los artículos 85, 89 y 127 del Convenio de Ginebra relativo 
a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra, de 1949; los artículos 54 y 55 del 
Protocolo Adicional I, de 1977; los artículos 5 y 14 del Protocolo Adicional II, de 1977; y el preámbulo 
de la Declaración de Mar del Plata de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua.  Véanse 
también el párrafo 18.47 del Programa 21, en Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992 (A/CONF.151/26/Rev.1 (Vol. 
I y Vol. I/Corr.1, Vol. II, Vol. III y Vol. III/Corr.1) (publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta:  
S.93.I.8), vol. I:  resoluciones adoptadas por la Conferencia, resolución 1, anexo II; el Principio Nº 3 de 
la Declaración de Dublín sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible, Conferencia Internacional sobre el 
Agua y el Medio Ambiente  (A/CONF.151/PC/112); el Principio Nº 2 del Programa de Acción, en 
Informe de la Conferencia Internacional de las Naciones Unidas sobre la Población y el Desarrollo, El 
Cairo, 5 a 13 de septiembre de 1994 (publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta:  S.95.XIII.18), 
cap. I, resolución 1, anexo; los párrafos 5 y 19 de la recomendación (2001) 14 del Comité de Ministros 
a los Estados Miembros sobre la Carta Europea de Recursos Hídricos; y la resolución 2002/6 de la 
Subcomisión sobre la Promoción y Protección de los Derechos Humanos acerca de la promoción del 
ejercicio del derecho a disponer de agua potable.  Véase asimismo el informe sobre la relación entre el 
disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales y la promoción del ejercicio del derecho a 
disponer de agua potable y servicios de saneamiento (E/CN.4/Sub.2/2002/10), presentado por el 
Relator Especial de la Subcomisión sobre la promoción del derecho al agua potable y a servicios de 
saneamiento , el Sr. El Hadji Guissé. Párrafo 4; Observación General N° 15 (2002), (ibidem).
22 Párrafo 4; Observación General N° 15 (2002), (ibidem)
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recursos naturales para garantizar su propia estrategia de desarrollo, en el marco de 
reconocimiento del derecho de autodeterminación que dichos instrumentos reconocen a 
todos los pueblos. Este reconocimiento es de suma relevancia, pues desde la 
perspectiva de los derechos indígenas el derecho al agua constituye un derecho 
colectivo, cuyo titular son los pueblos originarios y que forma parte del derecho esencial 
de los pueblos a la autodeterminación.
La Observación General N° 15, se pronuncia expresamente sobre los contenidos 
normativos del derecho al agua. Al efecto dispone que el derecho al agua entraña tanto 
libertades como derechos.  Las libertades son el derecho a mantener el acceso a un 
suministro de agua necesario para ejercer el derecho al agua y el derecho a no ser 
objeto de injerencias, como por ejemplo, a no sufrir cortes arbitrarios del suministro o a 
la no contaminación de los recursos hídricos.  En cambio, los derechos comprenden el 
derecho a un sistema de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca a la población 
iguales oportunidades de disfrutar del derecho al agua23.
El Comité entrega distinto lineamientos interpretativos, con el objeto de precisar 
los contenidos normativos del derecho. Los elementos del derecho al agua, se indica,  
deben ser adecuados a la dignidad, la vida y la salud humanas, de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 11 y el artículo 12.  Lo adecuado del agua no debe interpretarse de 
forma restrictiva, aplicando simplemente criterios en relación con cantidades 
volumétricas y tecnologías.  A diferencia de lo establecido en la CIAMA de Dublín 
(1992) y en la Declaración sobre el medio ambiente y el desarrollo, en Informe de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de 
Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992; y la Agenda 21, el Comité rectifica que el agua debe 
tratarse como un bien social y cultural, y no fundamentalmente como un bien 
económico.  Esta precisión apunta a garantizar el ejercicio sostenible del derecho24, de 
manera que este derecho pueda ser ejercido por las generaciones actuales y futuras.25
23 Párrafo 10, Observación General N° 15 (2002) (Ibidem)
24 Para efectos de precisar los alcances de concepto de sostenibilidad se remite, a los principios 1, 8, 9, 
10, 12 y 15 de la Declaración sobre el medio ambiente y el desarrollo, en Informe de la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992; 
y la Agenda 21, en particular los principios 5.3, 7.27, 7.28, 7.35, 7.39, 7.41, 18.3, 18.8, 18.35, 18.40, 
18.48, 18.50, 18.59 y 18.68, que se analizaron en los párrafos precedentes.
25 Párrafo 11, Observación General N° 15 (2002) (Ibidem)
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Los criterios interpretativos para el adecuado ejercicio del derecho al agua están 
establecidos en el párrafo 12, donde se ha definido el concepto de disponibilidad, calidad, 
accesibilidad física y económica, no discriminación y acceso a la información26.
El Comité, aplicando un criterio de discriminación positiva y partiendo de la premisa de 
que el derecho al agua potable es aplicable a todos, otorga especial protección a las 
personas y grupos más vulnerable, en particular las mujeres, los niños, los grupos 
minoritarios, los pueblos indígenas, los refugiados, los solicitantes de asilo, los desplazados 
internos, los trabajadores emigrantes, los presos y los detenidos27.
26 “En tanto que lo que resulta adecuado para el ejercicio del derecho al agua puede variar en función de 
distintas condiciones, los siguientes factores se aplican en cualquier circunstancia: a) la disponibilidad.  
El abastecimiento de agua de cada persona debe ser continuo y suficiente para los usos personales y 
domésticos. Esos usos comprenden normalmente el consumo, el saneamiento, la colada, la 
preparación de alimentos y la higiene personal y doméstica. La cantidad de agua disponible para cada 
persona debería corresponder a las directrices de la Organización Mundial de la Salud (OMS). 
También es posible que algunos individuos y grupos necesiten recursos de agua adicionales en razón 
de la salud, el clima y las condiciones de trabajo. b)La calidad.  El agua necesaria para cada uso 
personal o doméstico debe ser salubre, y por lo tanto, no ha de contener microorganismos o sustancias 
químicas o radiactivas que puedan constituir una amenaza para la salud de las personas.  Además, el 
agua debería tener un color, un olor y un sabor aceptables para cada uso personal o doméstico. La 
accesibilidad.  El agua y las instalaciones y servicios de agua deben ser accesibles a todos, sin 
discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad presenta cuatro 
dimensiones superpuestas: i) Accesibilidad física.  El agua y las instalaciones y servicios de agua 
deben estar al alcance físico de todos los sectores de la población.  Debe poderse acceder a un 
suministro de agua suficiente, salubre y aceptable en cada hogar, institución educativa o lugar de 
trabajo o en sus cercanías inmediatas. Todos los servicios e instalaciones de agua deben ser de 
calidad suficiente y culturalmente adecuados, y deben tener en cuenta las necesidades relativas al 
género, el ciclo vital y la intimidad. La seguridad física no debe verse amenazada durante el acceso a 
los servicios e instalaciones de agua. ii) Accesibilidad económica. El agua y los servicios e 
instalaciones de agua deben estar al alcance de todos. Los costos y cargos directos e indirectos 
asociados con el abastecimiento de agua deben ser asequibles y no deben comprometer ni poner en 
peligro el ejercicio de otros derechos reconocidos en el Pacto. iii) No discriminación.  El agua y los 
servicios e instalaciones de agua deben ser accesibles a todos de hecho y de derecho, incluso a los 
sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por cualquiera de los 
motivos prohibidos. iv) Acceso a la información. La accesibilidad comprende el derecho de solicitar, 
recibir y difundir información sobre las cuestiones del agua” Véase el párrafo 48 de la presente 
Observación general.
27 A) Las violaciones de la obligación de respetar se desprenden de la interferencia del Estado Parte con 
el derecho al agua. Estas violaciones incluyen, entre otras cosas:  i) la interrupción o desconexión 
arbitraria o injustificada de los servicios o instalaciones de agua;  ii) los aumentos desproporcionados o 
discriminatorios del precio del agua; y  iii) la contaminación y disminución de los recursos de agua en 
detrimento de la salud del humano; B) Las violaciones de la obligación de proteger dimanan del hecho 
de que un Estado no adopta todas las medidas necesarias para proteger, dentro de su jurisdicción, a 
las personas contra las violaciones del derecho al agua por terceros.  Estas violaciones incluyen, entre 
otras cosas:  i) no promulgar o hacer cumplir leyes que tengan por objeto evitar la contaminación y la 
extracción no equitativa del agua;  ii) no regular y controlar eficazmente los servicios de suministro de 
agua;  iii) no proteger los sistemas de distribución de agua (por ejemplo, las redes de canalización y los 
pozos) de la injerencia indebida, el daño y la destrucción; y C) Las violaciones de la obligación de 
cumplir se producen cuando los Estados Partes no adoptan todas las medidas necesarias para 
garantizar el disfrute del derecho al agua.  Los siguientes son algunos ejemplos:  i) no adoptar o 
ejecutar una política nacional sobre el agua encaminada a garantizar a todos el derecho al agua;
ii) asignar fondos insuficientes o asignarlos en forma incorrecta, con el resultado de menoscabar el 
disfrute del derecho al agua por personas o grupos, especialmente los vulnerables o marginados;  iii) 
no vigilar el grado de realización del derecho al agua a nivel nacional, por ejemplo estableciendo 
indicadores y niveles de referencia;  iv) no adoptar medidas contra la distribución no equitativa de las 
instalaciones y los servicios de agua;  v) no establecer mecanismos de socorro de emergencia;  vi) no 
lograr que todos disfruten del derecho al agua en el nivel mínimo indispensable;  vii) el hecho de que 
un Estado no tenga en cuenta sus obligaciones jurídicas internacionales con respecto al derecho al 
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En lo que respecta a este estudio cabe resaltar la consagración de derechos 
preferentes a comunidades locales rurales sobre sus fuentes tradicionales de agua, 
salvaguardándola de toda injerencia ilícita y contaminación. A los pueblos indígenas 
para garantizar el acceso a agua en sus tierras ancestrales, las que también deben ser 
protegidas de toda trasgresión y contaminación ilícitas.  Los Estados, se señala, deben 
facilitar recursos para que los pueblos indígenas planifiquen, ejerzan y controlen su 
acceso al agua. También, se garantizar el derecho preferente de las comunidades 
nómadas y errantes para acceder al agua potable en sus lugares de acampada 
tradicionales y designados28.
La Observación General en análisis entrega un estatuto bastante acucioso de las 
actuaciones estatales que son consideradas violaciones a los derechos otorgados en 
virtud del PDESC. Estos constituyen ejemplos que ilustran acerca de los niveles de 
obligación que tienen los Estado vinculados al ejercicio del derecho humano al agua29.
Subyace en la actuación del Estado una obligación de Buena Fe. Para demostrar 
el cumplimiento de sus obligaciones generales y particulares, los Estados Partes deben 
demostrar que han tomado las medidas necesarias y factibles para garantizar el 
ejercicio del derecho al agua.  De conformidad con el derecho internacional, concluye el 
Comité, el no actuar de buena fe para tomar tales medidas constituye una violación del 
derecho30.
1.2 Reconocimiento de derechos indígenas a las aguas en el ámbito internacional
1.2.1 Nociones generales sobre derechos indígenas
Para la adecuada comprensión de los derechos indígenas, es necesario aclarar 
algunos conceptos relevantes, que nacen precisamente del estudio de los derechos 
indígenas en el ámbito del derecho internacional. 
El derecho internacional es el encargado de establecer las reglas que regulan las 
relaciones  jurídicas entre  los Estados. Sin embargo, con posterioridad a las guerras 
mundiales, el derecho internacional comienza a regular, además, los derechos de las 
personas, en particular los de aquellas personas pertenecientes a minoría étnicas, 
religiosas o lingüísticas, que no se encontraban adecuadamente representadas en las 
instituciones de gobierno de los Estados miembros de la comunidad internacional. Tras 
este proceso, el derecho internacional reguló la relación entre los individuos y el Estado, 
otorgándoles a todas las personas, sin distinción de razas, origen étnico, credos 
religiosos o políticos,  derechos específicos que les permitieran defenderse como 
individuos ante un eventual ejercicio abusivo del poder por parte del Estado y sus 
agentes de gobierno. Así surgen los derechos humanos, reconocidos en la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre, adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas en el año 1948.
agua al concertar acuerdos con otros Estados o con organismos internacionales.Párrafo 16, 
Observación General N° 15 (2002) (Ibidem).
28 Párrafo 16, letras c), d) y e), Observación General N° 15 (2002) (Ibidem)
29 Párrafo 44, Observación General N° 15 (2002) (Ibidem)
30 Párrafo 40, Observación General N° 15 (2002) (Ibidem) 
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Recientemente, desde hace unas décadas, el derecho internacional ha empezado 
a regular también las relaciones  que se producen entre los Estados y  las naciones y 
pueblos que existen dentro de sus fronteras, y cuya existencia en sus territorios de 
origen precede a la constitución del Estado. Este reconocimiento emerge de la 
constatación de que el derecho de los individuos pertenecientes a estos pueblos o 
naciones no son adecuadamente resguardado si no se les reconoce una amplia gama 
de derechos colectivos que garantizan su pertenencia a dichos pueblos o naciones 
(Kymlicka, 1996). 
El Derecho Internacional vigente reconoce la existencia de derechos colectivos, 
particularmente a los Pueblos Indígenas. En el orden internacional existen derechos que 
de naturaleza eminentemente colectiva que son reconocido a pueblo o grupos 
étnicamente diferenciados, como el derecho a la Libre Determinación31 o la Protección 
Física y Cultural de dichos grupos a través de la prohibición del Genocidio32. Los 
derechos humanos modernos también reconocen e incorporan los denominados 
derechos colectivos o solidarios33, los Derechos Ambientales o Ecológicos34, el Derecho 
a la Paz y a la Seguridad35 y el Derecho al Desarrollo36. En la Carta Africana sobre 
Derechos Humanos y de los Pueblos Indígenas han sido reconocidos una amplia gama 
de derechos colectivos a la Igualdad, a la Autodeterminación, la Libre Disposición de los 
Recursos Naturales, el desarrollo Económico, Social y Cultural, el derecho a la Paz y 
Seguridad y a un Entorno Satisfactorio.37 Lo propio ocurre en el Convenio 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales, donde también reciben amplio reconocimiento los 
derechos colectivos de los Pueblos Indígenas, en particular aquellos referidos a los 
derechos de los Pueblos Indígenas a las Tierras y Territorios, poniendo énfasis en la 
importancia integral de la relación de los Pueblos Indígenas con su patrimonio territorial 
y en la necesidad de resguardar los aspectos colectivos de esa relación38.
Además, los Derechos Indígenas han sido reconocidos específicamente como 
derechos colectivos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los términos 
que  se expresan:
“Entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma comunal 
de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia de ésta 
no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad. Los indígenas por 
el hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir libremente en sus propios 
territorios; la estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe de 
31 Artículo 1, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, ONU, 1966.
32 Artículo 2, Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, ONU, 1948.
33 Deliberación Conjunta ... Op. Cit. www.gcc.ca/intrelations/OHCR. Español. Htm. 101 k.   Pág. 51
34 Convenio sobre Diversidad Biológica, Río Janeiro 1992. En particular, artículo 8 letra j) que consagra
derechos específicos para los Pueblos Indígenas.
35 Declaración Interamericana de Derechos  Humanos. Artículo 4 (b)
36 Comisión de Derechos Humanos de la ONU, Informe de la Consulta Mundial sobre Derecho al 
Desarrollo como Derechos Humanos Doc. ONU HR/PUB/91/2 (1991), párrafo 151 [Traducción no 
oficial al español]. Deliberación Conjunta ... Op. Cit. www.gcc.ca/intrelations/OHCR. Español. Htm. 101 
k. Pág. 51
37 Artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24. Carta Africana sobre los Derechos Humanos, aprobada el 27 de julio 
de 1981, OAU Doc. CAB/LEG/67/3 rev. 5, 21 LL.M. 58 (1982), entrada en vigor el 21 de octubre de 
1986.
38 Artículo 13. Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales. OIT, 1989.
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ser reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su 
vida espiritual, su integridad y su supervivencia económica. Para las 
comunidades indígenas la relación con la tierra no es meramente una cuestión 
de posesión y producción sino un elemento material y espiritual del que deben 
gozar plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las 
generaciones futuras.”39
La misma Corte Interamericana ha reconocido que el ejercicio pleno de los 
derechos humanos por parte de los pueblos indígenas, debe ser considerado no sólo en 
su dimensión colectiva sino que en su propio contexto histórico, cultural, social, 
económico, espiritual y político.
Un examen de los tratados pertinentes, de la legislación y la jurisprudencia 
relevante, revela la evolución a lo largo de más de 80 años de normas y 
principios de derechos humanos particulares aplicables a las circunstancias y al 
tratamiento de los pueblos indígenas. Elemento central de estas normas y 
principios es el reconocimiento que la garantía del pleno y efectivo goce de los 
derechos humanos de los pueblos indígenas exige considerar su situación y 
experiencia históricas, culturales, sociales y económicas.40
De acuerdo a lo expresado el reconocimiento de la naturaleza colectiva de los 
derechos de los Pueblos Indígena es una categoría unánimemente aceptada por el 
derecho positivo internacional y la jurisprudencia.
Sin embargo, uno de los problemas que los Pueblos Indígenas han enfrentado en 
el proceso de obtener reconocimiento a sus derechos dice relación con definir quienes 
son los titulares de estos derechos, es decir, quienes son los Pueblos Indígenas.
Se han utilizado distintos criterios: ascendencia, cultura, lenguaje, residencia, 
conciencia de grupo o auto - identificación y, finalmente, la aceptación por parte de una 
comunidad indígena.
La definición más comúnmente aceptada es la formulada por el Relator Especial 
de Naciones Unidas José Martínez de Cobo, en su informe final del “Estudios del 
problema de la discriminación contra las poblaciones indígenas” y cuyo concepto se 
transcribe a continuación:
“Son comunidades, pueblos y naciones indígenas, las que teniendo una 
continuidad histórica con las sociedades anteriores a la invasión y precoloniales 
que se desarrollan en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de 
las sociedades que ahora prevalecen en estos territorios o en partes de ellos. 
Constituyen ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la 
determinación de preservar, desarrollar, transmitir a sus futuras generaciones 
39 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la Comunidad Maya (Sumo) Awas Tingni vs. 
Nicaragua, supra, párrafo 149.
40 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Mary y Carrie Dann vs. Estados Unidos. Caso N° 
11.140, Informe N° 113/01, 27 de diciembre de 2002, párr. 125.
18
sus territorios ancestrales y su identidad étnica como base de sus existencia 
continuada como pueblo, de acuerdo con sus propios patrones culturales, sus 
instituciones sociales y sus sistemas legales.” (Martinez Cobo, 1986)
Cabe resaltar que Martínez Cobo también reconoce en su informe el derecho de 
los Pueblos Indígenas a definir que es ser indígena y quienes componen estos pueblos 
o comunidades de acuerdo a sus propios criterios y percepciones, derecho que no 
puede ser interferido por los Estados a través de medidas legislativas o administrativas.
1.2.2 Derechos Indígenas a las aguas en el Derecho Internacional
En lo específico, el derecho de los Pueblos Indígenas sobre sus recursos 
naturales, incluido el agua, se funda en el derecho de propiedad, en el derecho a la 
protección de su medio ambiente, el derecho a la subsistencia, la protección y 
preservación de sus formas de vida y cultura y, adicionalmente, en el derecho de 
autodeterminación (Getches, 2003)
En primer lugar, el párrafo 2 del artículo 1 del Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos y del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconocen el 
derecho de los Pueblos a que puedan disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, y que no se les prive de sus medios de subsistencia. También reconocen 
estos derechos territoriales, la Agenda 21 y la Convención de Biodiversidad de 1992, 
ambos documentos adoptados en el contexto de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Medioambiente y Desarrollo, que tuvo lugar en Río de Janeiro en 1992. Reconoce 
la relación que históricamente ha existido entre los Pueblos Indígenas y sus tierras, 
incluyendo en este concepto el medio ambiente de las zonas que ocupan 
tradicionalmente, así como el conocimiento científico tradicional que tienen sobre sus 
tierras, recursos naturales y medioambiente41. En este marco, insta a los gobiernos para 
establecer mecanismos que permitan intensificar su participación activa en la 
formulación de políticas, leyes y programas relacionados con la ordenación de los 
recursos y otros procesos que puedan afectar a los Pueblos Indígenas42, y a posibilitar 
su involucramiento a nivel nacional y local en el manejo de recursos y estrategias de 
conservación43. Finalmente, considera este instrumento que los gobiernos adopten 
medidas específicas -incluyendo la ratificación de convenciones internacionales, la 
adopción de políticas y leyes que "protejan la propiedad intelectual y cultural indígena, y 
el derecho de las poblaciones indígenas de preservar sistemas y prácticas 
consuetudinario administrativas" - con el fin de permitir un mayor control sobre sus 
tierras, un manejo de sus propios recursos, y la participación en decisiones que les 
afecten, incluida la participación en el establecimiento o la ordenación de áreas 
protegidas44.
Por su parte, el Convenio sobre la Diversidad Biológica, adoptado en la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD), en 
Río de Janeiro en 1992, reconoce que las poblaciones indígenas y sus comunidades, 
41 Capítulo 26.1, Agenda 21, (ibidem)
42 Capítulo 26.3b, Agenda 21, (ibidem)
43 Capitulo 26.3c, Agenda 21, (ibidem)
44 Capítulo 26.4, Agenda 21, (ibidem)
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desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el 
desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales. Por tanto, recomienda a 
los Estados reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer 
posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible45.
Además adopta una norma que ha sido de trascendental importancia para 
proteger los derechos territoriales indígenas. Se trata fundamentalmente de los 
derechos estatuidos por el artículo 8, inciso j. que impone a los Estados una obligación 
específica de  respetar, preservar y mantener los conocimientos, las innovaciones y las 
prácticas de las comunidades indígenas y locales que entrañen estilos tradicionales de 
vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad 
biológica.  Deberán, además, promover la aplicación más amplia de estos 
conocimientos y prácticas, con la aprobación y la participación de quienes posean esos 
conocimientos, innovaciones y prácticas, es decir, las comunidades indígenas y sus 
miembros. Asimismo, los Estados deberán fomentar los beneficios derivados de la 
utilización de esos conocimientos, innovaciones y prácticas garantizando que se 
compartan equitativamente46.
El Convenio 169 de la OIT47, desarrolla ampliamente los derechos de los pueblos 
indígenas a la tierra y sus recursos naturales. Reconoce la "importancia especial que 
para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación 
con las tierras o territorios"48
Concepto de Territorio. Define a los territorios indígenas como aquellos que cubren "la 
totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de 
alguna otra manera"49
Derechos a la Tierra. También se refiere a la necesidad de reconocer sus derechos de 
"propiedad y de posesión" sobre las tierras que ocupan "tradicionalmente"50, a la 
responsabilidad de los gobiernos  en adoptar las medidas necesarias para "determinar 
las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la 
protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión"51 y estipula que deberán 
"instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para 
decidir las reivindicaciones de tierras formuladas  por los pueblos interesados"52
Derechos sobre los Recursos Naturales. El Artículo 15 intenta salvaguardar los 
derechos indígenas sobre los recursos naturales vinculados a sus tierras. Este derecho, 
incluye su participación "en la utilización, administración y conservación de dichos 
recursos"53. En los casos en que los Estados mantengan la propiedad de recursos 
45 Principio 22, Declaración de Río de Janeiro (1992), en: Yánez Nancy, Jairo Castillo, Sebastián Barros, 
Gina Ghio y Miguel Alvarado (2004). Estudio Básico: Investigación Evaluativa de Impacto Ambiental en 
Territorios Indígenas. Código BIP 20169006 – 0. CONADI, pág 124.
46 Programa de Derechos Indígenas, Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de la Frontera 
(2004). Manual de Derechos Indígenas. Manuscrito.
47 Sólo 17 países han ratificado el Convenio 169 de la OIT. A pesar del exiguo número de ratificaciones, 
los países que han ratificado dicho instrumento son aquellos que poseen poblaciones indígenas y la 
mayoría son latinoamericanos. 
48 Artículo 13.1, Convenio 169
49 Artículo 13.2, Convenio 169
50 Artículo 14.1, Convenio 169
51 Artículo 14.2, Convenio 169
52 Artículo 14.3, Convenio 169
53 Artículo 15.1, Convenio 169
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minerales o del subsuelo o derechos a otros recursos pertenecientes a las tierras, los 
gobiernos deberán "establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los 
pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían 
perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de 
prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras"54.
En el ámbito interamericano, la Convención Americana de Derechos Humanos o 
Pacto de “San José de Costa Rica” es el principal instrumento vinculante en materia de 
derechos humanos55. En ella se consagran principalmente derechos civiles y políticos, 
pero también ciertos derechos económicos y sociales que tienen incidencia en materia 
de derechos indígenas sobre sus recursos naturales56. Junto con la consagración de 
estos derechos fundamentales, el Pacto de San José establece el esquema básico del 
Sistema Interamericano de protección a los derechos humanos estableciendo dos 
órganos que se encargaran de promover y velar por el resguardo de las garantías 
fundamentales, estos son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.57
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos ha recibido un número creciente 
de casos relativos a la protección de los derechos indígenas sobre sus tierras y sus 
recursos naturales, fundados principalmente en la Convención Americana de Derechos 
Humanos o  Pacto de San José. En 1970,  la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos conoció el caso de los Guahibos en Colombia y argumentando en base al 
derecho de propiedad reconocido en la Convención Americana de Derechos Humanos 
se refirió a la obligación de los Estados de proteger las tierras indígenas. En 1985, la 
misma Comisión emitió una resolución que favoreció a demanda de los Yanomani del 
Noroeste de Brasil y recomendó al Estado brasileño que delimite y demarque el Parque 
Yanomani, cuya superficie excedía los 9 millones de hectáreas de bosque amazónico. 
La resolución se fundó en el derecho a la vida, a la libertad, a la residencia y al tránsito, 
a la salud y al bienestar reconocido en la Declaración Americana de Derechos 
Humanos, toda vez que en este caso Brasil no había ratificado la Convención 
Americana de Derechos Humanos lo que no hacía posible fundar la resolución en las 
normas de dicho instrumento y, por tanto, en el derecho de propiedad. 
En el año 2001 la Corte Interamericana acogió una reclamación interpuesta por la 
comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni en contra del Estado de Nicaragua. El caso 
se originó  en una petición hecha a la Comisión en 1995, donde se alegó que el Estado 
de Nicaragua no había adoptado las medidas necesarias para asegurar el derecho a la 
tierra de las comunidades indígenas reclamantes, y por el contrario, había 
comprometido este derecho al otorgar una concesión forestal para explotación de 
madera en sus territorios ancestrales. Con fecha 31 de agosto del año 2001, la Corte 
dictó sentencia en el caso, concluyendo que el Estado de Nicaragua violó el artículo 21 
de la Convención Americana en perjuicio de los indígenas, en conexión con los artículo 
1.1 y 2 de la misma Convención, y condenándolo a:
54 Artículo  15, Convenio 169
55 Adoptada en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969. Entrada en vigor el 18 de Julio de 
1978, conforme al artículo 74.2 de la Convención. Ratificada por 25 países de la Región. 
56 Artículo 26, Pacto San José de Costa Rica
57 La competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha sido ratificada por 22 países de 
América.
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“ ... delimitar, demarcar y titular el territorio de propiedad de la Comunidad; y 
abstenerse de realizar, hasta tanto no se realice esa delimitación, demarcación y 
titulación, actos que puedan llevar a que los agentes del propio Estado, o 
terceros que actúen con su aquiescencia o su tolerancia, afecten la existencia, el 
valor, el uso o el goce de los bienes ubicados en la zona geográfica donde 
habitan y realizan sus actividades los miembros de la comunidad.”58
El fallo de la Corte Interamericana dejó establecido en sus considerando el valor 
de la propiedad comunal de los pueblos indígenas a la luz del artículo 21 de la 
Convención Americana59, la validez de la posesión de la tierra basada en la costumbre 
indígena, aún a falta de título, para que se le reconozca la propiedad sobre ellas60, y la 
necesidad de que la estrecha relación que los indígenas tienen con sus tierras sea 
reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, 
su integridad y su supervivencia económica61.
La jurisprudencia en el caso en análisis, ha reconocido el derecho de propiedad 
ancestral indígena y le ha otorgado preeminencia incluso respecto del derecho positivo, 
para resguardar los intereses indígenas sobre sus tierras y recursos naturales en los 
territorios de origen.  
Recientemente la misma Corte Interamericana, caso Yakye Axa con Paraguay, 
estableció que los derechos territoriales indígenas abarcan un concepto más amplio que 
está relacionado con el derecho colectivo a la supervivencia como pueblo organizado, 
con el control de su hábitat como una condición necesaria para la reproducción de su 
cultura, para su propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. Desde esta 
perspectiva, se concluye que el derecho a la propiedad sobre la tierra garantiza que los 
miembros de las comunidades indígenas conserven su patrimonio cultural62. El fallo 
concluye que los miembros de la Comunidad Yakye Axa viven en condiciones de 
miseria extrema como consecuencia de la falta de tierra y acceso a recursos naturales, 
y que a consecuencia de ello ven imposibilitado el acceso a una vivienda adecuada 
dotada de los servicios básicos mínimos, así como  a agua limpia y servicios 
sanitarios63, lo que constituye una infracción por parte del Estado de Paraguay a la luz 
de los derechos garantizados por la convención. 
“Una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su 
posición de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a la vida, 
es la de generar las condiciones de vida mínimas compatibles con la dignidad de 
la persona humana64 y a no producir condiciones que la dificulten o impidan.  En 
este sentido, el Estado tiene el deber de adoptar medidas positivas, concretas y 
orientadas a la satisfacción del derecho a una vida digna, en especial cuando se 
trata de personas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya atención se 
58 Párrafo 153, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs Nicaragua,  (ibidem)
59 Párrafo 149, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs Nicaragua, (ibidem)
60 Párrafo 151, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs Nicaragua,  (ibidem)
61 Párrafo 149, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs Nicaragua, (ibidem)
62 Párrafo 146, fallo Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Yakye Axa vs Paraguay, 
denuncia 12.313 (10 Enero 2000), adoptado con fecha 17 de Junio del 2005.
63 Párrafo 164, fallo Corte Interamericana, Caso Yakye Axa vs Paraguay, (ibidem)
64 Cfr. Caso "Instituto de Reeducación del Menor", supra nota 200, párr. 159. En: Párrafo 162, fallo Corte 
Interamericana, Caso Yakye Axa vs Paraguay, (ibidem)
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vuelve prioritaria”65 (162).
Del análisis de esta jurisprudencia resulta que los derechos indígenas sobre las 
aguas posen una doble dimensión, a saber: Derechos preferentes respecto a las aguas 
existentes en sus territorios ancestrales y que conforman el hábitat necesario para la 
reproducción de su cultura y la articulación de su propia estrategia desarrollo. Acceso al 
agua limpia y a servicios sanitarios que garanticen una vida digna para los Pueblos 
Indígenas y sus miembros, lo que según concluye el fallo se encuentra ligado al 
reconocimiento y goce efectivo de sus derechos a las tierras y los recursos naturales.
La jurisprudencia de la Corte Interamericana es coincidente con la tendencia que 
han asumido los instrumentos especializados en derechos de agua, cuando se trata de  
regular los derechos indígenas sobre sus aguas territoriales. Como se señaló en los 
acápites precedentes, en la Observación General N° 15, el Comité sobre Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, consagra el derecho preferente de las comunidades 
locales rurales sobre sus fuentes tradicionales de agua y el de los pueblos indígenas 
para garantizar el acceso a agua en sus tierras ancestrales, salvaguardándolas de toda 
injerencia ilícita y contaminación. Asimismo, insta a los Estados para facilitar recursos 
que permitan que los pueblos indígenas planifiquen, ejerzan y controlen su acceso al 
agua66.
65 Párrafo 162, fallo Corte Interamericana, Caso Yakye Axa vs Paraguay, (ibidem)
66 Párrafo 16, letras c), d) y e), Observación General N° 15 (2002) (Ibidem)
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Capítulo 2: Derechos indígenas al agua en el Derecho Comparado 
Latinoamericano
2.1 Tendencias en el Derecho Comparado latinoamericano
El agua es un bien esencial para la vida humana y cumple roles insustituibles en el 
ámbito ambiental, social y económico.  La polivalencia que caracteriza el recurso agua, 
lleva a considerara que en el uso y distribución del recurso están involucradas, en igual 
medida, cuestiones del bien común, que llevan a concebir el agua como un derecho 
humano, derechos indígenas y/o de usuarios tradicionales, y demandas de desarrollo 
productivo que requieren agua para incorporarla a la cadena de producción. 
Estas particularidades del agua han determinado el régimen legal que regula la 
naturaleza jurídica del recurso, el rol del Estado y los mecanismos de asignación, uso y 
distribución. La regla general ha sido que la propiedad de las aguas se mantenga en el 
dominio público y que en el ejercicio de este derecho corresponda al Estado determinar 
la disponibilidad de las aguas, establecer mecanismos de asignación del recurso y 
fiscalizar su uso racional. En tanto que los derechos de uso otorgados a los particulares 
– personas naturales o jurídicas, grupos o individuos – se regula a través del 
reconocimiento de derechos de aprovechamiento de las aguas, en general, amparados 
por el derecho de propiedad (Peña y Solanes, 2003: 10). 
La tendencia en el Derecho Comparado evidencia que los mecanismos de 
reasignación de derechos de uso a los particulares, han derivado de un régimen de  
reasignación administrativa de los derechos de uso a uno en que la reasignación se 
resuelve a través de la creación de mercados de aguas.
En las últimas décadas América Latina  ha enfrentado un arduo debate con 
ocasión de los ajustes estructurales que demanda la política de recursos hídricos y su 
adecuación a la política económica latinoamericana de apertura al mercado mundial. En 
la mesa de discusión han estado puestas las cuestiones relativas a la naturaleza de los 
derechos de aguas, la condicionalidad de los derechos y la creación de mercados de 
agua como mecanismo de reasignación de los derechos de uso.
A medida que el recurso agua se torna más escaso, a raíz de la mayor demanda 
por servicios sanitarios y de agua potable desde los centros urbanos, el crecimiento 
económico y el agotamiento de las fuentes de agua, se hace indispensable condicionar 
el ejercicio de los derechos de aprovechamiento y regular su uso para balancear las 
diferentes demandas que pesan sobre el recurso. 
La experiencia muestra que la falta de regulación de los mecanismos de 
reasignación de aguas y , asimismo, la falta de provisiones tendientes a garantizar el 
uso efectivo y racional del recurso, derivan en: externalidades ambientales negativas en 
la gestión de las fuentes de aguas y las cuencas hidrográficas; inequidades e injusticias 
sociales y ambientales; y, finalmente, creación de mercados distorsionados y 
vulnerables a la monopolización de los derechos. (Peña y Solanes, 2003: 10).
Como consecuencia de estas falencias institucionales, se observa que en la 
mayoría de los países latinoamericanos se presentan conflictos que involucran, 
principalmente, a usuarios tradicionales de los recursos hídricos, como es el caso de los 
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Pueblos Indígenas y comunidades campesinas, con entes corporativos que promueven 
actividades económicas en sus territorios de origen y monopolizan los derechos de 
aprovechamiento de las aguas que conforman los hábitat tradicionales de estas 
comunidades locales.
No obstante, el análisis comparado de las legislaciones latinoamericanas 
demuestra una tendencia a proteger los derechos de los pueblos indígenas a través de 
normas específicas que reconocen sus derechos ancestrales a los recursos hídricos, en 
el marco de sus derechos territoriales, y que se traducen, en general, en el 
establecimiento de sistemas de protección de los usos consuetudinario y los hábitat 
tradicionales indígenas. 
En primer lugar la mayoría de los países latinoamericano han incorporado a su 
legislación interna el Convenio 169 de la OIT, que en sus artículo 15 reconoce los 
derechos de los Pueblos Indígenas sobre los recursos naturales existentes en sus 
tierras, lo que comprende su derecho a participar en la utilización, administración y 
conservación de dichos recursos, y existe consenso de que esta denominación de 
recursos naturales incluye los recursos hídricos67.
Tabla Ratificaciones Convenio 169 OIT



















2.2 Reconocimiento de Derechos Indígenas en las Constituciones y leyes de la Región
Brasil
La legislación brasileña protege los derechos de usufructo indígenas sobre los 
recursos hídricos, resguarda la sustentabilidad en el manejo de estos recursos, 
considera normas de representación indígena en la toma de decisiones y de 
participación en las utilidades que provengan de la explotación de recursos naturales. 
67 Véase, www.fondoindigena.net. Base de Datos de Legislación Indígena Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) Medio Ambiente. 
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La Constitución otorga a los indígenas el usufructo exclusivo de las riquezas 
existentes en suelos, río y lagos, localizados en las tierras tradicionalmente ocupadas y 
de posesión permanente de los pueblos indígenas68. Encomienda al Congreso Nacional 
autorizar la exploración o aprovechamiento de recursos hídricos en tierras indígenas69
El derecho de usufructo reconocido por el constituyente contempla el derecho de las 
comunidades indígenas a usar y gozar de los recursos naturales existentes en las 
tierras indígenas ocupadas y participar de las utilidades que generen las explotación 
económica de estos recursos por terceros ajenos a dichas comunidades.70 Considera, 
asimismo, los derechos consuetudinarios de aguas de naturaleza no apropiativa 
ejercidos por las comunidades y, en este marco, les reconoce el derecho exclusivo al 
ejercicio de la pesca en las áreas ocupadas71.
Nicaragua
La Constitución Política de Nicaragua y el estatuto de Autonomía de la Costa 
Atlántica reconocen a las Comunidades Indígenas de la Costa Atlántica el derecho de 
goce, uso y disfrute de las aguas existentes en las tierras comunales que le 
pertenecen72. Para proteger los sistemas hidro – ecológicos indígenas la legislación de 
Nicaragua ha facultado a las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica, la facultad de 
regular y promover el uso racional de las aguas y proteger el ecosistema. Estas 
atribuciones comprenden la facultad de proteger las cuencas hidrográficas a través de 
un manejo conveniente de suelos y aguas73.
Venezuela
En Venezuela el legislador ha impuesto a las autoridades civiles y militares la 
obligación de proteger las aguas ocupadas por los indígenas en los territorios 
correspondientes a la “Delta del Orinoco” y “Alto Oniroco – Casiquiare”74. Asimismo, la 
Constitución del Estado de Sucre, reconoce los derechos de los pueblos indígenas al 
uso, goce y disfrute de sus aguas75. La Constitución del Estado de Amazonas y 
Monagas, respectivamente, imponen al Estado la obligación de consultar a los Pueblos 
Indígenas e indemnizar los daños que deriven del ejercicio de su derecho de 
aprovechamiento sobre recursos naturales existentes en los hábitats y tierras 
indígenas76. 
68 Artículo 231 (2), Constitución de la República Federal de Brasil, 5 de junio de 1998.
69 Artículo 231 (3), Constitución de la República Federal de Brasil, 5 de junio de 1998.
70 Artículo 24, Ley N° 6001, Estatuto del Indio, 19 de diciembre de 1973.
71 Artículo 24 (2), Ley N° 6001, Estatuto del Indio, 19 de diciembre de 1973.
72 Artículo 89, Constitución Política; Artículo 11 (3), Ley N° 28, “Estatuto de Autonomía de las regiones de 
la Costa Atlántica de Nicaragua”, 2 de septiembre de 1987.
73 Artículo 18 y 19 (m), Decreto A.N. Número 3584, 9 de julio del 2003, Reglamento a la Ley Número 28 
“Estatuto de Autonomía de las regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua”.
74 Artículo 7, Decreto N°1633, de 5 de junio de 1991, se declara Reserva de la biosfera con el nombre de 
“Delta del Orinoco”, el área comprendida entre el Caño Macareo y el Río Grande, en la desembocadura 
del Río Oniroco, incluyendo los Caños Mariua, Güiquina, Araguabisi, Araguao y Merjina; es decir la 
porción del territorio nacional conocida como Medio y Bajo Delta; Artículo 6, Decreto N° 1635, de 5 de 
junio de 1991, se declara Reserva de la biosfera
75 Artículo 22, Constitución del Estado de Sucre, 21 marzo del 2003.
76 Artículo 43, Constitución del Estado de  Amazonas, 12 septiembre del 2002; Artículo 54, Constitución 
Estado de Monagas, 21 marzo del 2003.
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Panamá
La legislación panameña, al igual que en Venezuela, reconoce derechos 
específicos a los pueblos Indígena sobre las aguas existentes en los territorios 
ancestrales demarcados en las leyes Comarcales. Estas normas jurídicas contemplan 
derechos de consulta y participación para la exploración y explotación de las aguas 
existentes en los territorios de las Comarcas Indígenas77. La Ley General del Medio 
Ambiente vela por la protección de los ecosistemas indígenas y el aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales y les reconoce derechos de participación en los 
beneficios económicos que pudieran derivarse del aprovechamiento de los recursos 
naturales existentes en sus territorios78. La Carta Orgánica de la Comarca Kuna de 
Mandungandi, avanza en el reconocimiento de derechos indígenas y consagra un 
derecho exclusivo al uso, manejo y aprovechamiento tradicional de los recursos 
naturales renovables y el ambiente, localizados dentro del territorio demarcado por la 
Ley79. En este contexto, reconoce un derecho de preferencia para la ejecución de 
proyectos de exploración, explotación y aprovechamiento de recursos naturales a favor 
de los miembros de la Comarca Kuna de Mandungandi80.
Colombia
En Colombia la ley no reconoce derechos de uso específicos a los indígenas 
sobre las aguas, las que se regulan por el régimen  general de aguas de uso público81. 
Un caso de excepción es el reconocimiento del uso consuetudinario indígena a lavar las 
arenas de los ríos, para garantizar su goce el legislador restringe el derecho de los 
denunciantes de mina de platino, inhibiéndolos de impedir este uso ancestral82.  La 
legislación Colombiana impulsa la recuperación de cuencas hídricas y somete los 
resguardos indígenas a un régimen de protección destinado a proteger su hábitat83.
Perú
En Perú, se garantiza el derecho preferente de pesca de las poblaciones locales 
amazónicas que habitan áreas naturales protegidas84.
Ecuador
La legislación Ecuatoriana, por su parte, limita las concesiones de derechos de 
agua, los planes de manejo de fuentes y las cuencas hídricas, condicionándolas a 
77 Articulo 19, Ley 22, crea Comarca Emberá en Darién, 8 de noviembre de 1983; artículo 48, Ley 10, 
crea Comarca Ngöbe – Bugle, adicionada en el artículo de la referencia por Ley 15, 7 de febrero de 
2001; Artículos 95 y 98, Decreto Ejecutivo N° 84, Carta Orgánica Administrativa de la Comarca Emberá 
Wounaan de Darién, 9 de abril de 1999.
78 Artículo 98, 99, 104 y 105, Ley 41, Ley General del Ambiente de la República de Panamá, 1 de julio de 
1998.
79 Artículo 44, Decreto Ejecutivo N° 228, Carta Orgánica Administrativa de la Comarca Kuna de 
Mandungandi, 3 de diciembre de 1998.
80 Artículo 46 y 47, Decreto Ejecutivo N° 228, Carta Orgánica Administrativa de la Comarca Kuna de 
Mandungandi, 3 de diciembre de 1998.
81 Artículo 24, aguas de uso público, Decreto 2164, 7 de diciembre de 1995
82 Ley 72, sobre explotación y comercio de platino, 28 de Octubre de 1910
83 Artículo 8. Ley 812, Aprueba Plan Nacional de Desarrollo 2003 – 2006, hacia un Estado Comunitario.
84 Artículo 112, Decreto Supremo N° 038 – 2001 – AG, Reglamento de la Ley de Áreas Naturales 
Protegidas, 22 junio del 2001.
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contemplar los aspectos culturales relacionados a ellas y que involucran a las 
poblaciones indígenas y locales85. 
México
En México los derechos de aguas están vinculados al beneficio silvo agropecuario 
de las tierras. Así los ejidatarios, comuneros y pequeños propietarios, sean titulares o 
poseedores de tierras agrícolas, ganaderas o forestales, disponen del derecho de 
explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales . El mecanismo jurídico 
para acceder a estos derechos es el otorgamiento de una concesión, que se asigna por 
la vía administrativa86.
Bolivia
En Bolivia el legislador ha reconocido derechos consuetudinarios a los Pueblos 
Indígenas y Originarios para el uso, aprovechamiento y gestión de recursos hídricos 
destinados a la prestación de servicios de agua potable y alcantarillado sanitario. 
Reconociendo, además, la competencia de las autoridades tradicionales y la costumbre 
para regular el ejercicio de  los derechos87
Sobre la normativa reseñada cabe señalar que aun cuando existe cierta 
ambigüedad sobre los derechos sustantivos reconocidos y los procedimientos para 
garantizar su exigibilidad, la tendencia es a proteger los intereses de los Pueblos 
Indígenas en lo que dice relación con el uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales localizados en sus territorios ancestrales. Un punto a relevar es que se 
observan en las legislaciones latinoamericanas más recientes, un esfuerzo por 
demarcar  los territorios indígenas y estatuir derechos de uso y aprovechamiento sobre 
los recursos naturales a favor de las poblaciones locales y, conjuntamente, limitar las 
intervenciones de terceros en protección de los hábitats tradicionales así demarcados. 
2.3 Vigencia de Derechos Indígenas al agua en la jurisprudencia de la Cortes 
Latinoamericanas
Para determinar la eficacia de esta normativa resulta importante examinar la 
jurisprudencia, ello permitirá identificar en el plano del ejercicio de los derechos los 
vacíos legales y avances.
Una primera cuestión que se plantea del examen de la jurisprudencia es la 
necesidad de otorgar especificidad a los derechos reconocidos.  Así emerge de la 
jurisprudencia establecida por la Corte Constitucional en Bolivia, donde fue establecido 
que no puede otorgarse protección a los derechos de los recurrentes hasta en tanto no 
se haya determinado en la vía correspondiente el derecho de propiedad o el derechos 
que en el caso corresponde para aprovechar recursos naturales88. La Corte Suprema de 
85 Artículo 43, Ley de Desarrollo Agrario, 30 abril de 1997.
86 Artículo 52 – 55, Ley Agraria, D.O.F. de 26 de febrero de 1992; Artículo 48, Ley de Aguas Nacionales, 
1 de diciembre de 1992.
87 Artículo 8 (VI – Z), Ley Modificatoria de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, 11 de 
septiembre del 2000.
88 Párrafo III.3, Sentencia Constitucional 1600/2002 –R. Expediente 2002 – 05433 – 11 – RAC. Sucre, 20 
de diciembre del 2002
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Justicia de Nicaragua ha otorgado amparo constitucional al derecho de las 
comunidades indígenas al goce, uso y disfrute de las aguas de sus tierras comunales, 
estableciendo que el derecho de tenencia y dominio comunal sobre las mismas -que le 
ha sido reconocido por la Constitución y que determina la admisibilidad del recurso  -
emana del uso, goce y disfrute de sus antepasados89. 
Las cortes han amparado los ecosistemas indígenas y relevado la importancia que 
para la subsistencia y preservación de sus formas de vida y cultura tiene la protección 
de sus recursos naturales, imponiendo al Estado la obligación de prevenir y controlar 
factores de deterioro ambiental y cumplir funciones de vigilancia y restauración de los 
recursos naturales y del medio ambiente 90.  En este marco, se ha suspendido la 
ejecución de proyectos de inversión – caso “Proyecto Hidroeléctrica Tabsara II” -
cuando de ello pueda derivar daños permanentes e irreversibles en los hábitats 
indígenas, las costumbres y formas de vida tradicionales y/o el patrimonio 
arqueológico.91 La corte Suprema de Colombia se ha pronunciado en caso de conflictos 
de intereses entre el interés general que sustenta la ejecución de proyectos de inversión 
o infraestructura en territorios indígenas y el interés específico de los Pueblos Indígenas 
amparado constitucionalmente por el Estado Colombiano. Determinado que en el caso 
existen dos intereses de tipo colectivo en conflicto, y que el interés indígena posee una 
legitimación mayor, en la medida en que está sustentado en derechos protegidos por la 
Constitución92.
De lo expuesto se desprende que para la adecuada protección de los derechos 
indígenas sobre los recursos hídricos, es necesario contar con un régimen de 
protección de rango constitucional, donde sea establecida la especificidad de los 
derechos de uso y aprovechamiento que poseen los pueblos indígenas. La 
jurisprudencia evidencia que los derechos de uso y aprovechamiento reciben mayor 
amparo jurisdiccional cuando están protegidos por la garantía constitucional de la 
propiedad. Las normas de protección a los sistema hidro – ecológicos indígenas, no 
bastan parar garantizar los derechos indígenas sobre los recursos hídricos y la 
experiencia muestra como se destruyen los ecosistemas indígenas en pro del ejercicio 
de derechos de usuarios que gozan de mayor certeza jurídica sobre sus derechos de 
aprovechamiento, como son los derechos de riego, minería, abastecimiento de ciudades 
y energía (Peña y Solanes, 2003:19). No obstante, es una tendencia deseable el que 
los recursos naturales sean protegidos con una mirada de ecosistema y es así como 
todas las legislaciones, sin excepción, han impuesto al Estado la obligación de ser 
garante del uso sustentable de los recursos y de vigilar que su aprovechamiento 
cualquiera sea el grupo de usuarios – indígenas o no indígenas; públicos o privados; 
personas naturales o jurídicas – se realice resguardando el equilibrio ecológico.
89 Párrafo III y IV , Sentencia N° 123, Corte Suprema de Justicia, Sala de los Constitucional, Managua 13
de junio del 2000.
90 Sentencia T – 380 de 1993 – Colombia, Función de Vigilancia Ambiental - Incumplimiento; Sentencia T 
405 de 1993 – Colombia, Comunidades Indígenas – Protección / CODECHOCO. 
91 Demanda Contencioso Administrativa de Nulidad contra la resolución N° I A – 048 – 2000, Corte 
Suprema de Panamá, Sala de los Contencioso Administrativo, 6 de diciembre del 2000.
92 Sentencia T – 428 de 1992 – Colombia, Derecho al Ambiente Sano. Teoría de la Imprevisión. Intereses 
Colectivos en conflictos, 24 de junio de 1992.
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Capítulo 3: Programas y políticas públicas agrupados bajo la denominación de 
políticas participativas en infraestructura y economía, con incidencia 
en territorios indígenas
En Chile, las políticas públicas relacionadas con el agua han tenido un desarrollo 
progresivo con respecto a la recuperación, regulación y aplicación de derechos 
indígenas especiales a los recursos naturales, como agua y tierra, a partir de la 
redemocratización de los años noventa. 
En los manuales y estrategias públicas se visualiza el diseño de programas más 
participativos, orientados a una mejor focalización de las demandas de muchos sectores 
más vulnerables a partir de la ratificación de la Ley Indígena en 1993. En lo respectivo 
al desarrollo indígena, especialmente vinculado con la gestión y los programas públicos 
hídricos, este nuevo marco regulatorio dio inicio a una regularización sistemática de los 
derechos indígenas de agua por medio de un trabajo asociativo de varios sectores 
públicos. 
A la vez, se mejoró progresivamente el marco de la sostenibilidad ambiental de los 
proyectos público-privados, implementando un sistema de Estudio de Impacto 
Ambiental a partir de la Ley de Bases del Medio Ambiente, Nº 19.300 de 1994. Desde  
los años noventa, en la gestión del agua el lineamiento parece fomentar una política de 
re-regulación, normativización y monitoreo, incorporando procesos de organización de 
usuarios y fortalecimiento de la gestión local. 
No obstante, en las últimas dos décadas se han incrementado varios conflictos de 
carácter ambiental en zonas de producción agrícola, hidroenergía y minería, con un 
porcentaje significativo de población vulnerable (Aldunate, 2001; Gentes, 2003).
Distintos organismos internacionales han reconocido también los crecientes 
síndromes de insostenibilidad en la gestión del agua, tales como usos ineficientes, 
problemas de salinización en áreas de riego, contaminación en zonas mineras y 
costeras, y sobreexplotación hídrica predominante en zonas rurales y semiurbanas, por 
ejemplo (véase GWP, 2003; OCDE/CEPAL, 2005). 
Una evaluación de las políticas públicas hídricas con incidencia en territorios con 
alta población indígena implica una revisión cautelosa del contenido de los programas 
en lo relativo a la gestión del agua y el grado de participación efectiva de las 
comunidades locales. Sin embargo, en la actualidad no existen estudios 
independientes, ni sistematizaciones o memorias institucionales que permitan emitir un 
juicio generalizado sobre el nivel de incidencia real de las políticas públicas sectoriales, 
especialmente de estos programas que se sostienen todavía con un alto financiamiento 
externo. A la falta de estudios concretos sobre procesos ilustrativos de gestión local en 
el agua -que contribuirían a formular una propuesta integral, tanto de contenidos como 
de metodologías-, se suma el desconocimiento de muchos funcionarios e instituciones 
públicas sobre cómo influir y guiar procesos democráticos participativos que podrían 
redundar finalmente en una efectiva y representativa gobernabilidad hídrica y territorial.
Los programas públicos iniciados en los últimos años en relación con el sector 
hídrico productivo pretenden, por una parte, fomentar la nueva ruralidad familiar chilena 
en el agro y el desarrollo de microproyectos de exportación, y por otra, asociar los 
programas y esfuerzos públicos a las demandas locales.
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Algunos manuales de participación ciudadana en proyectos de infraestructura93
entregan lineamientos básicos para sistematizar la participación en el sector público, y 
se emplean hoy en casi todas las oficinas y programas públicos. A primera vista, hay 
una visión sistémica de la gestión integrada participativa en el Ministerio de Obras 
Públicas, Transporte y Telecomunicaciones (MOPTT), por ejemplo. Bajo esta lógica, el 
Ministerio estima haber logrado varios resultados positivos: el acierto de implementar 
una participación ciudadana temprana se aplica en las iniciativas del MOPTT en todos 
aquellos proyectos que ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; 
asimismo, se aplica en procesos y fases de estudio y obras de infraestructura, mediante  
la valoración de la ciudadanía y la capacitación de inspectores fiscales, ambos actores 
relevantes en el buen cumplimiento de las exigencias tanto ambientales como 
participativas, con énfasis en la gestión territorial. 
En el temario de la protección de recursos naturales, patrimoniales y culturales, 
con reconocimiento de la identidad cultural de las comunidades indígenas, la Secretaría 
Ejecutiva de Medio Ambiente y Gestión Territorial (SEMAT) editó a fines del año 2004 
una guía de participación ciudadana mapuche en obras de infraestructura, en que 
establece mecanismos e indicadores para elaborar llamados “planes de participación 
ciudadana con pertenencia indígena”. 
¿Cuáles son en el MOPTT los criterios para la participación en regiones con 
pertenencia étnica? 
La SEMAT-MOPTT formula cuatro ejes fundamentales para la implementación de 
una participación social efectiva:  
• establecimiento de lazos de confianza por medio de “una política de rostros 
visibles” entre la comunidad, los interlocutores y los funcionarios públicos; 
• la legitimidad de los lideres, en el sentido de asumir “la multiplicidad de 
liderazgos indígenas94” en algunas regiones; 
• la generación de espacios de diálogo permanente, en combinación con una 
política de “puertas abiertas”, sin mecanismos de presión en favor o en contra de 
alguna obra, extraños al espíritu de colaboración mutua, y trabajando con 
interlocutores reconocidos por ambos grupos; y 
• la consideración de las formas culturales locales, que implica el ejercicio de 
diálogo horizontal y la generación de actitudes de empatía, respeto y autocrítica 
constructiva, en espacios a veces semiformales (MOP, 2004). 
Por medio de estos instrumentos alternativos se supone posible construir una 
gestión pública flexible, que cumple con varios requisitos: i) logra compromisos 
obligatorios, replicables y transversales en el marco de la modernización estatal y 
93 La institución pública que entrega lineamientos de participación ciudadana en proyectos públicos es la 
Secretaría Ejecutiva de Medio Ambiente y Gestión Territorial (SEMAT), creada en el año 2000 y 
perteneciente a la Dirección General de Obras Públicas del MOPTT. Los manuales de la SEMAT son 
prescriptivos en materia participativa para la aplicación y licitación de proyectos públicos, véase 
http://www.dgop.cl/documentos/participacion1.pdf
94 Por ejemplo, en muchas zonas de población mapuche, no todas las personas son reconocidas por la 
Ley Indígena como dirigentes; otros son lonkos, o autoridades políticas tradicionales, o Machi, 
autoridades espirituales, y cada uno de ellos tiene su valor y cumple su rol en cada situación 
específica.
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gestión ambiental territorial; ii) contribuye a la formulación de una política de gestión 
integrada, que permita pasar de una visión sectorial a una de integración territorial; iii) 
favorece la corresponsabilidad de la ciudadanía, de sus organizaciones y del sector 
privado en la adecuación de la oferta pública a sus necesidades;  iv) establece un 
sistema de indicadores que permita asegurar la sostenibilidad ambiental, territorial y 
participativa desde las etapas iniciales de planificación de los proyectos; v) fortalece la 
reforma educacional con insumos progresistas; y vi) fomenta la educación cívica, 
ambiental, territorial y participativa.
A continuación, nos interesa analizar estos principios y criterios estructurales en 
las metas y prácticas de los diferentes organismos públicos relacionados con la gestión 
del agua y derechos locales. 
Los criterios que guían la evaluación de los programas son: 
ü la posibilidad de negociar (nuevos) derechos (locales) de agua sin recurrir a 
instancias legales externas (por ejemplo, arbitraje, u otras); 
ü la posibilidad de desarrollo productivo mediante la asignación de derechos 
prioritarios para ciertos sectores y en ciertas áreas; y 
ü el grado de acercamiento e involucramiento de los sectores vulnerables en las 
planificaciones y decisiones de las agencias públicas hídricas.
3.1 Programa Orígenes (MIDEPLAN-BID)
El programa Orígenes95 surgió por medio de un préstamo96 del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) y financiamiento público proveniente del Ministerio 
de Planificación y Cooperación (MIDEPLAN). No obstante, no se originó en el marco de 
la Política de Nuevo Trato97 con los Pueblos Indígenas sino como respuesta a las 
demandas formuladas por algunas comunidades indígenas en los llamados Diálogos 
Comunales Mapuches, efectuados a instancia del entonces ministro del MIDEPLAN 
Germán Quintana, en un momento álgido del conflicto territorial mapuche a mediados 
de los noventa. El fin del proyecto es contribuir al desarrollo integral con identidad de las 
comunidades aymara, atacameña y mapuche, legalmente constituidas, en el área 
rural.98 En su primera fase (2001-2005), que se está evaluando actualmente, el 
95 El Programa de Desarrollo Integral de las Comunidades Indígenas (Orígenes) es producto de un 
convenio suscrito en 2001 entre el BID, que aporta en calidad de préstamo un total de 80 millones de
dólares para su ejecución, y el MIDEPLAN, que en representación del gobierno chileno aporta 53 
millones de dólares. Su objetivo general es mejorar las condiciones de vida y promover el desarrollo 
con identidad de los pueblos aymara, atacameño y mapuche en el área rural, en los ámbitos 
económicos, sociales, culturales, ambientales y jurídicos.
96 El préstamo del BID lo gestionó el entonces ministro del MIDEPLAN Germán Quintana y estuvo 
reducido a temas de de desarrollo proscribiendo la demanda territorial, lo que fue severamente 
criticado por el movimiento mapuche. 
97 La Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, creada en enero de 2001, con el mandato de elaborar 
un plan de acción y políticas públicas específicas en el ámbito de los pueblos indígenas, a partir de las 
transformaciones y la compleja realidad de las comunidades indígenas en el país. La Comisión se basó 
en parte en las recomendaciones de un informe anterior preparado por MIDEPLAN (2001), a partir de 
equipo mixtos (indígenas y no indígenas) y multidisciplinarios de trabajo. A fines de 2003 se entregó el 
informe final de la Comisión, y dando fe al intento de instalar una política de nuevo trato y 
discriminación positiva hacia los indígenas, por medio de un reconocimiento de derechos nuevos y 
especiales. 
98 En una primera fase, el programa Orígenes centra su acción en 642 comunidades indígenas jurídicas 
de las regiones I, II, VIII, IX y X. En total, se llega a atender aproximadamente a 24.000 familias, en 44 
comunas de alta densidad de población indígena (aymará, atacameña y mapuche), y se intensifica el 
trabajo con las dirigencias y organizaciones indígenas, especialmente en las 162 escuelas rurales 
ubicadas en los territorios de las comunidades focalizadas.
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programa Origenes trabajó en seis áreas99 conjuntamente con diversas instituciones y 
servicios gubernamentales. 
El programa Orígenes se inserta en una nueva tendencia del Estado chileno, a 
partir de los años noventa, de fomentar el desarrollo local productivo en zonas de alta 
vulnerabilidad social y diversidad cultural, por medio de asociatividades con las 
cooperaciones técnicas, como muestran, por ejemplo, los programas en la IX Región, 
que tienen una alta población indígena. Aquí se espera incentivar las actuales y futuras 
cooperaciones100 en la región, mediante un delineamiento del desarrollo productivo 
local, sostenido por las mismas comunidades indígeno-campesinas sobre la base de 
vías socioeconómicas propias y endógenas, autogestionadas y sostenibles.
Partiendo de un Informe Público,101 el programa Orígenes se fundamenta en 
cuatro ámbitos centrales: 
• derechos políticos, que incluyen la elección de representantes indígenas al 
Senado; la participación de los indígenas en la integración y gestión del gobierno 
a nivel comunal y regional; el reconocimiento de las instituciones e instancias 
organizativas propias de cada uno de los pueblos indígenas; su participación en 
la discusión, formulación, ejecución y evaluación de leyes, políticas y programas 
que afectan a sus culturas, instituciones, territorios y recursos; 
• derechos territoriales, dentro de los cuales se identifican el reconocimiento y la 
demarcación de territorios indígenas y del derecho de sus pueblos a participar 
en la gestión de dichos espacios ancestrales o nuevos creados, según las 
disposiciones de la Ley Indígena. En esta sección se destaca también el 
derecho a la protección de las tierras pertenecientes a indígenas, y la 
demarcación, titulación y protección de aquellas tierras sobre las que se 
demuestre propiedad ancestral indígena; y el establecimiento de mecanismos de 
reclamación de tierras, derechos de propiedad, utilización, administración y 
beneficio sobre los recursos naturales que se encuentran en tierras y territorios 
indígenas; la priorización de comunidades indígenas en la obtención de 
concesiones del Estado (por ejemplo, sobre tierras fiscales) para la explotación 
de recursos naturales, protección de los ecosistemas y derechos especiales de 
usos, gestión y conservación de los recursos naturales localizados en áreas 
silvestres protegidas  por el Estado; 
99 Fortalecimiento de las comunidades; fortalecimiento de la institucionalidad pública; desarrollo 
productivo (en conjunto con el INDAP, la CONAF y la CONADI); educación intercultural (en conjunto 
con el Ministerio de Educación, MINEDUC); rescate de cultura (en conjunto con la CONADI) y salud 
intercultural que se gestiona a través del Ministerio de Salud.
100 Una muestra de la fuerte presencia del financiamiento para programas de desarrollo agro ecológico y 
comunitario es el hecho de que aparte del programa Orígenes se ejecutan dos grandes programas más 
en la IX Región: el Programa de Recuperación Ambiental y Desarrollo Socio Productivo en Áreas 
Campesinas e Indígenas de la IX Región de la Araucana (Programa “Araucana Tierra Viva”), producto 
de un convenio de cooperación entre la Unión Europea (que aporta 9 millones de euros) y el Gobierno 
de Chile (que aporta unos 12.448.446 euros); y el componente GAR (gestión ambiental regional) del 
Programa de la Sociedad Alemana de Cooperación Técnica (GTZ) sobre Desarrollo Regional y Local, 
que también dispone de alrededor de 12 millones de euros.
101 Véase Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato (2003): Informe de la Comisión de Verdad y Nuevo 
Trato de los Pueblos Indígenas. Santiago de Chile, La Nación, Cuerpo I-IV, 
http://www.gobierno.cl/verdadhistorica/indice.html
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• derecho a una participación real, es decir, se propone reconocer el derecho a 
la consulta, a la participación en los beneficios sociales y económicos de las 
actividades productivas en tierras y territorios indígenas, y a la compensación 
por eventuales daños causados; 
• reconocimiento de los derechos culturales, es decir, el derecho colectivo de los 
pueblos indígenas a incidir en la educación de sus miembros y  promover la 
educación intercultural en las regiones de población indígena; el reconocimiento 
de las prácticas sociales, culturales y religiosas de los pueblos indígenas en 
proyectos de inversión, así como del derecho consuetudinario y del derecho 
propio102 de dichos pueblos.
Ahora bien, el proceso participativo de cruzar una demanda social y comunitaria 
con la oferta pública se instaló a partir del año 2003 por medio de los planes territoriales 
de desarrollo (PTD), que buscan que la distribución de montos a las diferentes áreas de 
promoción del programa incentive un desarrollo con identidad. Este enfoque cambió 
desde una visión originalmente comunitaria103 a una territorial, para, primero, acercar 
mejor el programa a las metodologías y conceptos utilizados en la gestión pública (por 
ejemplo, CORFO, SERCOTEC, FOSIS, INDAP, y otros), y segundo, construir 
identidades territoriales de larga duración y sostenibilidad, es decir, con el programa se 
pretendió operativizar un espacio (con identidad) y un proyecto (socialmente 
concertado) sobre un territorio (Programa Orígenes, 2005). 
La participación se formula como un eje central que caracteriza la metodología y 
estrategia de Orígenes, de tal manera que los instrumentos de planificación participativa 
del programa deberían ser los Planes Territoriales de Desarrollo (PTD), donde las 
comunidades indígenas jurídicas definen la gestión de sus recursos. Estas 
comunidades pertenecen a una unidad territorial, “cultural y ecológicamente 
102 En definitiva, algunos abogados independientes reclaman que el Informe no abarca temas centrales 
como el derecho a la libre determinación, así como sus formas en el derecho interno. Además, que 
subordina el derecho consuetudinario al derecho nacional en materias importantes como el derecho 
penal sustantivo y el derecho a la propiedad. No aparecen entre las áreas prioritarias del gobierno de 
transición, antes de las elecciones presidenciales (diciembre de  2005), implementar mecanismos 
efectivos como la instauración de procedimientos de consulta y participación indígenas o su preferencia 
para la obtención de concesiones del Estado destinadas a la explotación productiva y sostenible de 
recursos naturales, o vetar por medio de consultas colectivas determinados proyectos (Hall in, 2004). 
Estos aspectos también resaltan en el Informe del relator de la ONU, Rodolfo Stavenhagen, quien 
concluye que existe la necesidad de hacer un esfuerzo gubernamental adicional en el tema de 
derechos de tierra y agua, donde “... deberá ser revisada la legislación sectorial (tierras, agua, minas, 
etc.) cuyo contenido pueda entrar en contradicción con lo dispuesto en la Ley Indígena, y deberá 
primar el principio de la protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas por encima de 
intereses comerciales y económicos particulares” (Stavenhagen, 2004: 28).
103 Este cambio de paradigma tiene que ver con: i) los principios del marco regulatorio que diferencia por 
etnias, personas y familias indígenas, y no habla de colectividades propiamente tales, sino de 
comunidades legalmente constituidas, o comunidades jurídicas; ii) las malas experiencias e 
inequidades de una planificación del territorio a partir de la comunidad jurídica como unidad de 
ejecución de fomento; iii) el problema de la atomización y particularización del enfoque comunitario en 
los asentamientos de mayor población indígena Chile, debido a las diferencias de los conceptos 
culturales (zona andina, zona sur e Isla de Pascua), roles de género, organización y participación; iv) el 
riesgo de una simple monetarización de sectores indígenas con poca representatividad (grupal, local o 
territorial, capacidad (de líder comunitario y participativo) y voluntad (asociativa con los objetivos del 
programa y las políticas en marcha) (Valenzuela, Rodrigo, Orígenes, entrevista, Santiago de Chile, julio 
de 2005).
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homogénea, tradicionalmente vinculados por lazos de parentesco, compadrazgo y otros 
vínculos económicos, rituales y políticos” (programa Orígenes, 2004). En otras palabras, 
también en la metodología privilegiada por Orígenes rige un enfoque territorial para 
permitir la coordinación de la inversión pública y una mayor pertinencia en el trabajo con 
las comunidades. 
En materia de aguas, en el programa Orígenes -si bien según sus procedimientos 
iniciales se pretendió establecer un programa de regularización de derechos de agua y 
de capacitación a las comunidades y asociaciones indígenas en la administración de 
estos derechos,104 así como medidas especiales para financiar obras de riego- los 
fondos asignados105 fueron transferidos a otras instituciones públicas, como la CONADI 
y la Comisión Nacional de Riego (CNR), y no implementados en programas propios. No 
obstante, hay que recalcar que donde más se avanzó fue en los 241 proyectos de riego 
en las diferentes comunidades, y los fondos asignados al tema de adquisición y 
saneamiento de derechos de aguas  pasaron directamente al  Fondo de Tierras y Aguas 
Indígenas (FTAI) de la CONADI.
En la elaboración106 de planes territoriales de desarrollo,107 en que los equipos del 
programa Orígenes solamente coordinan el trabajo del equipo consultor con las 
comunidades en la formulación de sus propios proyectos.108 El equipo coordinador de 
Orígenes enfatiza en cuatro ejes temáticos: 
104 En la actualidad, no existe un programa especial de Orígenes para capacitación y administración de 
derechos de agua, ni de gestión hídrica o territorial. 
105 En total,  suman 1.500 millones de pesos para saneamiento, 2.000 millones de pesos para adquisición 
de derechos de agua y casi 10.000 millones de pesos en obras de riego (Orígenes, 2005).
106 Se diferencian cuatro etapas: i) etapa de instalación: primero, la definición del territorio como unidad de 
intervención, que se inicia a partir de un diagnóstico de experiencias y testimonios de la historia local-
territorial; segundo: la socialización y formulación de acuerdos de trabajo conjunto con los consultores 
del programa, las comunidades, los organismos públicos y privados; tercero, la instalación de 
instancias de representación indígena y de la mesa territorial de trabajo; cuarto, la contratación de la 
consultora a través de una licitación pública (atención: donde las comunidades ya no tienen voto de 
elección); ii) el diagnóstico participativo: primero, la elaboración de un plan inicial de trabajo (PIT); 
segundo, la aprobación del PIT por el Comité Operativo Zonal (COZ), formado en la etapa inicial; 
tercero, la elaboración del PRD y su aprobación por los COZ; iii) etapa de ejecución del PTD, a la que 
sigue, iv) una etapa de supervisión, monitoreo y sistematización del proceso por parte de una mesa 
territorial instalada (Programa Orígenes, 2005).
107 Los conceptos básicos en la metodología aplicada por Orígenes son: i) inducir procesos de desarrollo 
con identidad en las comunidades indígenas; ii) intervenir por medio de procesos participativos, donde 
las comunidades efectivamente tomen parte en las decisiones que las afectan; iii) la integralidad del 
programa en sus cuatro componentes (fortalecimiento de la comunidad, desarrollo productivo, salud 
intercultural, educación y cultura); iv) la intersectorialidad, que hace referencia al hecho de que las 
instituciones públicas deben coordinar sus esfuerzos, metodologías y programas de trabajo con los del 
programa Orígenes, e incorporar a los coejecutores y actores regionales y locales del sector público; v) 
la interculturalidad, que incluye la generación de espacios sociales donde puedan dialogar 
horizontalmente las comunidades indígenas con la sociedad nacional y comunidad política; vi) la 
territorialidad (“producida o por construir”), con relación a enfocar sobre un espacio con identidad 
construida y un proyecto socialmente concertado; g) el fortalecimiento o empoderamiento, para instalar 
o crear capacidades y habilidades en diversos niveles, que “permitan que dichas comunidades se 
apropien de sus procesos de desarrollo y les den sostenibilidad” (Programa Orígenes, 2005:16).
108 En esta suerte de “creación y satisfacción de demandas asistencialistas” entre el licitante (Origenes), el 
proveedor (empresa consultora) y el supuesto beneficiario (comunidad jurídica indígena) han surgido 
varios problemas en el último tiempo. Pareciera que al no existir un control y contacto asociativo con 
las comunidades mismas, que permitiese una directa canalización de la demanda y el control de su 
ejecución por parte de los beneficiados, la calidad del trabajo, tanto de la empresa consultora como de 
los funcionarios públicos de Orígenes, excluye una evaluación objetiva.
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Ø recuperación y valoración de la historia local común, mediante un trabajo intenso
con los miembros sabios y portadores de cultura (en el caso mapuche, por 
ejemplo, lonkos, machis y külmen); 
Ø recuperación y valoración de la comunidad ritual, especialmente se debe ver el 
grado de participación de los miembros de una comunidad; 
Ø análisis del peso de la comunidad parental en las organización social, con 
especial atención a las planificaciones, decisiones y obras comunitarias en el 
territorio; y 
Ø identificación y difusión de los nichos agroecológicos sobre los que se basa la 
inversión del Estado. 
Ahora bien, los PTD son complementarios con otros planes para el desarrollo 
elaborados por la CONADI en años anteriores, por ejemplo, de las etnias del norte de 
Chile, y que promueven un "desarrollo con identidad"109 sobre la base de formas de 
autoorganización y administración de las comunidades indígenas en el marco de un 
desarrollo sostenible. El discurso étnico de las comunidades nortinas, por ejemplo, 
propaga la idea de un desarrollo donde “... destaca la importancia de la persona; el 
fortalecimiento de nuestra cultura; el valor de nuestra identidad como pueblo; la defensa 
y recuperación de nuestras tierras y nuestras aguas; la autogestión del desarrollo; el 
mejoramiento agropecuario y la diversificación económica" (CONADI, 1996b:118).
Los planes estratégicos de desarrollo de 1996 de ambas etnias andinas parten de 
la premisa teórica de procesos culturales -propios o dirigidos externamente- de toma de 
decisiones, en el marco del modelo de modernización chileno. En ello tiene validez la 
elaboración de un nuevo modelo de desarrollo indígena, que parta como complemento 
al de una identidad nacional -que tiende a la progresiva marginalización legal y 
económica de las minorías indígenas- y valore diferenciadamente a estas en su 
identidad étnica histórica, cultural y religiosa, como "una opción democrática, 
respetuosa de los derechos humanos, participativa, con equidad, integrada e 
integradora" (CONADI, 1996b:117).
La búsqueda de escenas de comando-control, por ejemplo, de los proyectos 
territoriales y de infraestructura en comunidades indígenas, que permita decidir sobre 
determinados procesos culturales, se refleja en la exigencia de una descentralización y 
nueva institucionalidad de los aparatos burocráticos en el interior de un territorio definido 
legalmente como territorio étnico: " (...) el protagonismo étnico relacionado con el 
concepto de desarrollo con identidad demanda algún grado de autonomía, que 
operacionalmente, aquí en Chile, puede asociarse a desconcentración, 
descentralización, etc." (CONADI, 1996a:11).
El tema de los derechos indígenas a tierras y aguas tiene en ambos planes 
tratamientos separados. En el ámbito jurídico, las demandas esenciales se encuentran 
en una regularización legal de las comunidades indígenas de aguas, la elaboración de 
un catastro de aguas indígenas y la legalización de los títulos de aprovechamientos, que 
tienen validez según su derecho consuetudinario. En un nivel ecológico, en las 
demandas indígenas de una mayor participación en el marco de la sostenibilidad se 
109 Los planes estratégicos de desarrollo, que elaboró la CONADI en 1996 para las etnias nortinas, definen 
el desarrollo con identidad como “la materialización de un acuerdo (político), que realizan los grupos 
humanos para asegurar y administrar, eficaz y efectivamente sistemas de producción y distribución 
para satisfacer el bienestar general de sus propios integrantes" (CONADI, 1996a:11).
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incluyen la protección,  la administración parcial de las zonas naturales, las acciones en 
pro de una distribución sostenible del agua entre ciudades y el sector andino, la 
participación indígena en comisiones medioambientales, y un uso racional del recurso 
agua tanto en zonas rurales como urbanas (CONADI 1996a:14; CONADI 1996b:137).
3.2 Programa de Agua Potable Rural (APR) y sistema de subsidio al pago de consumo 
(PAC) de agua
La cobertura de agua potable y saneamiento para un 13,4% de la población 
(2.026.322  personas se consideran habitantes de áreas rurales) se estima como un 
logro de la institucionalidad política chilena del agua. Desde 1964, año en que se inició 
el programa de Agua Potable Rural (APR),110 se han enfrentado los problemas 
sanitarios y el déficit de abastecimiento de agua potable en las localidades rurales 
concentradas, de tal manera que los programas de inversión y capacitación en este 
sector han conducido en la actualidad a una utilidad pública del recurso con tarifas 
adaptadas a la empresa modelo111 y un sistema de subsidio112 socialmente aceptado. 
Con la creciente participación del sector privado a partir de 1999, se espera a fines de 
2005 un 100% del saneamiento del agua, al menos en las zonas urbanas (SISS, 2004). 
110 Uno de los principios centrales del programa APR fue el desarrollo de las familias rurales, tanto en 
salud como en desarrollo social, siguiendo los objetivos de: i) dotar de agua potable a la población rural 
en calidad, cantidad y continuidad; ii) disminuir la tasa de morbilidad y mortalidad originada en 
enfermedades de origen hídrico; y iii) promover el desarrollo económico y social de las localidades 
atendidas (Alegría Calvo, 2004:7).
111 La asignación de precios por una empresa modelo opera principalmente con dos mecanismos: i) 
diferencia entre costos marginales de corto y largo tiempo. El primero trata de asegurar la operación 
del sistema actual y el abastecimiento de la población, y no incurrir en nuevas y grandes inversiones; el 
segundo hace viable y rentable una inversión (privada, por ejemplo) a largo plazo; ii) la tarificación se 
adapta a la variación en la demanda por época en la mayoría de las regiones; es decir, cuando el costo 
marginal de largo plazo es bajo (off-peak periods) también el precio es bajo, y viceversa, cuando el 
costo marginal es alto, también se refleja en los precios. A este sistema se agrega uno de cargo fijo y 
uno flexible para sobreconsumo. Las tarifas están protegidas contra cambios de la tasa corporativa; si
esta tasa se ajusta, también se ajustan los precios. Algunos economistas concuerdan en que de esta 
manera se logra canalizar mejor el subsidio e incentivar que las empresas inviertan en nueva 
infraestructura (Bitrán/ Arellano, 2005). No está resuelto el tema de la transparencia de las ganancias 
efectivas de muchas empresas, n relación con las inversiones efectuadas y las formas de repactar las 
tarifas por parte de los consumidores. En Chile, las leyes de regulación del sector han restringido 
estrictamente el poder discrecional de las autoridades regulatorias, como la Superintendencia de 
Servicios Sanitarios (Jouravlev, 2003).
112 Este susidio al agua potable y saneamiento consiste en que el Estado, por intermedio de las 
municipalidades, cancela una parte de la cuenta del servicio de agua potable, alcantarillado y 
tratamiento de aguas servidas de los beneficiarios, que son las personas que cobran subsidios 
familiares por una o más causales. En la práctica, este beneficio es descontado mensualmente de la 
cuenta fija y aparece indicado en el documento de cobro extendido al consumidor (boleta) de las 
empresas sanitarias (prestadores) en el área urbana y a los sistemas de agua potable rural 
(administradores) en el área rural de las regiones del país. Por tanto, el beneficiario solo paga la 
diferencia que no es subsidiada (Socias, 2004). 
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Para financiar el programa, a mediados de los años sesenta el Ministerio de Salud, 
encargado de este, suscribe un convenio de préstamo con el BID, que en conjunto con 
los aportes financieros estatales permite poner en marcha, con una inversión de 6 
millones de dólares,  una red con el 41% de cobertura y la creación de comités de agua 
potable rural.113
En las etapas posteriores del convenio con el BID,114 en opinión de algunos 
funcionarios públicos, “… la formación de esta entidad comunitaria (los comités y 
cooperativas), destinada a administrar un servicio de agua potable, generalmente 
constituye la base de integración que posteriormente hace posible que la población 
pueda actuar adecuadamente como grupo social, para enfrentar problemas de otra 
índole y que requieren ser resueltos en conjunto” (Alegría Calvo, 2002:4). En 1975, la 
autoría pública pasa a la Dirección de Obras Hidráulicas, que desde 1993 -año en que 
se puso término al convenio con el BID- administra el programa con fondos de la 
Corporación de Fomento de la Producción (CORFO). 
El programa APR procura beneficiar a aquellas localidades rurales que cuentan 
con una población superior a 150 habitantes e inferior a 3.000, y una concentración 
superior a 15 viviendas por kilómetro de futura red.115 Actualmente, están funcionando 
1.396 servicios de un total de 1.789, o sea el 77,8%, con aproximadamente 1.670 
localidades rurales concentradas abastecidas (Alegría Calvo/ Charpentier, 2004).
Estos logros llaman la atención si se tiene en cuenta el bajo respaldo institucional, 
ya que la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS), como institución reguladora, 
solo tiene la facultad por la Ley Sanitaria de abastecer y regular el sector urbano (donde 
vive el 85% de la población). La única posibilidad de adquirir financiamiento y un marco 
regulatorio se encuentra en la Ley de Presupuesto del Sector Público, que establece 
que la inversión en proyectos de agua potable rural podrá efectuarse directamente por 
el MOP, o bien mediante convenios con las empresas sanitarias o sus concesionarias 
(Alegría Calvo, 2002). El hecho de que de acuerdo con esta Ley y con las instrucciones 
del Ministerio de Hacienda no sea posible imputar a la inversión real gastos de 
administración relacionados con los proyectos, tales como contratación de profesionales 
para la inspección técnica y otros gastos indispensables para la ejecución del programa, 
113 La estratificación rural-urbana en los subsidios asignados se encuentra en las siguientes cifras: según 
la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN), en el año 2003 había 3,195.233 
personas en hogares urbanos pobres, lo que corresponde a un promedio de 15,3% de hogares pobres, 
y unas 620.958 personas que reciben subsidios, lo que equivale a un 19,3 % de los subsidios total 
asignados. En comparación, los resultados para el sector rural diagnostican unos 290.032 pobres, lo 
que corresponde a un 16,5% de la población rural, y una cantidad total de 77.899, correspondiente al 
26,5% del total de los subsidios asignados. El presupuesto efectivamente gastado del subsidio en el 
año 2003 fue de unos 40.511.474 dólares (véase MIDEPLAN (2004): División Social, Unidad de 
Subsidios, Oficina Gestión Programática, y CASEN 2003. Santiago de Chile, Gobierno de Chile).
114 En total, antecedentes oficiales para las cuatro etapas del convenio de transferencia de capital del BID, 
es decir de 1964 a 1993, dan cuenta de una cobertura de 86% en el año 1993, momento en que se 
transfieren las responsabilidades financieras a la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO). 
El monto total de inversión en el sistema de agua potable rural alcanza, en el año 2004, a unos 
90.400.000 millones de dólares (DOH, 2004).
115 La solución técnica utilizada a la fecha consiste en una red de distribución colectiva, abastecida por 
una fuente de agua local, superficial o subterránea, ubicadas hasta a 3 km de distancia, privilegiando 
los pozos o norias cuando este tipo de captación es posible, un estanque de regulación, elevado 
metálico o semienterrado de hormigón armado según la topografía local, atendiendo al mayor número 
de beneficiarios al menor costo. En promedio, los proyectos de solución de agua potable de una 
localidad rural tienen un costo de construcción, incluido el costo del diseño de ingeniería que en 
promedio es del orden de 333.000 dólares (del año 2002) por servicio. La inversión en estos proyectos 
es realizada por el Estado, y deben presentarse para su financiamiento al MIDEPLAN, acompañando 
una evaluación técnico- económica con indicadores de rentabilidad (DOH, 2004; MIDEPLAN, 2004).
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ha puesto en riesgo su sostenibilidad, puesto que “...la única opción para la continuidad 
del programa en el 2004, ha sido suscribir convenios con las empresas sanitarias 
concesionarias de las localidades urbanas” (Alegría Calvo/ Charpentier, 2004:14).
El programa APR está muy presente en las localidades aisladas, donde indígenas, 
pobres y pequeños agricultores conviven, como por ejemplo, desde la VIII a la X Región 
(en total, 325 localidades atendidas en el año 2002). Se fomenta una participación de 
los comités o cooperativas que deberían llevar a cabo la operación, mantenimiento y 
administración del servicio, sin olvidar de “crear, conciencia del valor del pago de una 
tarifa”116 (Alegría Calvo/ Charpentier, 2004).  
En aquellas localidades existentes cuyas instalaciones impiden un crecimiento 
poblacional y el desarrollo del sector, se ha planteado como objetivo su mejoramiento y 
ampliación, con el fin de alcanzar y aumentar el período de previsión original del 
servicio. En la mayoría de los casos, ha sido necesario satisfacer el incremento de la 
demanda de agua potable,117ocurrida principalmente debido a la instalación de villorrios 
rurales construidos con los programas de subsidios a la vivienda del SERVIU. Otra 
razón del programa es la de mantener la calidad en la prestación del servicio de 
acuerdo con la normativa de APR, así como mantener la cobertura alcanzada118 con las 
nuevas obras.
En las localidades indígenas existentes en las regiones VIII, IX y X (325 
localidades al año 2002), el objetivo gubernamental es abastecer de agua potable en 
calidad y cantidad adecuada, de acuerdo con la normativa vigente, con una 
participación activa de los habitantes de estas comunidades en todas las fases del 
Programa a través de las organizaciones comunitarias que deberían llevar a cabo la 
operación, mantenimiento y administración del servicio, creando conciencia del valor del 
pago de una tarifa. Actualmente, el Ministerio de Salud, a través del Programa de Salud 
y Pueblos Indígenas, ha realizado importantes iniciativas para abastecer de agua 
potable a las comunidades.
Pese a que el programa ha representado un enorme logro de los gobiernos, 
persisten debilidades que es necesario analizar: 
116 No hay antecedentes específicos sobre el buen o mal funcionamiento del sistema de pagos en zonas 
con mayor población indígena, aunque sí la tasa de aplicación del subsidio es relativamente más alta 
en zonas con elevado índice de población indígena. Según el sistema de subsidio al consumo de agua 
elaborado a partir del estudio CASEN (2003), el 18,8% de la población es considerado pobre, lo que 
corresponde a 2.907.700 habitantes. Asumiendo que cada hogar tiene un promedio de cinco 
miembros, ello equivale a 580.000 hogares pobres. El subsidio del año 2003 benefició 
aproximadamente a un total de 680.000 hogares, de los cuales según MIDEPLAN (2004) un total de 
580.040 personas pertenecieron a los estratos más pobres. En otras palabras, en el 2003 el subsidio 
beneficia a 2.900.200 habitantes, correspondientes a un 99,7% de la población pobre (MIDEPLAN, 
2004).
117 Esto se refleja también en la evolución presupuestaria de la última década. El programa del subsidio 
comenzó en 1990 con 424.625 subsidios y gastos efectivos por 14.784 dólares, hasta llegar en el año 
2003 a 686.055 subsidios y un presupuesto gastado de 40.511.474 dólares.
118 En promedio, los mejoramientos se realizan cada 14 años y tienen un costo aproximado de 
construcción de 145.800 dólares (del año 2002), a lo que hay que agregar el costo del diseño de 
ingeniería que asciende en promedio a 20.000 dólares (del año 2002), resultando un total de 165.800 
dólares por mejoramiento de servicio (datos recogidos por diferentes ministerios, tales como Ministerio 
de Hacienda, Dirección de Presupuestos; Ministerio del Interior, SUBDERE; MIDEPLAN, División 
Social, Oficina de Gestión Programática, Unidad de Subsidios).
39
Primero, resalta el problema de las inversiones económicas permanentes. A pesar 
del éxito alcanzado con el programa de abastecimiento a localidades concentradas y 
semiconcentradas, todavía existen a lo largo del país numerosas realidades de 
viviendas aisladas que carecen de servicio de agua potable. Avanzar en el suministro 
de agua potable en la dispersión es cada vez más caro y socialmente no rentable, 
porque no es posible disminuir los estándares técnicos de las solucione, pues los ya 
establecidos responden a soluciones básicas y de materiales de muy bajo costo, que 
cumplen con criterios técnicos de calidad y permiten continuidad de abastecimiento de 
agua potable. 
Es difícil pensar que el Estado pueda apoyar soluciones individuales, cuando su 
responsabilidad apunta al bien común, optimizando los recursos en la solución de los 
problemas comunitarios. En cuanto al saneamiento o alcantarillado que se rige por 
iniciativas municipales, solo unas pocas localidades rurales se han organizado y tienen 
resuelto su servicio de abastecimiento de agua potable. En estos casos, los comités de 
administración funcionan adecuadamente y han avanzado en la solución de los 
sistemas de recolección de aguas servidas, con algún tipo de solución de disposición 
por infiltración mediante fosa y pozo común para las localidades pequeñas, y con 
sistema de tratamiento119 en aquellas localidades donde técnicamente es posible. Los 
sistemas de alcantarillado requieren de dotaciones más altas que las proyectadas para 
los sistemas de agua potable, lo que obliga a ampliarlos en las localidades más 
pequeñas.120 Además, la explotación de los sistemas de tratamiento obliga a elevar las 
tarifas para que sean las adecuadas y aseguren el mantenimiento de las nuevas 
inversiones, las que necesariamente deben ser financiadas por el Estado.
Segundo, en los sistemas de alcantarillado aún existe un déficit importante para el 
sector rural. Si bien, prácticamente el 99% de la población rural dispone de sistemas de 
eliminación de excretas (fosas sépticas y pozos negros), estos no cumplen con las 
normas del área urbana, sin que exista infraestructura de tratamiento de aguas 
servidas.
Tercero, el problema de la inexistencia de una entidad pública legalmente 
responsable ha provocado problemas especialmente en la administración y asistencia 
técnica de los servicios. En efecto, ninguna institución del Estado tiene dentro de sus 
funciones normadas por ley la competencia en el tema de los servicios sanitarios del 
sector rural. La SISS solo tiene competencia para regular el sector urbano, quedando 
actualmente inhabilitada en todo el territorio rural.121
119 Sin embargo, estas soluciones individuales tienen normalmente problemas de operación y no cumplen 
con las condiciones de buen funcionamiento de los procesos, ya sea por incapacidad técnica de los 
operadores o por problemas de diseño. En consecuencia, la experiencia de este tipo de plantas de 
tratamiento no ha sido buena (Ministerio de Salud, 2000).
120 En promedio, la instalación de un sistema de saneamiento en una localidad de entre 1.000 y 2.000 
habitantes se estima que requiere de una inversión de 1.017.000 dólares (sin caseta sanitaria) y de 
1.533.300 dólares (con caseta sanitaria).
121 Después de 40 años de vigencia del programa de agua potable en el sector rural, algunos funcionarios 
públicos reclaman que aún tan solo se cuenta con la voluntad política de los gobiernos de turno y de 
los parlamentarios de los distritos rurales para llevar adelante este programa, puesto que las 
localidades rurales no fueron incluidas en la Ley Sanitaria que fija la institucionalidad para esa 
industria, probablemente porque los servicios rurales no se autofinancian (Alegría/ Charpentier, 2004).
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Cuarto, el grado de organización y capacitación de un sistema hídrico a nivel 
comunal. Si bien el funcionamiento de cooperativas y comités de agua potable rural ha 
ayudado notoriamente a la organización social de la gente en el campo, resaltando la 
solidaridad y la participación y fomentado el desarrollo de otras organizaciones, el 
problema surge cuando las localidades crecen por sobre cierto tamaño y se requieren 
de inversiones adicionales, más allá de bombas manuales y/o pozos sépticos; entonces 
esas bondades corren el riesgo de perderse, y la relación de los usuarios con el comité 
se torna más funcional y difícil de manejar.
Quinto, ¿existe cierta incógnita de cómo asegurar la sostenibilidad de la gestión 
local a futuro? Aunque está previsto que el Estado invierta en la infraestructura 
hidráulica, este tiene que disponer de recursos adicionales para asesorar a los comités 
y preocuparse de rehabilitaciones y mejoramientos. En los últimos años, se evidencian 
problemas de mantenimiento de las obras debido al poco cuidado de algunos comités, 
la falta de pago del servicio por situaciones de pobreza, o la decisión de las asambleas 
de los comités en orden a bajar las tarifas en beneficio de los usuarios por debajo del 
valor real que asegure la mantención y el buen funcionamiento del sistema. En 
resumen, la continuación del funcionamiento y desarrollo de los servicios sanitarios del 
sector rural en Chile requiere de una “institucionalidad del sector”, tal como en otro 
momento de su historia se desarrolló con éxito para el sector urbano, donde esté 
claramente separado el rol de la explotación de los servicios respecto del rol regulador 
del Estado (Alegría Calvo/ Charpentier, 2004). Además, en el área rural se debería 
promover el empoderamiento de las mujeres en la participación comunitaria de los 
sistemas, debido a que ellas han sido el soporte y la garantía del buen 
funcionamiento122 de la mayoría de los sistemas.
En suma, en sus 40 años de existencia, el programa de Agua Potable Rural se 
centró fuertemente en el tema de la capacitación tanto a las organizaciones como a los 
dirigentes y usuarios de sistemas de suministro y saneamiento de agua potable. No 
obstante, no ha tenido como misión establecer mesas de concertación de diálogo 
ciudadano o de debate público, que podrían ayudar a retroalimentar la política sectorial. 
Los desafíos actuales se encuentran, por una parte, en el ámbito de la ejecución, en 
superar el deterioro de algunos servicios debido a la desafección de la comunidad, y, en 
el ámbito de la operatividad, en la ausencia de sistematización de las diversas 
experiencias de asociatividad del programa con otros sectores, donde los ciudadanos 
figuran como gestores, administradores y líderes en el manejo del recurso hídrico. 
“Estos dos puntos se suman a la necesidad de efectuar estudios que validen en el 
mundo académico, y para otros países, este modelo de gestión comunitaria del agua y 
su éxito” (Charpentier, entrevista, 2005).
122 Respecto de la participación con enfoque de género en programas de agua potable rural, se observa 
que los comités o cooperativas de APR administradas por mujeres parecen más eficientes, más 
transparentes y más efectivas, especialmente en los comités en sectores indígenas. De los trabajos 
efectuados por la DGA se desprende un total de 1.286 dirigentes (presidentes/as de servicios APR), de 
ese total solo un 30,5% corresponde a mujeres y un 69,4% a hombres. En lo que respecta a los 
trabajadores/as, en la actualidad hay un 58% de administradoras mujeres y un 5% de operadoras, 
cifras que han evolucionado positivamente en los últimos 5 años. Los sueldos varían desde la media 
jornada con la mitad de un sueldo mínimo $ 111.200 (185 dólares) a $ 500.000 (850 dólares) como 
gerentes de cooperativas o administradoras de servicios con más de 500 arranques.
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3.3 Programas de Desarrollo de Comunas Pobres de la Comisión Nacional de Riego
La Comisión Nacional de Riego (CNR), como organismo responsable de la 
planificación, generación y seguimiento de programas de desarrollo agrícola basados en 
el riego, lanzó en el año 2003 el Programa de Desarrollo del Riego en Comunas con 
Problemas de Cesantía y Pobreza. El programa opera con mecanismos de licitación 
pública y busca elaborar pequeños proyectos de riego adecuados a la realidad 
campesina y de la pequeña agricultura, que cumplan con los requisitos que exigen las 
normativas y entidades involucradas.123
La aplicación e implementación de mecanismos participativos en el diseño, 
planificación, ejecución y evaluación del programa implica que la CNR explicita en las 
bases del contrato que “...la entidad que postula al programa, deberá implementar un 
modo participativo y práctico de coordinación para la identificación y selección de los 
beneficiarios, y el compromiso de recursos locales de todo tipo, de entidades públicas y 
privadas en torno al proyecto. Es importante mencionar, que durante el año 2002 una 
de las estrategias de acción participativamás utilizada fue la implementación de comités 
técnicos de riego comunal, con la participación de instituciones públicas del agro, el 
municipio, y entidades privadas” (CNR, 2002).
El programa de la CNR tiene fuertes implicancias para la identificación y elaboración 
de proyectos de riego y drenaje, y las solicitudes de derechos de aprovechamiento de 
aguas para muchas comunidades indígenas. 
En términos generales, cabe recordar que la mayoría de las localidades con 
concentración de población indígena significativa no tienen riego o, si lo poseen, este es 
incipiente y de baja eficiencia. En el Norte Grande muchas comunidades habitan en 
quebradas o planicies semidesérticas altiplánicas o de valles costeros, en que el suministro 
de agua es muy escaso y su uso limitado. Allí se requiere de obras eficaces para 
recolectar la poca agua existente, conducirla evitando que se pierda por infiltración, 
almacenarla y ponerla a disposición de los cultivos y animales (CONADI, 2005). En 
territorios de población indígena, la necesidad de asegurar las aguas124 para la explotación 
agrícola pasa por considerar el valor (económico) del agua diferenciado entre las zonas 
123 Las normas aplicables a la selección son la Ley de Fomento al Riego, Nº 18.450, la Bonificación al 
Riego del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) y la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena. 
124 Una fuerte demanda proviene de las comunidades indígenas de la región de San Pedro de Atacama, 
en concreto San Francisco de Chiu Chiu, Lasana, Likan Tatay. Esta demanda se justifica por la 
necesidad de estas comunidades de mejorar su abastecimiento para el consumo, y asegurar el 
abastecimiento a sus terrenos de sembradío. La comunidad de Likan Tatay, por ejemplo, en este 
momento no cuenta con agua de regadío, por lo que deben satisfacer esta necesidad con aguas 
servidas sin ningún tipo de tratamiento, lo que redunda en rechazo a sus cultivos y la imposibilidad de 
vender sus productos en el mercado en forma normal. Otras comunidades, como Chiu Chiu y Lasana, 
buscan asegurar el agua de regadío de sus terrenos, adquiriéndola para evitar su venta a otros 
organismos no indígenas, evitando, de esta manera, la transferibilidad del bien hídrico hacia otras 
instancias y otros actores (CONADI-Nacional, 2005: Programa Subsidio para Adquisición de Derechos de 
Agua por Indígenas. Temuco, Gobierno de Chile).
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norte125 y centro-sur. La creciente demanda por adquisición de agua para usos agrícolas 
en zonas mineras, por ejemplo, es una seria preocupación de todos los organismos 
públicos encargados : CNR, CONADI, INDAP y CONAF.
En la zona centro-sur es común que las familias y comunidades ocupen 
principalmente suelos del secano interior, costero o precordillerano. Estas ubicaciones 
corresponden al desplazamiento que han debido soportar a través de la historia hacia 
terrenos marginales y de menor valor productivo. El agua, aunque no tan escasa, requiere, 
al igual que en el norte, de sistemas para realizar eficientemente su captación, conducción, 
almacenaje y  puesta en uso.126
La CNR considera que algunas familias o comunidades ya tienen derechos 
ancestrales y positivos sobre cauces, vertientes superficiales y aguas subterráneas. En 
otros programas, la CONADI subsidia la legalización de estos derechos e incluso la 
adquisición de derechos para aquellas comunidades que no los poseen  Con todo, sin el 
apoyo del programa de la CNR –y aún cuando existan los derechos y napas o cursos de 
agua aptos para el uso en riego-, los  indígenas que habitan esos sectores se ven 
imposibilitados de usarlos debido a la carencia de soporte técnico y financiamiento para 
estudios y obras necesarias. 
La demanda de riego en comunidades pobres de mayor población indígena ha 
aumentado127 considerablemente en los últimos años, dadas las condiciones climáticas y 
la precaria situación de la agricultura, especialmente en el sur, producto de los acuerdos 
comerciales internacionales. Estos factores han obligado a los agricultores a buscar la 
forma de optimizar la tierra, así como de mejorar el rendimiento de sus cultivos para 
enfrentar la situación que les afecta y capacitarse en la legislación de agua vigente.
125 Otro punto a considerar es el valor del agua en la zona norte, por ejemplo, que actualmente alcanza un 
promedio de $12.883.093,5 el l/s,  valor referencial a las compras de agua realizadas con fondos del 
programa; cabe señalar que el valor comercial del agua en este momento es aproximadamente dos veces 
mayor que el valor pagado por las comunidades. Por otra parte, existen algunos conflictos en terrenos 
correspondientes a vegas y bofedales, lo que redunda invariablemente en recursos hídricos 
aprovechables. Por su parte, en la zona sur, si bien es cierto que se tienen inviernos bastante lluviosos, el 
exceso de agua se mitiga con una primavera y un verano bastante secos, período en que la producción de 
hortalizas y otros productos se hace efectiva. Por lo cual el interés de las comunidades por contar con 
acciones de canales de regadío existentes o derechos de aguas de ríos, esteros o canales se hace cada 
vez más fuerte. Lo que sumado a  ofertas concretas tanto de particulares como de instituciones para que la 
Corporación le adquiera derechos de agua que están en su poder, permitiría satisfacer parte de esta 
demanda. Dentro de las ofertas presentadas a la CONADI, destacan los 2000 l/s del río Imperial, que 
beneficiaría por lo menos a 15 comunidades, y la compra de 36 títulos de dominio que involucran 35.55 l/s 
en el sector de Likan Tatay (CONADI-Nacional, 2005: Programa Subsidio para Adquisición de Derechos de 
Agua por Indígenas. Temuco, Gobierno de Chile).
126 La necesidad del riego también se da en zonas lluviosas, debido a frecuentes períodos de sequía que no 
permiten un desarrollo sostenible de cultivos de mayor valor y que ponen en peligro de destrucción las 
siembras, incluso anuales, que se hayan establecido. Un suelo sin riego, por tanto, no permite el desarrollo 
productivo. También la salinización de suelos por riego excesivo y la indiscriminada tala de árboles en la 
cercanía de cauces actualmente pone en peligro la subsistencia de varias comunidades indígeno-
campesinas en la IX Región (véase Mc Fall y otros, 2001)
127 Esto se refleja también, en los últimos años, en el Programa de Subsidio para Obras de Riego y/o 
Drenaje para Indígenas de la CONADI, donde los costos de los proyectos oscilaron entre  $ 800.000 
para obras individuales y $ 15.000.000 para las obras asociativas. En general, se trata de proyectos 
que permitan habilitar con riego a familias con pequeñas extensiones de terreno, dedicadas 
principalmente a la agricultura de subsistencia. En su gran mayoría, los sistemas permiten tener 
seguridad alimentaria y comercializar excedentes (CONADI-Nacional, 2005: Programa, Subsidio para 
adquisición de derechos de agua por indígenas. Temuco, Gobierno de Chile).
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3.4 Programa de gestión de recursos naturales y conservación de humedales 
(CONAF y DGA)
En muchas zonas rurales, el potencial conflictivo en el agua se origina en la 
excesiva explotación y exploración de recursos hídricos en territorios con mayor 
población indígena y campesina y el pasivo rol fiscalizador de las políticas públicas 
(Aldunate, 2001; Gentes, 2003). Esto ha derivado en que, desde los años ochenta del 
siglo pasado, se produzca en la zona norandina una gran despoblación de las 
quebradas altas, en conjunto con una migración hacia los centros urbanos y la 
marginalización sociocultural, en paralelo a un abandono del cultivo en terrazas e 
insuficientes prácticas de turnos de agua. Además, el aumento en las actividades 
mineras y las crecientes demandas por suministro de zonas urbanas han causado el 
secamiento de muchas cauces, vegas y abrevaderos antiguos del ganado, y la 
contaminación de algunos terrenos y acuíferos con metales pesados (Aldunate, 1985). 
En el caso de la zona sur-andina, los grandes problemas surgen con la 
implantación de proyectos forestales en zonas tradicionalmente indígenas (Purén-
Lumaco, Arauco-Malleco, por ejemplo), facilitada y promovida por un decreto ley del 
gobierno militar en 1974, y luego, a partir de los años noventa, con la instalación de 
grandes represas de agua en territorios indígenas en regiones como el Alto Bío Bío. 
Esta creciente presión surgida de las demandas de las plantaciones forestales causó, 
en el ámbito ecológico, la destrucción del bosque nativo en territorios indígeno-
campesinos, la disminución de napas de aguas subterráneas y, como consecuencia, 
graves sequías e incendios forestales en los últimos veranos sureños (Mc Fall, 2001).
En la actualidad, las políticas públicas forestales tratan de enfrentar el conflicto 
con algunas comunidades indígenas por medio de nuevos programas de desarrollo,128
que deben “paliar la extrema indigencia” en zonas indígenas, consolidar una mayor 
conciencia de los recursos naturales129 en los poblados locales, y crear una 
128 Por ejemplo, el anteproyecto de riego de la Dirección General de Aguas (DGA) para la región de 
Lumaco-Purén, que tendrá como consecuencia concreta la intervención estatal directa en un área 
rural-indígena con el fin de promover el cultivo de riego tecnificado en una zona de conflicto, debido a 
las masivas resistencias de grupos indígenas locales a las plantaciones forestales y la aguda pobreza y 
migración del campesinado rural-indígena. Aquí las buenas intenciones oficiales de convertir a los 
agricultores (subsistenciales) en regantes (con fines de lucro) pueden causar reacciones contrarias si 
no se considera y mejora la participación, capacitación e información de los grupos locales en la 
planificación del proyecto (Dirección General de Aguas: Talleres participativos; diálogo sobre el agua: 
visión indígena y acción gubernamental. Purén y Cholchol, 3 y 5 de octubre de 2002).
129 Especialmente en el trabajo con áreas de desarrollo indígena y en la gestión del Sistema Nacional de 
Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), los aprendizajes han sido múltiples (véanse 
CONAF, 2002; Araya, 2002; Díaz y Elgueta, 2001): i) la necesidad de fortalecer las capacidades 
locales para garantizar un mínimo de desarrollo integral, con identidad y sostenible; ii) no basta con 
tener demandas locales y comunitarias para iniciar un desarrollo, sino hay que conectar los 
planteamientos institucionales (en este caso de conservación y gestión ambiental forestal) con la 
actitud proactiva de las comunidades; iii) todo parte de un buen diagnóstico de estudios 
interdisciplinarios sobre las verdaderos potenciales de las comunidades; iv) existe un cambio de 
paradigma institucional en torno del tema indígena, que hay que fortalecer y tratar de implementar con 
programas de pequeña escala y acertados; v) es notoria la escasez de financiamiento nacional e 
internacional para las operaciones de gestión de recursos nacionales y resguardo ambiental con 
defensa de derechos locales; vi) se recalca la importancia de asignar financiamiento propio para 
proyectos de las comunidades; vii) pesa el conflicto con el “modelo forestal imperante” y la 
incorporación de temas de planes productivos (y de reconocimiento de derechos específicos de tierra y 
agua, cabría agregar), especialmente en las comunidades de la VIII y IX regiones; viii) aún no se 
advierte que la variable medioambiental haya sido incluida en el trabajo de desarrollo productivo, 
especialmente en las Áreas de Desarrollo Indígena (ADI).
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preocupación por la escasez y exclusividad del recurso hídrico.130 El programa de apoyo 
a comunidades indígenas de la CONAF se enmarca dentro de la transición política a 
partir de los años noventa, especialmente con respecto a la Ley Indígena (Nº 19.253), 
en sus artículos 1, 26, 34 y 35, donde se señalan las obligaciones de los aparatos 
públicos de fomentar, entre otros, la participación de las comunidades en el manejo de 
áreas silvestres protegidas ubicadas en las Áreas de Desarrollo Indígena (ADI).131 La 
asociatividad entre varios organismos públicos y la entrega de roles más protagónicos a 
las comunidades locales en la protección del territorio y la generación de procesos 
productivos, como el turismo, han dado algunos buenos resultados en poblados de la I y 
II regiones del país (Cruz González/ Zulema, 2004; Urrutia, 2004).
Durante el régimen autoritario (1973-1990), se facilitó la vigencia de mercados de 
bienes ambientales, específicamente los relacionados con el área forestal, por medio de 
un decreto ley, el DL 701/1974. Esta norma establece para los propietarios de bosques 
naturales y artificiales, una exención del pago del impuesto territorial, fomentando, por 
una parte, la forestación mediante un incentivo económico (o “bonificación”)  a privados 
por parte del Estado, y por otra, beneficiando a actividades de reforestación y 
recuperación de suelos en zonas degradadas cercanas a las cuencas hidrográficas 
(Francke, 2003). No obstante, caben dudas sobre los logros de esta política.132
El programa de protección de los acuíferos alimentadores de humedales133
altiplánicos en el norte de Chile, específicamente en las regiones I y II, fue producto de 
la modificación hecha al Código de Aguas en 1992, que tiene por objeto enmendar o 
restituir un recurso natural que es la base del desarrollo cultural y productivo de las 
comunidades indígenas de dichas zonas, además de corresponder a ecosistemas 
únicos y frágiles. La DGA ha estado realizando desde entonces esta delimitación y 
protección de los acuíferos alimentadores de vegas y bofedales en las regiones ya 
130 En especial, cuando las comunidades indígenas han tratado de inscribir derechos de aguas y no han 
podido hacerlo por no existir disponibilidad (legal exclusiva) del agua, como en algunas zonas de la IX 
región (Díaz Gacitúa/ Elqueta Riquelme, 2001; Gentes, 2002), o frente a las falencias del marco 
regulatorio de la actual Ley de Bases de Medio Ambiente (1994). Si bien la mayoría de los proyectos 
de desarrollo económico deben ser acompañados de un estudio de impacto ambiental (EIA), hay 
excepciones en el caso de plantaciones forestales, lo que implica una serie de impactos muy negativos 
para áreas de desarrollo agropecuario e indígena, especialmente en la zona sur. Todos estos factores 
hacen que el agua sea considerada últimamente con mayor particularidad, también desde un punto de 
visto económico-productivo, en las comunidades indígenas del sur de Chile. 
131 Mediante el decreto supremo Nº 181 del año 2001, la CONAF participa también en el proyecto 
Orígenes del BID-MIDEPLAN para coejecutar el componente de desarrollo productivo. El rol solicitado 
a CONAF es el de “apoyar a las comunidades seleccionadas, en desarrollo forestal y gestión de 
recursos naturales, en tanto lo requieran” (CONAF, 2002:10).
132 No obstante este decreto, los incentivos tributarios parecen haber sido canalizados mayoritariamente a 
determinados grupos de proveedores de servicios ambientales con poder político. Además, al parecer 
redundaron incluso en efectos contraproducentes, tanto sociales como ambientales. El Estado 
promovió indirectamente un modelo político forestal extensivo y, en lo concreto, la expansión de 
plantaciones forestales con especies exóticas de pino y eucalipto en extensos paños de terrenos, que 
tradicionalmente pertenecieron a la población local, indígena y campesina (Gentes, 2003; Mc Fall, 
2001; Quiroga Martínez, 1994).
133 Los humedales son sitios de una extrema fragilidad, ubicados aproximadamente sobre los 4.000 m de 
altitud; constituyen la base alimenticia de los animales herbívoros silvestres y del ganado doméstico de 
muchas comunidades indígenas. Las comunidades indígenas altoandinas, que hasta la ahora practican 
un sistema de trashumancia, se preocupan de manejar estos humedales, maximizando su irrigación 
mediante la construcción de zanjas tipo canales de riego que surcan los terrenos donde se desarrolla 
esta compacta vegetación, como demuestra el caso de Socoroma (Bahamondes/ Castro, 1997). Es 
evidente que la gestión comunitaria local, bajo la protección legal, ha hecho posible incluso la 
exploración económica sostenible a baja escala del principal recurso forrajero y la crianza de diversos 
animales. 
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señaladas, y durante el desarrollo de dicho trabajo ha venido concertando a otros 
organismos públicos y sectores interesados.134 El resultado es la protección legal de 
determinados acuíferos135 en el año 1992,136 además de establecer una base datos 
georeferenciada que contiene las áreas de los acuíferos que alimentan a los humedales 
altoandinos en esas regiones de Chile. En esas áreas se ha restringido tanto la 
exploración como la explotación de recursos hídricos subterráneos. Esta protección 
significó la conservación de ecosistemas únicos, además de la defensa de intereses 
socioculturales y de desarrollo de las comunidades indígenas para quienes estos 
humedales constituyen la principal fuente de sustento. 
Según algunos funcionarios públicos, mediante esta actividad se ha podido 
mejorar la interacción y la gestión pública con las comunidades indígenas del norte de 
Chile, al lograr una efectiva protección de su entorno y ambiente junto con sus recursos 
hídricos (Alegría 2002; Contreras, 2002): una vez establecidas las áreas de protección, 
en 1996, las empresas mineras u otros particulares externos han evitado 
sistemáticamente solicitar autorizaciones para exploraciones o derechos de 
aprovechamiento de aguas en dichas zonas. Pese a ello, no se ha evaluado a cabalidad 
qué sucede cuando las exploraciones mineras se encuentran en directa cercanía de los 
humedales.
Los resultados del programa enseñan, en términos generales, que la flexibilización 
de una norma (jurídica y oficial), en conjunto con el desarrollo y la implementación de un 
proyecto hídrico sectorial y asociativo (con recursos propios sostenidos y un 
seguimiento y monitoreo), en la práctica ha derivado en una plataforma de concertación 
en torno de la protección y conservación de ecosistemas, recursos hídricos y territorio, 
que ayuda a mitigar los impactos locales negativos o las externalidades del Código de 
Aguas (1981),137 especialmente en sus efectos sociales y medioambientales. 
En el último tiempo, la DGA ha continuado con la protección de estos 
ecosistemas, agregando zonas protegidas a requerimiento tanto de las comunidades 
indígenas como de la CONADI. Así, las dos últimas actualizaciones de la protección de 
estos humedales han sido iniciativas y a solicitud de las propias comunidades, que 
pidieron agregar nuevas áreas protegidas a la luz de la efectividad de la protección 
134 En concreto, la Dirección General de Aguas (DGA), la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena 
(CONADI), la Corporación Nacional Forestal (CONAF) y comunidades indígenas de las regiones I y II. 
135 En la actualidad hay un total de 381 humedales registrados, de los cuales tres corresponden a sitios 
Ramsar: Salar de Tara, sistema hidrológico de Soncor y Salar de Huasco. A diciembre de 2004, en la I 
Región se tiene un total de 491 km2 de acuíferos protegidos (0,83% de la superficie regional); en la II 
Región, un total de 5149 km2 de acuíferos protegidos (4,1% de la superficie regional).
136 Las modificaciones se refieren a los artículos 58 y 63, donde se establece que la DGA protegerá las 
áreas que alimentan las vegas y bofedales (humedales altiplánicos) de las regiones de Tarapacá y 
Antofagasta, prohibiendo la exploración y explotación de los acuíferos que alimentan dichos 
humedales, indicándose que la Dirección deberá previamente identificar y delimitar dichas zonas.
137 El Código de Aguas de 1981 (Ley de Aguas en Chile) cambió radicalmente el sistema de derechos de 
aprovechamiento de aguas previamente existente en Chile, fortaleciendo la propiedad privada e 
individual de ellos y su reconocimiento constitucional. El nuevo sistema supuestamente favorecería los 
incentivos de mercado y reduciría la regulación estatal, con potenciales beneficios como mayor 
eficiencia y flexibilidad en el uso del agua y menos intervención y gasto estatal. Sin embargo, como 
demuestra el caso, el sistema de mercados de derechos de agua nunca reemplazó la actuación de los 
organismos públicos y la transferencia de funciones públicas en algunos casos.
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vigente (y difundida hacia ellas a través de diversas instancias). Además, se ha 
desarrollado un trabajo de difusión acerca de la importancia de esta protección especial, 
por medio de talleres tanto sobre los aspectos técnico-legales involucrados en el 
proyecto, como respecto del manejo de los humedales por parte de las comunidades 
indígenas, y la confección de afiches y trípticos de difusión orientados a promover 
actividades de desarrollo productivo de las comunidades, como eco o etnoturismo.
No obstante los logros del programa de conservación de humedales, los mismos 
encargados públicos, como Contreras (2002), cuestionan que el Ejecutivo todavía no 
perciba las áreas protegidas como un instrumento de protección de la diversidad 
biológica regional y el desarrollo turístico para beneficio de las comunidades locales 
indígenas. En definitiva, se alega contra la falta de políticas de desarrollo sostenible de 
carácter nacional y regional, como planes locales de desarrollo de humedales. Además, 
se constata una carencia de incentivos económicos para motivar la participación privada 
en objetivos de conservación.
3.5 Los programas de saneamiento de derechos de agua y riego (CONADI) y los 
diálogos sobre el agua (DGA)
La regularización de los títulos de derechos de agua a nombre de indígenas se 
basa en un trabajo coordinado entre el Subdepartamento de Cultura del Agua de la 
DGA y la CONADI,138 que a partir de 1997 suscribieron varios convenios139 con el 
propósito de regularizar los derechos ancestrales de agua de las comunidades 
indígenas a nombre de familiares. El avance ha sido significativo, como muestran los 
siguientes cuadros:
Cuadro 2




1995    546
1996      50
1998     524
1999      66
2000      987
2001   2.363
2002       531
Total general    8.643
Fuente: CONADI-Nacional (2005): Fondo de Tierras y Aguas. Temuco, Gobierno de Chile.
138 La CONADI, creada por art. 38 de la Ley Nº 19.253 de 1993, opera como un servicio público 
descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, pero bajo la supervigilancia del 
MIDEPLAN. Mediante el art. 39 de dicha ley es la CONADI la que debe promover, coordinar y ejecutar 
la acción del Estado en favor del desarrollo integral de las personas y comunidades indígenas, 
especialmente en lo económico, social y cultural, e impulsar su participación en la vida nacional.
139 La CONADI y la DGA debían celebrar un convenio para la protección, constitución y restablecimiento 
de los derechos de agua de propiedad ancestral de las comunidades aymara y atacameñas, de 
conformidad con el art. 64 de la Ley 19.253.
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Cuadro 3
PROGRAMA: SUBSIDIO AL SANEAMIENTO DE DERECHOS DE AGUA PARA INDÍGENAS (1994-




1996   50
1998 524
1999    66
2000  987
2001 2.363
2002    531
Total general 8.643
Fuente: CONADI-Nacional (2005): Fondo de Tierras y Aguas. Temuco, Gobierno de Chile.
Cuadro 4
LOS DERECHOS DE AGUA CONSUNTIVOS, SUPERFICIALES Y SUBTERRÁNEOS SOLICITADOS 










Arica 9.679 7.231 74,7
Región de Tarapacá
Iquique 7.479 7.468 99,9













El Loa 3.899 3.899 100
Chañaral 0 0
Región de Atacama Copiapó 4.550 2.544 55,9
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Huasco 0 0
Bio Bio 414 328 79,2
Región del Biobío
Arauco 2.646 1.311 49,6










Cautín 28.297 8.112 28,7
Valdivia 6.341 474 7,5
Osorno 7.859 1.022 13Región de Los Lagos
Chiloé 534 117 21,9
Ultima Esperanza 0 0
Magallanes 0 0
Tierra Del Fuego 50 50 100Región de Magallanes
Antártica 205 0 0
Total 78.016 36.003 46,1
Fuente: Catastro de tierras, riego y aguas indígenas, Universidad de Concepción, Eula 2004.
La acción pública de la CONADI se realiza mediante el Fondo de Tierras y Aguas 
Indígenas (FTAI).140 En la práctica, la gran mayoría de los fondos se aplican en la 
compra de derechos de tierra para las comunidades mapuche.141
Desde 1994, la CONADI impulsa un programa destinado a consolidar y regularizar 
los derechos indígenas colectivos de agua de las comunidades indígenas. De los 
primeros informes de investigación se desprende en qué medida el libre uso del recurso 
agua conduce a problemas de abastecimiento y obtención de esta en las comunidades 
andinas; solo una inscripción colectiva de gran parte de las poblaciones indígenas como 
comunidades indígenas de aguas142 y su posterior agrupación en organizaciones de 
usuarios, de acuerdo con los artículos 12, 113 y 114 del Código de Aguas de 1981, 
140 En concreto, por medio de este fondo se deben financiar diferentes servicios públicos, como: i) el 
subsidio para la aplicación del art. 20 letras a) y b); ii) la transferencia a comunidades indígenas de 
inmuebles fiscales; iii) el saneamiento y la regularización de la pertenencia indígena; iv) la transferencia 
a la preinversión para Fondos de Tierras y Aguas; v) el subsidio al saneamiento de derechos de agua 
para indígenas; vi) el subsidio para la adquisición de derechos de agua por indígenas y; vii) el subsidio 
para obras de riego o drenaje para indígenas.
141 Como ejemplo, del presupuesto total de la CONADI para el año 2005 (14.935.637 dólares), un total de 
12.345.637 dólares se asignan a la aplicación del artículo 20, letras a) y b), que incluye el subsidio de 
tierras (4.320.000 dólares), la compra de tierras para comunidades en conflicto (7.795.637 dólares) y 
los planes de apoyo predial (230.000 dólares) (CONADI-Nacional, 2005: Distribución Presupuestaria, 
2005. Temuco, Gobierno de Chile, Fondo de Tierras y Aguas Indígenas).
142 En este caso, son implicadas las disposiciones y obligaciones del Código de Aguas con relación a las 
comunidades de aguas (Título III, art. 186-256), como también las disposiciones referidas a la 
protección y desarrollo de la Ley Indígena (en concreto los artículos 12 al 19). En cualquier caso, de 
lograr la inscripción formal siguiendo las disposiciones del Código de Aguas, debe emanar el derecho 
colectivo de uso de la totalidad de las personas jurídicas. Nuevos problemas se producen cuando 
algunos vecinos (indígenas o no) se niegan a realizar la solicitud colectiva; en este caso la CONADI 
debe intervenir como mediadora.
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parece darles una cierta seguridad jurídica y el derecho de postular a otros programas 
públicos vinculados. Otra opción parece no existir.143 No obstante, investigaciones de 
los mismos organismos públicos no han podido dar una luz clara sobre si existe en la 
actualidad un registro central del tipo de derecho (permanente o transitorio). En 
consecuencia, elaborar una lista de los (tipos de) derechos de aprovechamiento a 
nombre de indígenas pasa por recoger los antecedentes disponibles en cada 
Conservador de Bienes Raíces, que sobre todo en zonas más rurales no siempre 
especifican en los escritos si el derecho fue conseguido mediante compra o 
regularización posterior (Valdés, 2005).
En las Áreas de Desarrollo Indígena (ADI), constituidas144 desde el año 1993, se 
propende a fomentar un mayor enfoque de los proyectos de desarrollo territorial.145
Cuando se observan los resultados de estudios sociodemográficos, como la ficha CAS 
2002 o la encuesta de hogar CASEN en el 2003, se constata que la mayoría de estas 
regiones albergan todavía los estratos de población nacional más pobres y vulnerables, 
con significativos problemas de acceso a agua (potable y usos de riego), sistemas de 
drenaje y saneamiento.
143 Los antecedentes de la CONADI no arrojan claridad sobre el número exacto de derechos de aguas 
adquiridos y/o saneados a nombre de indígenas. De acuerdo con las declaraciones personales del 
abogado de la CONADI, Bob Vercovic, el peso de los títulos indígenas de aguas en la II Región, en 
marzo de 1998, era la siguiente: por la CONADI fueron solicitados 2563 l/s, de los cuales 1920 l/s ya 
tenían validez como títulos de propiedad de comunidades indígenas, 16 demandas permanecían aún 
abiertas, la mayoría de las cuales eran entre comunidades indígenas y empresas mineras.
144 J iras Oraje (2001): I Región en la Provincia de Iquique, incluye las Comunas de Colchane, Camiña, 
Huara, Pica y Pozo Almonte; Alto Andino Arica-Parinacota (en construcción): I Región en las Provincias 
de Arica y Parinacota, incluye las Comunas General Lagos, Putre y Camarones; Atacama La Grande 
(1997): II Región, en la Provincia del Loa, incluye la comuna de San Pedro de Atacama; Alto El Loa 
(2003): II Región en la Provincia del Loa, incluye las comunas Calama, San Pedro de Atacama y 
Ollagüe; Te Pito o Te Henua (2004): V Región, Isla de Pascua; Lleu Lleu (2001): VIII Región en la 
Provincia de Arauco, incluye las comunas de Cañete, Contulmo y Tirúa; Alto Bío Bío (1997): VIII 
Región en la Provincia del Bío Bío, incluye la comuna de Santa Bárbara; Lago Budi (1997): IX Región, 
en la Provincia de Cautín, incluye las comunas de Puerto Saavedra y Teodoro Schmidt: y Puel 
Nahuelbuta (2004): IX Región, en las Provincias de Cautín y Malleco, que incluyen las comunas de 
Galvarino, Chol Chol, Lumaco, Purén, Traiguén y los Sauces. Hay dos más que están en construcción 
en la X Región (Mariquina Cucao) y XII Región (Cabo de Hornos).
145 El anteproyecto para la actual Ley Indígena ocupaba el término “territorio”, suponiendo el ecosistema 
en su totalidad, y planteando una visión integrada de las situaciones que mutuamente se afectan. El 
objetivo de esta propuesta fue incorporar claramente el concepto de territorialidad, siguiendo las 
modernas legislaciones internacionales: crear espacios de desarrollo ecocultural, y amparar la 
propiedad comunitaria sobre los territorios de desarrollo indígena. El territorio es entendido como “un 
espacio de creación, desarrollo y vida de los pueblos indígenas que excede muchas veces las propias 
tierras que ellos mantienen en propiedad. Son parte del territorio: las aguas, el aire, los lagos, las 
riberas del mar, el suelo, el subsuelo, la flora y fauna” (CEPI, 1992:7). La vigencia del derecho indígena 
sobre el territorio se debía establecer sobre “... espacios donde existe propiedad indígena y propiedad 
no indígena, y donde se aplican planes y programas de desarrollo que tienen en cuenta las 
particularidades de las culturas y pueblos indígenas” (CEPI, 1992:7). El  Ejecutivo introdujo algunas 
limitaciones al anteproyecto de Ley Indígena elaborado por la CEPI, en particular en cuanto al 
reconocimiento de territorialidad indígena y en materia de derechos indígenas sobre recursos del suelo 
y subsuelo.
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Si se suman los seis programas en ejecución y bajo mandato directo del Fondo de 
Tierras y Aguas de la CONADI, solo para el año 2005 en curso, llaman la atención las 
limitaciones financieras146 en términos de gestionar una política social, cultural, 
ambiental y territorial para las comunidades indígenas en el territorio nacional. 
En términos concretos, tanto en el saneamiento de derechos de aguas en 
caudales (calculados por litros por segundo), como en la adquisición de derechos de 
aguas por indígenas, no se registran cantidades de agua en volúmenes grandes, si se 
comparan con las solicitudes y adquisiciones de sectores y proyectos mineros, 
energéticos o sanitarios. No obstante, diferentes proyectos ya anunciados por la 
mediana y gran minería, paralelo al marco financiero restringido de la CONADI147 y el 
débil marco regulatorio vigente, se convierten en factores de amenaza y riesgo para la 
integridad del desarrollo de muchos asentamientos con alta población indígenas y sus 
territorios ancestrales.
Es importante recalcar que, según la normativa del derecho positivo actual, no 
cualquier uso de aguas que hacen los poblados y comunidades indígenas se considera 
automáticamente un derecho ancestral148. Algunos autores identifican en la práctica 
cuatro tipos de usos ancestrales: riego de áreas cultivadas, evapotranspiración de 
bofedales, consumo animal y consumo humano (Alegría Calvo/ Valdés Hernández, 
2001). La legislación impone, más bien, tres condiciones para que dichos usos sean 
146 Si bien los antecedentes disponibles hablan de un presupuesto total ascendente los últimos tres años, 
los montos para la adquisición y saneamiento de derechos de agua y los subsidios para obras de riego 
y drenaje para indígenas (de 1.829,280 dólares al año 2001 a 1.388,651 dólares al año 2005) han ido 
subiendo solamente gracias al IPC anual. En concreto en el año 2002 la Dirección de Presupuestos del 
Ministerio de Hacienda asignó 13.938,762 dólares a la CONADI en el año 2002, en 2003 fueron 
13.905,485 dólares, el 2004, en total, 14.270,670 dólares, y el año 2005 un total de 14.935,637 dólares 
(Dirección de Presupuestos, 2004: Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. Distribución 
presupuestaria años 2002, 2003 y 2004. Asignaciones No. 33.85.043. Santiago de Chile, Gobierno de 
Chile, Ministerio de Hacienda.
147 El presupuesto anual para el Programa de Subsidio a la Adquisición de Derechos de Agua ha variado 
mucho, y más bien bajado en el promedio anual de los últimos años: 2001 (357.396 US$); 2002 
(501,924 US$); 2003 (450,000 US$); 2004 (320,000) US$; 2005 (335,020 US$). También el Programa 
de Subsidio al Saneamiento de Derechos de Agua para Indígenas muestra grandes variaciones, si se 
comparan los últimos cinco años consecutivos: año 2001(242,8882 US$); año 2002 (378,750 US$); 
año 2003 (328,150 US$); año 2004 (159,950 US$) y año 2005 (300,000 US$) (CONADI-Nacional, 
2004: Balances anuales Fondo de Tierras y Agua. Temuco, CONADI).
148 El trabajo de regularización de derechos ancestrales al agua en la segunda región (Cuadra Lizana, 
1999), y el estudio de la DGA proporcionan antecedentes técnicos relativos a la situación del uso del 
agua que han venido efectuando algunos asentamientos humanos en sectores precordilleranos y 
altiplánicos: General Lagos, Putre, Colchane y Pica en la Ia Región; Ollagüe, Calama y San Pedro de 
Atacama en la IIa Región. En total se cubrieron aproximadamente 11.000 km/2, en una zona de 16 
subcuencas con diferentes balances hídricos (Alegría Calvo/ Valdés Hernández, 2001:340-3). Del total 
de agua superficial, ya sean constituidos o regularizados, los tipos de usos ancestrales anteriormente 
mencionados representan un 42% en la primera región y un 25% en la IIa Región. Las aguas 
superficiales en trámite (regularización y solicitudes) representan el 46% de los derechos superficiales 
actualmente existente en las comunas seleccionadas de la Ia Región y un 32% en las comunas 
seleccionadas de la IIa Región. En relación con las aguas subterráneas, estos porcentajes son del 44% 
y 34%, respectivamente. En cambio, el procedimiento de la regularización de derechos superficiales es 
el mayormente usado por los asentamientos indígenas y alcanza a los 61% y 74% del total de 
derechos regularizados en las regiones Ia y IIa, respectivamente, y a los 99,3% y 99,7% de todos los 
derechos correspondientes a usos ancestrales actualmente existentes (Valdés y Alegría Calvo, 2001). 
De esta manera se han legalmente constituido e inscrito 70 derechos a nombre de 18 organizaciones 
indígenas entre 1994 y 1999 en la zona atacameña, por ejemplo, lo que significa la entrega de 85 
fuentes de agua con un caudal superior de 2.270 litros por segundo (Cuadra Lizana, 2000:103).
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reconocidos: i) debe existir un límite espacial, puesto que los usos tienen que realizarse 
dentro de un espacio territorial y no en otro de una determinada etnia; ii)  es preciso que 
exista  un límite temporal, ya que se debe comprobar que los usos son antiguos y no 
recientes, ni posteriores a la Ley Indígena del año 1993;  y  iii) debe existir un límite de 
forma estructural, puesto que los usos deben ser comunitarios y no individuales.
Otros problemas que han surgido en los últimos años en los programas de 
regularización o solicitud de derechos de aprovechamiento de aguas para las 
comunidades indígenas, y que han sido factores que alentaron significativamente el 
proceso de inscripción de derechos a nombre de indígenas, es la falta de personal 
calificado en los sectores públicos, una escasa sistematización de las demandas 
indígenas y la poca representatividad de las entidades estatales149 encargadas de la 
regularización, adquisición y saneamiento de los derechos de aguas a nombre de 
indígenas. 
En general, en la actualidad el derecho al agua en la mayoría de los poblados de 
la zona andina parece más un derecho situacional y lo otorga el uso de facto que 
efectúan los agricultores o pastores. En otras palabras, es recién a partir de la práctica 
de un manejo comunitario en zonas vulnerables –el cual en términos culturales se 
asemeja a un círculo revitalizador con las ceremonias y trabajos de manutención- que 
se hacen notorios fragmentos de lo que podríamos denominar reglas locales 
específicas. En teoría, el Estado chileno dio un paso con la protección legal de los 
humedales (wetlands) en las respectivas legislaciones indígenas (norma de 1996) y de 
agua (1993). En la práctica, sin embargo, se observa una continua extracción ilícita de 
los acuíferos en muchas zonas andinas, que difícilmente pueden ser controlados o 
limitados por los organismos oficiales. En otras palabras, las disposiciones sobre 
protección de las aguas subterráneas contenidas en la Ley Nº 19.045 y en la Ley Nº 
19.253 constituyen normas especiales que, si bien predominan en la teoría jurídica 
sobre la legislación común (Cuadra Lizana, 2001), en la práctica social apenas son 
aplicadas150. 
149 Aquí la situación varía mucho entre las Oficinas de la Subsede Sur (Temuco) y Norte (Iquique) de la 
CONADI. Mientras que en la I y II  regiones la administración de la CONADI, en conjunto con las 
agrupaciones y comunidades indígenas urbanos y rurales, ha establecido ciertos lazos de confianza, 
de respeto mutuo y colaboración, la Subsede Sur pareciera carecer de esta legitimidad y asociatividad, 
al menos entre los lideres jóvenes de en las comunidades mapuches en conflicto. Esto impacta tanto 
en el trabajo directo y continuo con las comunidades, como con las otras instancias públicas en vistas 
de un mayor reconocimiento y ordenamiento territorial e hídrico. 
150 Varios autores señalan que no basta con sanear y constituir el dominio indígena sobre ciertas tierras 
comunitarias y comunales a lo largo del país, sino que también se requiere aplicar de forma rigurosa el 
sistema de evaluación de impacto ambiental (SEIA), que en la actualidad se implementa con una cierta 
parcialidad, dejando afuera a muchos proyectos mineros y forestales en territorios indígenas, que a la 
vez constituyen zonas de alta vulnerabilidad ambiental. Como consecuencia, se constata en la zona 
norte, por ejemplo, una pérdida continua de agua para consumo humano y riego (superficial) 
proveniente de las napas subterráneas, a pesar de las normas especiales que otorgan a estos recursos 
una protección especial; y en la zona sur, una enajenación de derechos indígenas locales de 
aprovechamiento de aguas en manos de terceros, una constante pérdida de agua para los sectores 
indígeno-agrícolas y una destrucción ambiental masiva (Cuadra Lizana, 2000; Gentes, 2003).
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3.6 Análisis comparativo y recomendaciones para las políticas públicas hídricas en 
territorios de población indígena
Uno de los puntos esenciales en los programas públicos es que el Estado licita 
gran parte de sus tareas a entidades terceras (es decir, empresas consultoras), y luego 
se deshace prácticamente de su rol intermediario entre (calidad de) oferta y (cambio 
sucesivo de) demanda. Los funcionarios están más ocupados de controlar si la entrega 
de este servicio (de privados a públicos) transcurre dentro de los términos de referencia 
antes establecidos, y del seguimiento de los programas públicos mismos, que de una 
revisión de la calidad de los contenidos y su receptividad en las localidades151. Este 
hecho crea una suerte de “asociatividad asistencialista” entre lo público y privado152 y 
hace que muchos programas operen de manera funcional al resultado esperado (de 
cumplir la meta o términos de contrato, por ejemplo), y no, necesariamente, en una 
mejora de gestión o manejo del agua de los mismos usuarios. 
Este escenario podría cambiar cuando las diferentes institucionalidades a cargo 
desarrollen metodologías sistémicas propias153 y directas de trabajo (con los usuarios 
en el agua, por ejemplo), lo que implica predestinar recursos especiales en 
investigación-acción y en la formación de equipos multidisciplinarios para conocer las 
diferentes dinámicas culturales y sociales en los territorios nacionales.
El diseño de los programas públicos en el agua dificulta actualmente el proceso de 
establecer plataformas de diálogo ciudadano o de generar un debate público, que 
ayudaría a retroalimentar la acción propositiva en el agua. Escenarios de diálogo 
existentes, como las mesas públicas intersectoriales en el agua en la I Región del país, 
difícilmente superan el ámbito institucional e incorporan nuevas formas de participación, 
especialmente de los dirigentes representativos de las comunidades o municipios 
andinos. 
Otra debilidad pareciera ser que muchas instituciones públicas relacionadas con la 
temática de tierras y aguas indígenas no elaboran memorias institucionales, ni una 
sistematización del trabajo directo con las comunidades. Muchas de las iniciativas 
participativas surgen más bien a partir de la voluntad de algunos (grupos de) 
funcionaros –y no de una programación colectiva o política sectorial específica- que 
accionan colectivamente ante las múltiples demandas por parte de los grupos locales y 
rurales. El manejo eficaz y una fluida entrega de información sobre gestiones locales y 
demandas focalizadas, son factores que ayudarían mucho a adaptar los procesos de 
151 Entrevista con Mlynarz, Enrique, Comisión Nacional de Riego. Santiago de Chile, julio del 2005.
152 Al respecto, también conviene subrayar una nueva tendencia en las formas de intervenciones 
“estatales” en el país, no solamente en el tema social, sino además en áreas como la economía o el 
medio ambiente. Esta nueva institucionalidad se caracteriza por una combinación de iniciativa privada y 
subsidiaridad pública en las áreas de economía y sociedad, lo que las Constituciones actuales 
garantizan mediante la extensión y el fortalecimiento tanto de los derechos privados como del Poder 
Judicial. Las legislaciones de agua son un muy buen reflejo de esta “cohesión público-privada” en 
materias jurídicas. Este cambio trascendente en la relación judicial-administrativa hay que tenerlo  
presente en cualquiera de las estrategias jurídicas indígenas emprendidas, ya sea que busquen mayor 
autonomía o una ciudadanía completa. Hoy en día, el poder judicial tiene una responsabilidad más 
activa y más independiente en el control de la administración, sobre todo en materias de derecho de 
propiedad.
153 En este sentido, lo que más carecen las políticas públicas hídricas, no son de manuales estrategias 
propiamente tales, sino de desarrollar metodologías sistémicas propias a partir de una visión de gestión 
múltiple de agua.
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reconocimiento del derecho consuetudinario y local a contextos políticamente 
cambiantes, y constituyen un desafío central para las instituciones públicas.  
La fragmentación y atomización de la sociedad civil registrada en los últimos años, 
en general, influyen también en la forma de (re)construcción de organizaciones de 
usuarios en el agua, con relativamente bajas capacidades de gestión administrativa 
(Gentes, y otros, 2004). La administración pública se enfrenta con una nueva situación 
de plantear soluciones integrales en el contexto de demandas de inversionistas y 
políticas sociales de fomento, y de las crecientes demandas por (reconocimiento de) 
tierras, aguas y territorios limpios y fértiles. Las formas de resolución de conflictos en el 
tema de (derechos) indígenas, por ejemplo, deberían tratarse con la máxima 
transparencia posible y en una interacción competitiva con otras políticas y corrientes 
públicas, respetando los movimientos indígenas como portadores y promotores 
colectivos de identidades territoriales históricas.
En la elaboración de programas y materiales de capacitación en el agua, el 
desafío consiste en: i) integrar en las respectivas metodologías a todos los organismos 
ocupados en los respectivos temas vinculados al agua; ii) incidir en la transversalidad 
institucional, legal o social del agua; y iii) facilitar que la acción pública en el agua surja 
también de abajo-arriba, y no solamente por iniciativa de algunos funcionarios. Una 
ayuda esencial es elaborar memorias institucionales en el agua, y definir una institución 
pública que se encargue de recopilar y difundir la información (cursos, iniciativas, 
programas, escritos y ponencia, etc.) de manera sistémica y ordenada. 
El componente indígena no ha sido enfocado por parte de la gestión pública desde 
la identidad territorial, especialmente en el Programa del Subsidios al Agua Potable 
(MIDEPLAN), el Programa de Comunas Pobres (CNR), o el Orígenes, que representan 
la mayoría de la población aislada y sin acceso a agua y saneamiento (alrededor de 
700.000 personas). Tampoco se incorporan en el análisis territorial los aspectos de 
derechos especiales (por ejemplo, ancestrales, prioritarios o exclusivos) en las 
encuestas a hogares (CASEN), estudio que forma la base para la prestación de muchos 
servicios públicos (por ejemplo, los subsidios, programas de capacitación) a estratos 
pobres y vulnerables. 
La experiencia del Programa Orígenes podría ser útil y transferible a otras 
instituciones, de tal manera que equipos mixtos de académicos independientes, 
consultores, funcionarios públicos y dirigentes indígenas y con experiencia y juicio en el 
trabajo intercultural e interdisciplinario, elaboraran planes especiales territoriales de 
(etno)desarrollo, con una alta participación y retroalimentación indígena. Los temas a 
tratar deben caracterizarse por sistematizar los derechos colectivos (cauces, fuentes, 
bosques, de género) a patrimonios existentes y la inclusión socioproductiva y 
sostenible, así como la explotación y control de los recursos naturales. No obstante, se 
pueden emitir algunos comentarios críticos: si bien el programa Orígenes tiene entre 
sus postulados el no financiar proyectos con indígenas urbanos, y no entrar en el tema 
de desarrollar un nuevo marco regulatorio, principalmente para los temas de tierras154 y 
aguas de las comunidades indígenas, ello se debería plantear ante los prestadores de 
154 Todavía no hay claridad sobre las demandas territoriales de todas las comunidades indígenas en el 
territorio nacional, sin embargo, antecedentes informales que se podían recoger des la CONADI-
Nacional hablan de unas cifras, imposible de enfrentar con políticas públicas actuales ni futuras.
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financiamiento (BID) como una de las prioridades155 para la segunda fase. Orígenes, en 
este momento, es el programa piloto de desarrollo productivo e integral para las 
comunidades jurídicas de la Política de Nuevo Trato, y como tal debe impulsar una 
política indígena independiente, incluir a todos los actores indígenas (urbanos, formales 
y no formales) y promover una reforma de la legislación indígena de acuerdo con las 
exigencias de un modelo exportador y extractivo, paralelo a las reformas y re-
regulaciones de otras legislaciones, como el Código de Aguas, por ejemplo. 
Es evidente que las grandes dificultades provienen del marco regulatorio vigente: 
la Ley Indígena de 1993 prescribe en su artículo 10 la figura de la comunidad jurídica, 
cuya constitución requiere de la solicitud de un tercio de la comunidad. Con eso la 
CONADI, en cierto grado, autonomiza una parte de la comunidad con un enfoque  
individual y no comunitario, y crea una suerte de segmentación en las comunidades156
con quienes trabaja. Y, por último, se debe asegurar la transparencia del programa en el 
traspaso de fondos157 y su ejecución mediante sistemas tales como presupuestos 
participativos y diferenciados según cada comunidad territorial. No obstante, en la 
actualidad expertos en materia, reconocen que la ejecución de los PTD ha estado 
marcada por la cooptación de dirigentes indígenas y una efectividad limitada en el 
ámbito productivo158. 
Los planes territoriales de desarrollo podrían convertirse en instrumentos 
obligatorios de las políticas públicas, siempre cuando cumplan, a nuestro entender, al 
menos, con cuatro criterios: i) representen a todas las comunidades, no solamente a las 
que están legalmente constituidas; ii) aseguren su sostenibilidad, instrumentalización y 
evaluación participativa en el tiempo, iii) tengan voluntad política de implementarlas, y 
iv) cuando la validación en el mundo público se traduce en una herramienta efectiva de 
resolución de conflictos y desarrollo comunitario equitativo.
El Programa de Agua Potable Rural de la Dirección de Obras Hidráulicas 
(DOH) muestra cómo iniciativas e instructivos sectoriales públicos pueden redundar en 
una asignación presupuestaria específica, construir en un transcurso relativamente 
largo sistemas operativos de abastecimiento de agua potable rural, e impacta 
positivamente en la salubridad rural. Si bien el avance fue lento en los primeros años, 
una priorización política, junto con una cuatriplicación de los recursos financieros en los 
últimos 14 años sobre la base de incentivar la búsqueda de soluciones administradas 
por los mismos beneficiarios, han permitido que hoy actualmente 1.412.000 personas 
155 Eso, en parte para mitigar las críticas en el interior de los movimientos indígenas, que ven en eso una 
discriminación directa de los residentes indígenas urbanos, por otra, para enfrentar los problemas de 
las demandas territoriales y de agua, que a pesar del alto presupuesto disponible, deja caer en la 
práctica todo el peso a los limitados fondos del Fondo de Tierras y Aguas (FTAI) de la CONADI.
156 El programa Origenes trabaja actualmente con 642 comunidades jurídicas constituidas. Uno de los 
efectos negativos fue justamente que muchos de ellos pasan a ser socios y no comuneros, atendidos y 
atentos a los proyectos que se instalan mediante el programa.
157 En la fase inicial del programa Origenes (2001-2003) se bajaron un montón de inversiones sin estudio 
o proyecto previamente desarrollado. Según algunos funcionarios públicos, gran parte de las quejas 
frente el programa se debe a que en la práctica algunos coordinadotes de las áreas tratadas, 
depositaron sumas relevantes en las cuentas bancarias habilitados a los dirigentes indígenas locales, 
sin un estudio de factibilidad previo, ni una evaluación posterior. Eso causó recelos, especialmente en 
estos comuneros que no formaron parte de la comunidad jurídica, y que no se habían vistos 
beneficiados de la misma manera. A mediados del 2003 el MIDEPLAN reaccionó y cambió los 
coordinadores responsables y mejoró la institucionalización de controles y evaluaciones internas para 
impedir a futuro estas irregularidades.
158 Nancy Yánez, información personal, agosto 2005.
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en áreas rurales, entre ellos muchos pertenecientes a comunidades indígenas, reciban 
agua potable. En este sector se tiene una larga tradición de coparticipación e 
involucramiento de las comunidades rurales, de manera que sea la propia comunidad 
organizada quien efectúe la operación, administración y mantenimiento de los servicios 
de agua potable rural, una vez construidos.
Aquí, el criterio de participación se sustenta en la capacidad que tiene la 
comunidad rural de constituirse en una organización representativa de socios, y asumir 
dichas funciones, incluyendo el cobro de tarifas por consumos de agua potable de cada 
familia beneficiaria. En general, el sistema de autogestión comunitaria ha sido exitoso, 
en el sentido de dotar de agua potable a la población rural, en calidad y continuidad; de 
acuerdo con la norma oficial, han disminuido las tasas de morbilidad y mortalidad 
originadas por enfermedades de origen hídrico, y han promovido un modelo de 
desarrollo sostenible (al menos económico y socialmente hablando) de las localidades 
beneficiarias. No obstante, el sistema de funcionamiento sin un marco regulatorio propio 
y sobre las base de cooperativas que están reguladas únicamente por el Ministerio de 
Salud y supervisadas por el Ministerio de Economía, entra en serios problemas de 
operatividad y sostenibilidad cuando las localidades crecen por encima de cierto tamaño 
y la relación de los usuarios con los respectivos comités se asemeja más a una 
estructura de cliente-proveedor, como la que mantienen normalmente las empresas 
sanitarias. Debido a esto último, expertos en el tema (Charpentier, 2004; Alegría Calvo, 
2005) reclaman una institucionalidad del sector de agua potable rural donde este 
claramente separado el rol de la explotación de los servicios respecto del rol regulador 
del Estado.
El Programa del Subsidio al Agua Potable y Saneamiento (SAP) del 
MIDEPLAN aún no trabaja con un componente indígena, a pesar de que la ficha CAS 
por segunda vez consecutiva incorpora el criterio de medición de pertenencia cultural 
(MIDEPLAN, 2004). Esto dificulta la focalización del programa público en las 
necesidades y demandas específicas de comunidades indígenas. Aquí también se 
requiere a futuro una armonización de las institucionalidades, en el sentido de que se 
incorpore una componente étnica en la ejecución de su programa, y que se elabore en 
conjunto con instituciones internacionales que prestan asesoría técnica en este sentido 
(como por ejemplo, la CEPAL), una institucionalidad que permita garantizar la 
operatividad de un modelo comunitario con un alto grado de participación real.
El Programa de Comunas Pobres de la Comisión Nacional de Riego (CNR) 
comenzó por reconocer y fortalecer el estatus de la organización social159 en el agua. 
desde el año 2003 se incorpora a los proyectos de riego la noción étnica y género, 
especialmente para promover la gestión de cuenca hidrográfica. No obstante, una 
empatía con las comunidades indígenas se ha logrado aquí más bien a través de 
programas de otras entidades (Origenes, INDAP, por ejemplo) y de los comités de riego 
comunales, con la participación de otras entidades públicas del agro, el municipio y 
empresas privadas. Quedan grandes tareas, entonces, para un sector que consume 
159 Se otorga, por ejemplo, a las comunidades de agua establecidas, según norma, la personalidad jurídica 
(art.196), y las facultades de vigilancia de construcciones en cauces de cuencas puestas en las Juntas 
de Vigilancia (art. 299. letra c), y también cooperativas y comités de agua potable en los sectores 
rurales para regularizar las obras de captaciones (por ejemplo, pozos construidos) (art. 6 transitorio). 
Además en términos de descentralización y equidad se estipula que el 75% del producto neto de las 
patentes por no-utilización de los derechos de aprovechamiento y remates serán repartidos 
anualmente de la siguiente forma: 65% al Fondo nacional de Desarrollo regional, y 10% 
proporcionalmente a la superficie de las cuencas de las respectivas comunas (art. 129 bis 19).
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alrededor del 80% de los recursos hídricos consuntivos en Chile, especialmente la de 
diseñar modelos de gestión locales más participativos y con un enfoque de ecosistema 
y derechos locales. Las recomendaciones van en la dirección de analizar la pertinencia 
cultural de los programas de comunas pobres y fomento de riego, en el sentido de: i) 
simplificar las bases de concurso para comunidades indígenas; ii) realizar estudios 
sobre pertinencia de obras hidráulicas en proyectos aprobados a indígenas y valorar su 
eficacia técnica y económica con relación a las culturas locales y los conceptos y roles 
comunitarios significantes; iii) elaborar un estudio que mida el grado de cobertura, 
cruzando la información de la CONADI, la ODEPA, la DGA y la DOH, con la información 
estadística y cartográfica de la CNR; iv) realizar estudios periódicos de análisis de la 
inversión en proyectos de fomento de riego (por ejemplo, cada cuatro o cinco años); v) 
iniciar un registro estadístico según grado y calidad de participación diferenciada por 
género; y f) formar equipos interdisciplinarios y con experiencia intercultural para el 
trabajo de proyectos indígenas de riego (y agricultura) (véase CNR, 2005).
Las experiencias de los Programas Recursos Naturales, Áreas de Desarrollo 
Indígena (ADI), bosque nativo, gestión ambiental y desarrollo, y conservación de 
humedales demuestran que se pueden obtener beneficios en los casos donde la 
gestión pública entrega niveles de poderes delegados a comunidades locales,  
especialmente en áreas recreativas, actividades lúdicas y desarrollo forestal sostenible 
de los humedales, como muestra el caso de comunidad de Toconao, en la II Región, y 
el proyecto Vicuña, en la I Región (Contreras/ Zuleta, 2004). No obstante, si bien en 
términos cuantitativos se ha logrado un registro de determinados humedales y áreas 
silvestres, se debe avanzar en la implementación paralela de un sistema cualitativo de 
gestión, que incorpore el conocimiento local y la capacitación de gestión de las 
comunidades para diseñar, planificar y coejecutar proyectos de desarrollo. Estos 
mecanismos mitigarían los conflictos con algunas comunidades cuando entran en vigor 
proyectos económicos160 en la cercanía de estos territorios. En las negociaciones sobre  
compensación se debe garantizar la transparencia y las colectividades 
comunitariamente legitimadas, para revocar el grado de desconfianza existente y 
aumentar la credibilidad de las entidades gubernamentales. 
Un aporte pueden ser las plataformas de diálogo, como el programa de Diálogo 
sobre el Agua que lleva adelante la DGA. Eso sí, el programa todavía no opera de 
manera mediadora o conciliadora en casos conflictivos (de carácter normativo o social) 
entre actores locales e internacionales, especialmente en el entorno de grandes 
proyectos de desarrollo económico, sean mineros o hidroeléctricos. Esta omisión y la 
costumbre administrativa de ejecutar un programa de diálogos “desde arriba hacia 
abajo” también redundan en un grado de desconfianza entre las comunidades 
indígenas, que sobre todo en algunas zonas productivas del país (como la del interior 
de la III Región) han entrado en una suerte de confrontación con otros sectores públicos 
(Ministerio de Energía, Economía y Minería), por sentirse usurpados en sus derechos y 
sobrepasados en las tomas de decisiones sobre proyectos de desarrollo. Es en estos 
sectores donde el “diálogo” debería buscar más empatía y lograr mayor incidencia 
mediante la elaboración de metodologías de resolución de conflictos entre actores 
privados, civiles y públicos. Los parámetros de la acción pública deberían ser el 
cumplimiento de los derechos especiales (Ley Indígena, Ley Ambiental) y el desarrollo 
territorial de las comarcas.
160 Por ejemplo, perforación de pozos para proyectos de riego, plantaciones forestales de especies 
exóticas, extracciones mineras, etc.
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El trabajo de la CONADI, en lo respectivo a constituir derechos de agua, requiere 
de reformas. El permanente flujo de funcionarios en los últimos años y, en más de una 
ocasión, el insuficiente personal calificado (especialmente abogados) para el estudio de 
los títulos (tanto de derechos ancestrales de tierras o de agua solicitados), no han 
ayudado a crear un ambiente de confianza entre el organismo estatal y las 
comunidades locales161. Gran parte del presupuesto y la atención laboral se dirigen a la 
restitución y compra de derechos de tierra para las comunidades indígenas del sur, y no 
se rigen por la solicitud de una comunidad. Sin embargo, el incremento en compras de 
tierras ancestrales no garantiza la buena calidad de los suelos, especialmente cuando 
por muchos años se han practicado cultivos con plantaciones exóticas de pino y 
eucalipto. Asentar a grupos humanos en tierras degradadas puede hacer surgir 
problemas para los municipios y generar nuevos focos de pobreza y grupos 
marginales162. Además, la compra de terrenos nuevos y el traslado de parte de la 
población a otros terrenos, resulta muchas veces en un cambio en la actividad 
productiva163 (por ejemplo, pescadores y agricultores), lo que implica la necesidad de 
crear programas especiales de capacitación para las comunidades.
Pareciera que las solicitudes e inscripciones de derechos de agua en las 
comunidades indígenas nortinas (aymara y atacameños) van en paralelo al desarrollo 
de proyectos de las mismas comunidades que entregan ciertas perspectivas laborales e 
identidades territoriales a sus miembros. En estos casos, la CONADI ha logrado una 
mejor funcionalidad con los programas públicos del sector agua y tierra, por ejemplo, 
reconociendo los planes de desarrollo propios164  con un fuerte enfoque en la cultura, 
identidad y medio ambiente. Pero las amenazas provienen principalmente de proyectos 
económicos grandes165, que no tomen en cuenta estos progresos locales y la 
imparcialidad de la CONADI frente a estos procesos. Ambos factores pueden poner en 
riesgo el desarrollo comunitario con identidad. 
La acción de la CONADI que plantea políticas de buena vecindad con las grandes 
empresas (forestales en el sur, como Mininco, o mineras en el norte, como Collahuasi o 
la Escondida), que debido a la magnitud del impacto negativo los proyectos forestales y 
mineros en ejecución, frente a las demandas locales, no pueden ser considerados 
suficientes. Algunos pronósticos sobre el fuerte aumento en las demandas de traspaso 
de inmuebles fiscales, saneamiento y adquisición de derechos de aguas y tierras, 
especialmente de comunidades en conflictos (históricos o nuevos), dejan constancia de 
161 Entrevista con Richard Mansilla y Sergio Garrido, Fondo de Tierras y Aguas- CONADI, Temuco, mayo 
de 2005.
162 Esto es muy llamativo en zonas semi-urbanas de Temuco como Chol-Chol, donde se han construidos 
nuevos “cinturones de pobreza”, debido a la migración rural, de jóvenes entre 18 y 25 años y con 
pertenencia étnica. Esto lleva a problemas de exclusión económica significa para muchos municipios 
rurales en el sur una carga financieras adicional e implica recurrir a los programas estatales sectoriales 
por ayuda.
163 En territorio de población mapuche, no siempre todos los habitantes se asientan en las nuevas tierras, 
e incluso algunas veces, los nuevos propietarios deciden abandonar los predios recién adquiridos, y 
migran a los centros urbanos más cercanos en busca de mayor fortuna económica. La CONADI-
Nacional trata de contrarrestar esta tendencia con un programa de apoyo predial, especialmente en las 
actividades de agricultura productiva, ganadería y riego.
164 Un buen ejemplo es la comunidad de Toconao, en la II región, que logró elaborar en asociatividad con 
la CONAF un modelo de gestión, protección territorial y desarrollo turístico (véase Gentes et al., 2004).
165 Uno de ellos el proyecto Pampa Puno de la CODELCO, para cuya realización se solicitan alrededor de 
600 l/s en cercanías de áreas indígenas protegidas y sagradas y zonas de etno-desarrollo importantes 
(véase CECI- Ingenieros Consultores, 2001: Estudio de Impacto Ambiental.- Suministro, Construcción y 
Operación-Aducción de Agua Pampa Puno. Calama, CODELCO- División Norte).
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las necesidades de mejorar y ampliar la capacidad institucional y presupuestaria de la 
CONADl en los próximos años.  
Por tanto, emergen dos ámbitos para posibles reformas: 
a) el órgano público debe disponer de facultades especiales para velar por la 
protección efectiva del derecho colectivo de las comunidades al acceso, usos y 
resguardo de recursos naturales, así como para definir modelos participativos 
de negociación sobre derechos hídricos y territoriales de las comunidades, o 
b) una modificación de la actual legislación indígena en lo correspondiente a los 
derechos ancestrales indígenas de agua y tierra, y usos contemporáneos, que 
amplían los poderes resolutivos y establecen procedimientos apelables para 
los afectados.
Las investigaciones sobre la actual norma de recursos hídricos, en conjunto con  
un análisis comparativo de diferentes casos concretos de contaminación y su manejo 
por parte de organismos oficiales y el derecho local, dejan de manifiesto cuán difícil es 
implementar una gestión ambiental en la sociedad chilena actual. Aún no se comprueba 
si los mercados de agua constituyen un mecanismo potencialmente útil para la gestión 
del recurso. Las comunidades indígeno-campesinas son un estrato social altamente 
perjudicado por la tendencia mercantil de las políticas hídricas en el país.  
En cambio, pocos autores optan por elaborar nuevos marcos conceptuales para 
los actuales regímenes regulatorios, los que deben consensuar entre la ampliación de la 
responsabilidad individual conforme a un derecho local ambiental, y la creación de una 
propiedad patrimonial que obligue a todos los actores involucrados a aceptar medidas 
de compensación y restitución en caso de contaminar y consumir bienes ambientales 
(no) renovables. Esta medida podría ayudar a  dar mayor amparo al derecho indígena 
local y garantizar de mejor forma un manejo de decisiones autónomas sobre la calidad y 
cantidad del desarrollo comunal.
Capítulo 4: Evolución histórica y análisis normativo de la legislación sectorial 
sobre recursos hídricos en Chile, implicancias respecto a los 
derechos de aguas indígenas
4.1  Evolución histórica y análisis normativo de la legislación sectorial e indígena 
sobre recursos hídricos en Chile
La primera regulación de las aguas fue establecida en el Código Civil, en el año 
1855, donde se estableció que “todas las aguas son bienes nacionales de uso público”. 
La legislación civil siguiendo la tradición legal del derecho hispano, consideró el agua 
como un recurso público y colectivo. Sin embargo, reglamentó los derechos de uso bajo 
la modalidad de la asignación de concesiones amparados por el derecho de propiedad y 
los vinculó a los derechos del dueño de la tierra por donde escurren las aguas, 
incluyendo bajo esta modalidad los cursos naturales y las aguas canalizadas. Estos 
derechos se transferían con la propiedad del suelo al que beneficiaban. (Matus y otras, 
2004: 48) 
El primer Código de Agua fue promulgado en el año 1951. El Código mantuvo la 
definición de las aguas como bienes nacionales de uso público y reglamentó los 
derechos de uso bajo la modalidad de “derechos de aprovechamiento”. Estos derechos 
59
tenía la naturaleza jurídica de concesiones administrativas otorgadas por el Estado, 
respecto de las cuales el titular ejercía un derecho de propiedad que le permitía 
comercializar los derechos concesionados, previa aprobación de las respectiva 
asociación de canalista de la que formaba parte. El Estado, sin embargo, se reservaba 
el derecho a cancelar la concesión, previo pago de una indemnización. Este cuerpo 
normativo entregó la administración y gestión pública de los recursos hídricos a la 
Dirección General de Aguas, entidad dependiente del Ministerio de Obras Públicas. En 
la práctica, sin embargo, la gestión de las aguas fue efectuada a través de la Dirección 
de Riego, lo que responde al hecho de que en la época la estrategia económica del país 
se estructuraba en base a la agricultura.
El Código de 1951 armonizaba los intereses en conflictos dando preferencia a 
ciertas categorías de uso, las que en orden de prioridades correspondían a los 
siguientes usos: consumo personal y doméstico; riego; generación de electricidad y
otros usos industriales. La categoría de preferencia permitía dirimir las solicitudes a 
favor de aquella que esgrimía un uso prioritario, conforme al orden de prelación antes 
señalado. En caso de que se presentaran dos o más solicitudes de aguas para los 
mismos usos, se daba prioridad a aquella que hubiera sido presentada primero. Los 
derechos de aprovechamiento de agua se constituían para usos específicos, de modo 
que una vez otorgado no era posible cambiar el uso para el cual estaba destinado el 
derecho. El cambio de uso y, asimismo, el no uso del derecho por más de cinco años, 
autorizaba al Estado para cancelar el derecho.  
La Ley de Reforma Agraria N°16.640, promulgada el año 1967, modificó el código 
de aguas. La reforma pretendía adecuar la institucionalidad del Código de Agua a los 
requerimientos que imponían los cambios en la estructura agraria propiciados por la 
Reforma Agraria; y que exigían modificar conjuntamente con la propiedad de la tierra, la 
propiedad de las aguas que la beneficiaban. El objetivo principal de la reforma legal era 
facilitar lo procesos de trasformación del agro y aumentar la eficiencia del uso agrícola 
del agua. Para impulsar estos cambios normativos y políticos se restablece la Dirección 
General de Aguas como ente público a cargo de la gestión del agua en Chile. 
Complementa esta modificación la reforma constitucional de 1967, a través de la cual se 
modifica la Constitución de 1925 y se autoriza la expropiación de las aguas sin derecho 
a indemnización. (Matus y otras, 2004: 49)
La reforma de 1967, impuso un mecanismo de redistribución de las aguas 
conforme al criterio de tasas de uso racional y beneficioso, las que debería ser 
determinada conforme a criterios técnico – científico por funcionarios de gobierno. 
Correspondía a los técnicos establecer las cantidades de aguas necesarias para 
responder a las demandas de riego de los cultivos, dependiendo de las condiciones 
agroeconómicas y geográficas. La normativa instauraba normas para el manejo de 
cuencas hidrográficas, reconociendo la facultad del Estado para declarar una cuenca 
determinada como área de racionalización del uso de las aguas, incluyendo los usos 
no agrícolas. Las facultades otorgadas al Estado le permitían reasignar los derechos de 
agua, según las tasas de uso y otros criterios de planificación. La Dirección General de 
Aguas, por su parte, estaba dotada de facultades jurisdiccionales en caso de conflictos 
respecto al uso. Este proceso operó en el marco de la Reforma Agraria hasta que fue 
truncado por el Golpe Militar en 1973.
A fines de la década de 1970, el régimen militar revocó el Código de Aguas y en 
su reemplazo promulgó el Decreto Ley 2.603 de 1979. Este cuerpo normativo instaura 
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un régimen de concesión privada respecto de los derechos de agua, separa el dominio 
de la tierra de las aguas destinadas para su cultivo y beneficio, permite la libre 
transacción del derecho de aprovechamiento, abriendo de esta forma un mercado de 
aguas y, finalmente, considera mecanismos de regularización de los derechos de 
aguas, por la vía de establecer una presunción de dominio a favor de quienes hacen 
uso del recurso. Para efectos de constituir la propiedad privada de los derechos de 
aprovechamiento de las aguas, saca a licitación pública todos los derechos de agua 
caducados o cancelados.
El D.L. 2.603, impuso una carga tributaria a los derechos de agua, consistente en 
un impuesto anual. El impuesto constituía un incentivo económico que promovía la 
venta de las aguas sin uso o excedentes. La convicción del legislador era que a través 
de este mecanismo promoverían una distribución más eficiente del recurso. Este 
mecanismo regulatorio desapareció en las modificaciones legales posteriores, dando 
paso a un régimen de emisión de derechos no condicionados. 
La reforma legal fue complementada con la Reforma Constitucional de 1980, que 
otorgó amparo constitucional al derecho de aprovechamiento de agua, sujetando el 
derecho de aprovechamiento al régimen de propiedad. El artículo 19 N° 24 de la 
Constitución de 1980, dispuso que  los derechos de aprovechamiento de los usuarios 
de aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares 
la propiedad sobre ellos.
En 1981 se promulgó el Código de Aguas, D.F.L. Nº 1.222, a través del cual se 
instaura un derecho real de aprovechamiento perpetuo y no condicionado. Este derecho 
se constituye por un acto de autoridad, independiente si el solicitante es dueño o no de 
la tierra donde está ubicada el agua y si hace o no uso efectivo y/o beneficioso del 
recurso,  y se reasigna a través del mercado, habiéndose dispuesto en la legislación 
que el derecho es transferible, transmisible y prescriptible.
Conjuntamente,  el Código de Aguas estableció una norma transitoria166 que 
tiende a favorecer a quienes usaban las aguas a la época de entrada en vigencia de 
este texto legal. Este precepto permite regularizar los derechos reales de 
aprovechamiento en base a la ocupación y uso efectivo, para lo cual se requiere el uso 
no interrumpido del agua por más de 5 años, sin violencia ni clandestinidad y sin 
reconocer dominio ajeno.
La falta de condicionalidad de los derechos de aprovechamiento de aguas en el 
régimen chileno han derivado en distorsiones del mercado de aguas – monopolización 
de derechos -  y una asignación ineficiente de los recursos. Las críticas al modelo 
chileno, tras 25 años de aplicación de este régimen, revelan el costo social del proceso 
de monopolización de los derechos de aguas, los costos ambientales y la restricciones 
en la disponibilidad de recursos hídricos, como consecuencia de su ineficiente 
distribución y reasignación.
Estas críticas han servido de fundamento para propiciar un proceso de reforma al 
Código de Aguas, el que después de 12 años de debate fue recientemente aprobado y 
promulgado como ley de la República. 
166 Artículo 2 transitorio, Código de Aguas
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Entre los fundamentos esgrimidos por el Ejecutivo para propiciar la reforma, 
estuvo generar las condiciones adecuadas para un mejor aprovechamiento del recurso 
en el país, a través de dinamizar el mercado de las aguas. Otorgará mayor 
disponibilidad de recursos hídricos para quienes tengan proyectos, favorecer la libre 
competencia y eliminar las prácticas monopólicas, la especulación y el acaparamiento 
del recurso, situaciones que no era posible contrarrestar con la legislación de 1981.
Las principales modificaciones al Código establecen una serie de requerimientos 
para otorgar derechos de aprovechamiento de aguas, teniendo presente que hasta 
antes de la modificación, los derechos de aprovechamiento de agua  en Chile se 
otorgaban de forma gratuita, a perpetuidad y sin limitación de caudal167. 
A partir de las reformas, será necesario justificar el caudal solicitado en función de 
la actividad económica a realizar, y la Dirección General de Aguas podrá denegar 
aquellas peticiones que no se ajusten a la realidad.
Del mismo modo, se cobrará una patente por no uso, para desincentivar el 
acaparamiento y la especulación. Dicha patente se cobrará en los casos en que no 
existan obras de captación de aguas y se regirán por una tabla diferenciada por zonas, 
ya que el agua en las zonas más septentrionales del país es más escasa y por tanto 
más cara.  Esta patente se empezará a cobrar desde el 1 de enero de 2006, sin 
embargo, se exceptúa la provincia de Palena (X región) y las regiones XI y XII, donde 
regirá en 7 años más debido al interés hidroeléctrico de la zona, favoreciendo a aquellas 
empresas que no ejecutarán sus proyectos de inversión sino hasta esa fecha. (MOP, 
2005).  
También se perfecciona el mecanismo del remate, hasta antes de la reforma 
existía un plazo de tres meses para rematar un derecho de agua sobre el cual había 
más de un peticionario. Este plazo, a partir de la modificación, se amplía a seis meses, 
siendo un remate abierto en el caso de aguas superficiales y uno cerrado para las 
aguas subterráneas. A través de esta disposición se persigue promover un acceso más 
competitivo al derecho de aprovechamiento del recurso. Sin embargo, llama la atención 
que el mecanismo de remate para aguas superficiales sea público y privado para las 
aguas subterráneas, en circunstancias que la mayoría de los derechos de aguas de 
cursos superficiales ya han sido constituido y precisamente lo que resta por constituir y 
sobre lo cuales se cierne la tensión hídrica en Chile son las aguas subterráneas.
Por otra parte, con esta nueva legislación, los conservadores de bienes raíces se 
verán obligados a informar al MOP sobre las inscripciones y transacciones de derechos 
de aguas que realicen los usuarios, lo que facilitará el rol del Estado para monitorear la 
167 Lo anterior implica grandes pérdidas para el país, ya que el hecho de que una o pocas personas 
puedan concentrar grandes volúmenes de derechos de agua sin utilizarlos significa que otras personas 
no puedan ejecutar sus proyectos concretos. Cabe destacar que en Chile han sido constituidos 
derechos no consuntivos (aquellos que devuelven el agua a su curso, como por ejemplo la generación 
hidroeléctrica) por 13.000 metros cúbicos por segundo, de los que sólo se utilizan 2.500, es decir, 
apenas el 19 por ciento. Además se han solicitado derechos no consuntivos por 50.000 metros cúbicos 
por segundo, lo que equivale a casi cinco veces el caudal de todos los ríos entre Arica y Puerto Montt. 
Ministerio de Obras Pública, comunicado 2 de marzo del 2005
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asignación y utilización del recurso y, eventualmente, promover correcciones 
institucionales cuando se generen distorsiones en el mercado de aguas168.
La nueva ley, además, entrega nuevas atribuciones a la Dirección General de 
Aguas para hacer frente a eventos críticos como la sequía. También otorga facultades 
al organismo para sancionar el robo del agua de cauces superficiales y subterráneos así 
como detener obras que no estén debidamente autorizadas, entre otras cosas. También 
establece un plazo para regularizar derechos de aguas de pozos no inscritos a 
pequeños agricultores (MOP, 2005)169.
Es la convicción del MOP que con el establecimiento de caudales ecológicos, la 
ley permitirá avanzar en la protección medio ambiental del agua (MOP, 2005).
Se pondera como positivo el hecho de que la modificación incorpore al régimen 
legal de las aguas la regla del uso efectivo o beneficioso, aún cuando la regla efectiva 
debió haber considerado en todo evento el pago de una patente de agua por el uso170. 
Los temas pendientes tras la modificación: Fortalecer los mecanismos que 
permitan garantizar la sustentabilidad hídrica171; Instaurar mecanismos regulatorios de 
la reasignación que garanticen el derecho de múltiples usuarios en forma equitativa y 
transparente; Establecer una marco jurídico que garantice la Gestión Integrada de los 
Recursos Hídricos, con pleno respeto a las variables ambientales, sociales y 
culturales172.
4.2 Régimen legal para la protección de los derechos indígenas sobre las aguas
168 Cabe consignar que el Tribunal Constitucional ha reconocido el derecho del Estado para regular las 
condiciones de los derechos de agua (Rol 60/1997). En: Peña y Solanes, 2003:11.
169 Ministerio de Obras Pública, (ibidem)
170 Valorando esta normativa la Comisión Preventiva Antimonopolios recomendó que ningún otro derecho 
de agua sea otorgado en el ámbito hidroeléctrico hasta que las provisiones que garanticen el uso 
efectivo del agua sean incluido en la reforma a la Ley de aguas (CPC 992/636; CR 480/97) En: Peña y 
Solanes, 2003:11.
171 Las normas de protección ambiental en Chile, a juzgar por los estudios de casos que se exponen en 
este documento, no han garantizado la sustentabilidad hídrica, al menos en los territorios indígenas. 
Las normas de protección ambiental de los sistemas hidrológico actualmente vigentes son: 
Constitución política de la República, artículo 19 N° 8, y la Ley de Bases del Medio Ambiente N° 19.300 
de 1993. Artículo 73, Código Sanitario; Decreto Supremo N!609 de 1998, del Ministerio de Obras 
Públicas, que regula las descargas a los sistemas de alcantarillado; D.S. N° 90 /2000, que regula todo 
tipo de descargas a aguas superficiales, incluyendo las provenientes de los efluentes de plantas de 
tratamiento de aguas servidas; Ley 18.263 de 1984, artículo 1, letra d), que crea el Sistema Nacional 
de Áreas Silvestres Protegidas del Estado; Decreto Ley N° 3.557 de 1981, sobre protección Agrícola; 
Resolución Exenta N° 1.381/2000, sobre Norma Técnica Provisoria SISS para la Regulación de 
Contaminantes Asociados a las Descargas de Residuos Industriales Líquidos a Cursos de Aguas 
Superficiales Continentales. Complementan estas normas el artículo 17 N° 1 del Código de Minería, el 
cual para proteger fuentes de aguas y obras hidráulicas exige la autorización del gobernador respectivo 
para ejecutar labores mineras en: sitios destinados a la captación de aguas necesaria para un pueblo;  
cuando están localizadas  a menor distancia de cincuenta metros medido horizontalmente de defensas 
fluviales, cursos de aguas y lagos de uso público; o bien, cuando están localizadas e menor distancia 
de doscientos metros, medidos de la misma forma, de obras de embalse.
172 GIRH – GWP “se orienta a asegurar la gestión y desarrollo coordinado del agua, suelo y recursos 
relacionados maximizando el bienestar económico y social in comprometer las sustentabilidad de los 
sistemas ambientales vitales”. En: Peña y Solanes, 2003.
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No obstante, lo expresado en los párrafos precedentes los derechos de los 
pueblos indígenas en Chile han sido resguardados por cuerpos normativos específicos, 
que han permitido paliar los efectos negativos del régimen de aguas vigente a partir de 
la promulgación del Código de Aguas de 1981, por medio de proteger los ecosistemas 
indígenas; adquirir derechos de aprovechamiento de aguas para personas o 
comunidades indígenas, mediante compra o subsidio;  y, a través, de reconocer a los 
Pueblos Indígenas del Norte del País - que habitan en zonas de escasez de recursos 
hídricos - el derecho de propiedad ancestral sobre las aguas.  
A partir de 1990, se promulgaron dos cuerpos legales en los cuales se han 
sustentado las reclamaciones de los Pueblos Indígenas, para hacer efectivos sus 
derechos ancestrales sobre las aguas existentes en sus territorios históricos. La Ley N° 
19.145 de 1992, que modificó el Código de Aguas y limitó la exploración y explotación  
de aguas subterráneas en zonas acuíferas que alimentan vegas y bofedales de las I y II 
Regiones del país. La Ley N° 19.253 de 1993, Ley Indígena, que contempla normas 
generales de protección de los derechos de aguas de las comunidades indígenas, 
artículos 20 y 21, y de las comunidades Aymaras, Atacameñas y otras del Norte del 
País, en particular, artículos 64 y 3 transitorio.
El artículo 20 la Ley Indígena crea el Fondo de Tierras y Aguas Indígenas a través 
del cual se disponen de recursos para financiar la constitución, regularización o compra 
de derechos de aguas o se permite financiar obras destinadas a obtener el recurso 
agua173  La Ley Indígena a través de esta normativa no ha logrado revertir los impactos 
negativos del proceso de monopolización de derechos de aguas instaurado por el 
Código de Aguas de 1981. En efecto, por medio de los artículo 20 y 22  dispuso de un 
fondo específico para regularización y/o compra de derechos de aguas a favor de 
personas o comunidades indígenas, pero no ha establecido mecanismos de protección 
de las aguas indígenas que garanticen los usos consuetudinarios e incorporen la 
valoración ambiental, social y cultural del agua, por parte de las comunidades 
indígenas. El reconocimiento de derechos de aguas indígenas a través de este 
mecanismo pierde eficacia frente la falta de recursos presupuestarios para garantizar la 
adquisición de los derechos. La Ley somete las aguas indígenas adquiridas con cargo al 
Fondo de Tierras y Aguas Indígenas, al régimen de protección de tierras establecido por 
el mismo cuerpo legal en el artículo 13 que prohíbe la enajenación del derecho a fin de 
garantizar su preservación en el patrimonio indígena. Sin embargo, la norma es 
restrictiva ya que dispone que dicha protección es aplicable sólo a los derechos reales 
de aprovechamiento constituido o regularizados con cargo al Fondo de Aguas Indígenas 
y por un plazo de 25 años, al cabo del cual quedan  liberalizados los derechos e 
ingresan al mercado de aguas.
La Ley Indígena ha avanzado en el reconocimiento de los derechos ancestrales de 
las comunidades indígenas del norte del país, permitiendo su regularización a pesar de 
la existencia de derechos inscritos a favor de terceros174. El artículo 64 de la Ley 
Indígena protege especialmente las aguas de las comunidades Aimaras y Atacameñas 
y otras de norte del país, estableciendo normas especiales para la constitución del 
derecho a favor de las comunidades que pertenecen a dichos pueblos. Dispone el 
artículo 64 que serán bienes de propiedad y uso de las referidas comunidades 
indígenas, las aguas que se encuentren en terrenos de la comunidad, tales como los 
173 Artículo 20 letra c), Ley Indígena.
174 Artículos 64 y 3 transitorio, Ley indígena.
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ríos, canales, acequias y vertientes. Las comunidades gozan de este derecho 
preferente de constitución, sin perjuicio de los derechos que terceros hayan inscrito de 
conformidad al Código General de Aguas175. Establece, además, el mismo articulado 
que no se otorgarán nuevos derechos de aguas sobre lagos, charcos, vertientes, ríos y 
otros acuíferos que surten a las aguas de propiedad de varias comunidades indígenas, 
debiendo en ese caso garantizarse, en forma previa, el normal abastecimiento de agua 
a las comunidades afectadas176. 
Por su parte, el artículo 3° transitorio, inciso 2°, establece que la Corporación y la 
Dirección General de Aguas, establecerán un Convenio para la protección, constitución 
y restablecimiento de los derechos de aguas de propiedad ancestral de las 
comunidades Atacameñas de conformidad al artículo 64 de la Ley Indígena.
Estas normas tienen la importancia que reconocen un derecho preferente de 
constitución de derechos de aguas a favor de las comunidades indígenas del Norte, 
fundado principalmente en sus derechos consuetudinarios sobre los acuíferos.  En ellas 
las comunidades han fundado la regularización de sus derechos y exigido su 
constitución, argumentando que en este caso - no existiendo derechos constituidos con 
anterioridad a favor de terceros - el acto de autoridad que otorga el derecho de 
aprovechamiento cumple un rol meramente declarativo (Cuadra, 2000: 99).
Esta hipótesis se funda, además, en el artículo 2 transitorio del Código de Aguas 
que reconoce el derecho del ocupante en base la posesión de las aguas por un período 
de cinco años. Sobre el punto plantea Cuadra,  “... “Así, estos usos consuetudinarios de 
agua “reconocidos -como derechos– de acuerdo a la ley” pueden optar por la 
“regularización” cuando reúnen los requisitos de legitimidad que establece el Art. 2° 
transitorio del Código de Aguas: uso interrumpido de las aguas, libre de violencia y 
clandestinidad y sin reconocer dominio ajeno” (Cuadra, 2000: 99).
Acreditándose estas circunstancias ante un Tribunal, añade el abogado,  procede 
que éste declare la regularización del derecho mediante una sentencia judicial. A su 
entender, la regularización es un acto meramente declarativo y no constitutivo, que 
vienen a constatar la existencia del derecho, pero no lo constituye, sólo da certeza 
jurídica sobre la titularidad del mismo y determina la modalidad de su ejercicio, 
regulando sus características esenciales, esto es: caudal; punto de captación; 
determina si se trata de derechos consuntivos o no consuntivos; de ejercicio 
permanente o eventual; continuo, discontinuos o alternados, todo ello  conforme a las 
reglas del Código de Aguas (Cuadra, 2000: 99).
La postura del abogado Cuadra y que traemos a colación en este análisis tienen la 
fuerza que la misma logró imponerse, siendo recogida por la jurisprudencia a propósito 
del programa de regularización de derechos de aguas de las comunidades atacameñas 
que el mismo llevó adelante y que permitió la regularización de 70 derechos de agua a 
favor de las comunidades atacameñas por un caudal de 2.278,8 litros por segundo, 
todos de naturaleza consuntiva, permanentes y continuos. La regularización de estos 
derechos tiene una importancia fundamental para el Pueblo Lickanantay o Kunza, pues 
representan el 85% de las aguas usadas por las comunidades indígenas de la Provincia 
de El Loa. (Cuadra, 2000: 107).
175 Artículo 64 inciso 1°, Ley 19.253, Ley Indígena.
176 Artículo 64 inciso 2°, Ley 19.253, Ley Indígena.
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En un  fallo pronunciado con fecha 22 de marzo del año 2004, y que se analizará 
en detalle a continuación a propósito del estudio de  casos, la Corte Suprema hizo suyo 
estos planteamientos y se pronunció a favor de la regularización de derechos de 
aprovechamiento de agua por un total de 100 litros por segundo, de carácter superficial 
y corriente, en favor de la Comunidad Indígena Atacameña de Toconce de la II Región 
de Antofagasta. Como contrapartida el máximo tribunal desestimó las pretensiones de 
la Empresa Sanitaria y de Servicios de Antofagasta ESSAN S.A., entidad a cuyo 
nombre figuraban inscritos los derechos cuya regularización se reivindicaba. El máximo 
tribunal sentó como jurisprudencia que la propiedad ancestral indígena sobre las aguas, 
derivadas de practicas consuetudinaria, constituye dominio pleno por aplicación de los 
ya citados artículos 3 transitorio inciso 2° y 64 de la Ley Indígena y por aplicación del 
artículo 2 transitorio del Código de Aguas.
La jurisprudencia es relevante en cuanto determina el alcance normativo de la ley 
indígena en el ámbito de reconocimiento de la propiedad ancestral, pero también en 
cuanto le otorga dicho alcance a una norma de aplicación general como es el artículo 2 
transitorio del Código de Agua. Cabe recordar que en esta normativa de aplicación 
general se han amparado, por ejemplo, las comunidades Collas para solicitar la 
regularización de los derechos sobre algunas vegas y aguadas  que han ocupado 
ancestralmente, aun cuando el porcentaje de vegas y aguadas en proceso de regularización 
es mínimo.177
En síntesis el régimen de protección instaurado por la Ley Indígena para resguardar 
los derechos indígenas sobre las aguas de los pueblos indígenas del norte del país178 han 
sentado base argumentativas para una jurisprudencia, que permite revertir, aunque sea 
parcialmente, la tendencia monopolizadora de los recursos hídricos indígenas.
Como se señaló, la tendencia en el derecho internacional y comparado es a reconocer 
el derecho de propiedad ancestral de los pueblos indígenas sobre los recursos naturales 
existentes en sus territorios y, al mismo tiempo, proteger el hábitat de los pueblos indígenas. 
Así se expresa en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que 
reconoce derechos específicos en este ámbito a los Pueblos Indígenas y el artículo 8 j) de la 
Convención sobre Biodiversidad de Río de Janeiro 1992179, pero también ha sido 
establecido en otros instrumentos de derechos humanos de aplicación general, como el 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos (PDCP)180, El Pacto de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales (PDESC)181 y en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que ha reconocido estos derechos aplicando  la Convención Americana 
de Derecho Humanos182 La convención sobre zonas húmedas y aves acuáticas, 
comúnmente conocida como “Convención Ramsar”, ratificada por Chile y vigente en el 
177 Al año 2001 el número de vegas y aguadas en proceso de regularización era de 34 en total para las 
cinco comunidades Collas existentes a esa fecha, las que revindican y ocupan un total de 435 vegas y 
242 aguadas, esto es alrededor del 5%. El Derecho de Aprovechamiento que en cada caso se solicita 
corresponde, expresado en volumen de agua por unidad de tiempo, a un promedio de 1,3 l/s.
178 Artículo 63 y 3 transitorio, inciso 2°, Ley Indígena
179 Ratificada por Chile, promulgado como ley de la República mediante D.S. 1.963 de 1994 y publicada 
D.O. 6/05/95.
180 Ratificado por Chile el 10 de Febrero de 1972, promulgado como ley de la República mediante Decreto 
Supremo N° 778, de 11 de noviembre de 1976, y publicado en el Diario Oficial el 29 de abril de 1989.
181 Ratificado por Chile el 10 de Febrero de 1972, promulgado y publicado en el Diario Oficial el 29 de abril 
de 1989.
182 Ratificada por Chile el 10 de agosto de 1990. Se ratifica, asimismo, la competencia de la Corte 
Interamericana, por tiempo indefinido y bajo condiciones de reciprocidad en los términos establecido en 
el artículo 45 de la Convención
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derecho interno183, complementa las normas antes citadas, en lo que respecta 
específicamente a la protección de sistemas hidro - ecológicos de relevancia para los 
Pueblos Indígenas, tales como humedales, vegas, bofedales y ñadis, y otorga a protección a 
todas las zonas húmedas, entendiendo que son tales las zonas de ciénagas, pantanos, 
áreas de musgos o agua, sean éstas naturales o artificiales, permanentes o temporales, de 
aguas estáticas o corrientes, frescas, con helecho o saladas, incluyendo zonas de agua de 
mar cuya profundidad no exceda de seis metros durante la marea baja184.
Respecto a la vigencia de estos derechos en Chile, cabe resaltar que se han ratificado 
todos estos instrumentos internacionales, con la sola excepción del convenio 169 de la OIT. 
En consecuencia, los cuerpos legales citados constituyen norma de derecho en la 
ordenamiento jurídico chileno y, además, por aplicación del artículo 5 inciso 2° de la 
Constitución Política de la República tienen rango constitucional, toda vez que comparten la 
naturaleza de ser tratados de derechos humanos, los que por expresa disposición del 
precepto constitucional tienen el más alto rango jurídico.
Capítulo 5: La vigencia de los derechos indígenas al agua en Chile, muestra a 
partir del análisis de casos emblemáticos
5.1 Antecedentes generales sobre la situación de los recursos hídricos en territorios 
indígenas
A pesar de la vigencia en el derecho interno chileno de un espectro normativo  que 
permitiría proteger ampliamente los derechos indígenas sobre sus recursos hídricos, la 
realidad en el país es que estos recursos han sido objeto de un proceso de 
monopolización por determinados grupos de usuarios que han concentrado la titularidad 
de los derechos sustrayéndolas del patrimonio indígena y quienes, como consecuencia 
del ejercicio de estos derechos de aprovechamiento, han generado daños ambientales 
en el hábitat de los Pueblos y comunidades Indígenas. 
El agua es un recurso fundamental para el desarrollo cultural y económico de las 
comunidades indígenas en Chile, particularmente de las que integran los pueblos del 
Norte del país, Aymara, Atacameñas, Quechuas, Collas y Diaguitas, localizadas en la 
zona más septentrional del territorio chileno  – entre la I y III Región – donde la  
disponibilidad natural de agua alcanza umbrales considerados mundialmente como 
altamente restrictivos.185
Desde comienzos del siglo veinte a la fecha, las comunidades indígenas han sido 
regularmente desprovistas de este recurso, proceso que ha generado el desecamiento 
de vegas y bofedales, afectando gravemente la economía y cultura indígena. 
Las causas de la pérdida de aguas de uso ancestral de las comunidades andinas 
se remonta a los albores del siglo veinte, como consecuencia de la desprotección 
183 Suscrita en Irán el 2 de Febrero de 1971, que fue publicada como Ley de la República de Chile el 11 de 
noviembre de 1981
184 Artículo 1, Convención Ramsar.
185 Según lo informado por la DGA (1999) Entre las regiones I y Metropolitana, la disponibilidad natural de 
agua promedio es inferior a 1.000 m3/ año por habitante, alcanzando en algunos sectores los 500 m3/ 
año por habitante. (Matus y otras, 2004: 15)
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jurídica en que quedaron estas comunidades a partir de la subordinación del derecho 
consuetudinario indígena y su no reconocimiento jurídico por el derecho positivo estatal. 
En el caso del norte, coadyuvó al proceso de pérdida de aguas indígenas la creciente 
demanda de recursos hídricos para abastecer los centros mineros y las ciudades de la 
zona (Cuadra, 2000: 93). 
La política de recursos hídricos en Chile - a lo largo de la historia - ha favorecido la 
demanda de los centros urbanos y mineros por sobre la demanda indígena. Esta 
política se ha materializado en un proceso concesional que se impuso en los principales 
ríos de la cuenca del Loa a partir de 1913. El régimen de concesiones quedó 
establecido en un Reglamento relativo a las mercedes que se soliciten en el río Loa y 
sus afluentes  y en las aguadas y vertientes de la provincia de Antofagasta, dictado con 
fecha 30 de Octubre de 1913 y modificado por Decreto N° 648 de 26 de Marzo de 1920. 
Conforme a esta normativa, fueron concesionadas las aguas de la subcuenca de los 
ríos San Pedro e Inacaliri, otorgadas al Mineral de Chuquicamata y al Ferrocarril de 
Antofagasta a Bolivia. Luego fueron concesionados los principales afluentes de la 
subcuenca del río Salado, ríos Linzor, Hojalar, Toconce y Salado, concedidas al Mineral 
de Chuquicamata y a la Sanitaria SENDOS (hoy ESSAN S.A.) Posteriormente fueron 
concedidas a estas mismas empresas y algunas mas, las aguas del mismo río Loa. 
(Cuadra, 2000: 95) 
La monopolización de las aguas indígenas por terceros ajenos a las comunidades 
indígenas, se agudizó con la promulgación - en 1981 - del Código de Aguas. En  el caso 
de las comunidades indígenas del norte del país el recurso es monopolizado 
fundamentalmente por las grandes empresas mineras. El auge minero de las últimas 
décadas, ha  favorecido dicho proceso de monopolización y ha profundizado procesos 
de antigua data como el desecamiento de vegas y bofedales186 y la migración indígena 
de sus tierras de origen a las ciudades de la costa, con el consiguiente abandono de las 
tierras altas. 
En el caso de las comunidades indígenas del sur de Chile – pertenecientes 
principalmente al pueblo mapuche – el recurso agua ha sido impactado por la política de 
expansión forestal. Como consecuencia de esta política  se estima que en 1999 existían 
en el país  un total de 1,8 millones de hectáreas plantadas con especies exóticas de 
rápido crecimiento (pino radiata y eucaliptus), de las cuales 1,5 millones de hectáreas 
se encuentran ubicada entre el río Bío y la Isla de Chiloé – VIII a X Región – en territorio 
ancestral del pueblo mapuche. Las plantaciones exóticas en territorio mapuche, han 
generado pérdida de la biodiversidad, la erosión y el desecamiento de las fuentes de 
aguas. Este fenómeno, se sostiene, es consecuencia directa de las prácticas de 
substitución y mono cultivo propiciadas por el modelo silvícola187. (Informe Programa de 
Derechos Indígenas, 2003: 208). 
186 Los bofedales, son ecosistemas hidromórficos ubicados en las partes alto andinas de América del sur, 
los cuales forman el hábitat natural de diversos tipos de pastos naturales que  sirven de alimento a 
algunos camélidos sudamericanos. En diversas fuentes de información los consideran como una 
formación vegetacional compuesta de cojines de hierbas y juncos, así como también prados turbosos 
de origen infraacuático, los cuales están compuestos principalmente por plantas de las familias 
Cyperaceae y Juncaceae, que presentan generalmente un crecimiento compacto o en cojín 
principalmente en áreas pantanosas del altiplano y la junca. http://www.ciedperu.org/articulos/tex11.htm
187 El uso de herbicidas, pesticidas y desfoliadores para proteger las plantaciones, contaminan las aguas. 
Cabe señalar, además, que este territorio se caracteriza por el alto índice de pluviosidad lo que 
determina que haya un escurrimiento excesivamente rápido de aguas y que la lluvia, finalmente, no sea 
absorbida, debido a la compactación de los suelos causada por las máquinas usadas para la tala raza. 
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En el desarrollo de sus actividades productivas los titulares de derechos han 
hecho caso omiso de la vigencia en Chile de normas de protección ambiental y, por otra 
parte, las instituciones públicas a cargo de la regulación han sido débiles en el ejercicio 
de sus funciones fiscalizadoras. Así, por ejemplo, han prescindido de la vigencia en el 
derecho interno de normas que velan por el equilibrio ecológico como la Ley de Bases 
del Medio Ambiente y sus normas complementarias y, asimismo, han hecho omisión de 
normas   internacionales que protegen determinados sistemas hídricos y que son  
relevantes para los Pueblos Indígenas, como es el caso – entre otros -  de los sitios 
Ramsar, instituidos conforme a la  “Convención Ramsar”. 
De los siete sitios Ramsar existentes en Chile, seis están localizados en territorios 
indígenas. Los sitios Ramsar que corresponden a los salares de Tara, Huasco y Surire, 
en la I Región, están localizados en territorio Aymara. El sitio Ramsar correspondiente al 
sistema hidrológico de Soncor, en la II Región, está localizado en territorio Atacameño.
El sitio Ramsar Laguna del Negro Francisco y Laguna Santa Rosa, en la III 
Región, está localizado en territorio Colla. En tanto que el sitio Ramsar Carlos 
Anwandter en el Río Cruces, X Región, está localizado en territorio Huilliche (Yánez y 
otros, 2004). A pesar de la existencia de normas expresas tendientes a proteger este 
ecosistema y las aguas que lo sustentan, las comunidades indígenas y las autoridades 
ambientales han denunciado que el ambiente de estos espacios territoriales está siendo 
afectado como consecuencia de las actividades industriales que se ejecutan en estas 
zonas, particularmente por la minería e industrias de celulosa. 
5.2 Estudio de Casos
5.2.1 Derechos ancestrales al agua en territorios indígenas u originarios: Los Derechos 
de aguas indígenas en el río Toconce, II Región
Antecedentes Generales
Con fecha 4 de Octubre de 1995, la Consultora Purifica, inició un proceso de 
regularización de derechos de aprovechamiento de agua por un total de 100 litros por 
segundo, de carácter superficial y corriente, en favor de la Comunidad Indígena 
Atacameña de Toconce de la II Región de Antofagasta. Este proceso de regularización 
se ejecuta por encargo de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en el marco 
del Programa de Regularización de Derechos de Aguas que impulsa dicho organismo 
en coordinación con la Dirección General de Aguas,  de conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 3 inciso 2°, transitorio  y 64, ambos de la Ley 19.253 de 1993, sobre 
Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, en adelante Ley Indígena.  
La Sentencia de Primera Instancia188 concedió un derecho de aprovechamiento de 
aguas superficiales y corrientes, de uso consuntivo, y de ejercicio permanente y 
continuo, en el río Toconce a favor de la comunidad indígena Atacameña de Toconce 
por un total de treinta litros por segundo. Además, se ordenó la constitución de una 
servidumbre de acueducto a favor de la Comunidad Indígena de Toconce para el 
Los pozos y esteros se han secado y las napas freáticas han bajado y no se reponen. La situación es 
particularmente crítica en Lumaco y Collipulli, donde las plantaciones llegan a cubrir el 41% y 35% de 
la superficie total, respectivamente (Gentes, 2004).
188 Sentencia de Primera Instancia, 8 de Julio del 2002
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traslado del agua . Contra la sentencia definitiva de primera instancia se dedujeron 
recursos de apelación, tanto por parte de la Comunidad Atacameña de Toconce, como 
también por parte de la empresa Sean S.A. Los recursos fueron resueltos por la 
Ilustrísima Corte de Apelaciones de Antofagasta189, a favor de la Comunidad Indígena 
de Toconce. El Tribunal de Alzada confirmó la sentencia recurrida en el sentido de 
regularizar el derecho de aprovechamiento de agua a favor de la comunidad, pero 
declarando al mismo tiempo que los derechos de aprovechamiento de agua que le 
deben ser regularizados en definitiva equivalen a 100 litros por segundo. Dicha 
sentencia fue objeto de Recurso de Casación en el fondo y en la forma, el que fue 
interpuesto por Sean S.A. ante  la Excelentísima Corte Suprema.
Derechos de aguas indígena reconocidos en el fallo “Toconce vs. ESSAN S.A.”
En definitiva, la Corte Suprema  resolvió el asunto controvertido reconociendo la 
propiedad ancestral de la comunidad indígena de Toconce sobre los derechos de agua
demandados y sentó como jurisprudencia que la propiedad ancestral indígena sobre 
las aguas, derivadas de prácticas consuetudinarias, constituye dominio pleno.
Lo expuesto se evidencia en lo dispositivo del fallo, donde fue establecido que “es 
imposible calificar como ilegal el uso de las aguas sin autorización, esto es, sin títulos 
conexiónales, si esa utilización deriva de practicas consuetudinarias.”
En la opinión de la Corte Suprema, el legislador se hizo cargo de esta realidad y, 
por tanto, “ha optado por reconocer esos derechos ancestrales en el caso de las 
comunidades indígenas, exigiendo sólo su regularización e inscripción, no para fines de 
constitución, sino para darles certeza en cuanto a su entidad, ubicación de los puntos 
de captación de las aguas y precisión de uso del recurso hídrico.”
Conforme a lo expresado, el artículo 2° transitorio del Código de Aguas, que 
instaura el procedimiento de regularización, no tiene - en el parecer de la Corte - la 
finalidad de constituir derechos de aprovechamiento de aguas, sino únicamente de 
regularizarlos e inscribirlos. La comunidad de Toconce, demandante en autos, declara 
el fallo, es dueña ancestral de los derechos de agua cuestionados, vale decir, 
propietaria en virtud de texto expreso de ley porque así lo dispone el artículo 3° 
transitorio de la Ley 19.253 sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas.
Se fundamenta el razonamiento del tribunal en la normas del artículo 7 del Decreto 
Ley 2.603 de 1979, que precedió al actual Código de Aguas, y que había reconocido 
expresamente el uso consuetudinario de las aguas como derecho, derechos que a su 
turno habían recibido amparo constitucional por aplicación del artículo 19 N° 24 de la 
Constitución Política de la República. Sostienen los sentenciadores que el artículo 2° 
transitorio del Código de Aguas, actualmente vigente, debe ser interpretado a la luz de 
los principios que inspiraban la normativa antes citada y que, por lo mismo, debe 
concluirse que la intención del legislador no es otra que simplemente regularizar el 
derecho de dominio que emana de las prácticas consuetudinarias, a través de su 
inscripción en el registro Conservatorio respectivo.
Se argumenta que el procedimiento de regularización instaurado por el artículo 2° 
transitorio del Código de Aguas permite regularizar y no constituir derechos, pues el 
189 Sentencia Corte de Apelaciones de Antofagasta, 16 de Enero del 2003
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derecho de propiedad existe y no está en discusión. Se requiere una simple 
normalización a través de una normativa de tipo procesal - no sustantiva - cuyo objeto 
específico es regularizar la forma de inscripción de un derecho de dominio pleno que no 
está inscrito pero sí reconocido legalmente. El cuerpo legal que reconoce el derecho de 
propiedad ancestral que reivindica la comunidad indígena de Toconce, sentencia la 
Excma. Corte Suprema,  es precisamente el artículo 3° transitorio de la Ley Indígena, lo 
único que falta y que corresponde a la judicatura establecer es el contenido y 
características esenciales de este derecho de dominio.
Es importante resaltar cuales fueron los fundamentos de hecho que sirvieron de 
antecedentes al fallo y que quedaron consignados en el procedimiento como hechos no 
cuestionados, con el objeto de ilustrar casos similares al caso en análisis:
• Es un hecho no discutido que la regularización se fundamenta en la 
circunstancia de ser la comunidad Atacameña de Toconce propietaria ancestral 
de los derechos de aprovechamiento que reclama, en los términos del artículo 3° 
transitorio de la ley 19.253. Cabe resaltar que, conforme a lo expresado en el 
fallo, no obsta a la existencia de un derecho de propiedad ancestral la 
circunstancia de que la comunidad se haya visto privada de hacer uso del 
recurso como consecuencia del ejercicio de derechos por parte del 
concesionario que ostenta derechos inscritos; 
• Quedó acreditado en juicio que desde tiempos inmemoriales los habitantes de 
Toconce han hecho uso ininterrumpido de las aguas del río Toconce para el 
consumo humano, animal y riego, siendo un hecho incuestionado que este 
derecho se ha ejercido con ánimo de dueño.
• Constituye un hecho público y notorio que la comunidad de Toconce ocupa en 
forma ancestral el recurso hídrico proveniente del río Toconce y, consigna la 
sentencia, de ello dan cuenta la enorme cantidad de terrazas de cultivo 
existentes en la zona, los canales de riego con sus correspondientes bocatomas, 
así como el uso inveterado de dichas aguas en labores de agricultura, pastoreo 
y consumo humano.
• El ejercicio de este derecho de propiedad ancestral ha sido efectuado sin 
violencia y clandestinidad e ininterrumpidamente de lo que da cuenta el hecho 
de que la empresa demandada ESSAN S.A. jamás formuló denuncia por 
usurpación de aguas en perjuicio de la comunidad Atacameña de Toconce.
• Finalmente se constata que los derechos de ambas partes pueden coexistir, lo 
que se expresa en que la empresa demandada no utiliza todas las aguas que 
posee, siendo un hecho público y notorio, concluye la Corte Suprema,  que la 
demandada suministra sus excedentes de agua a CODELCO  Norte. Se 
consigna, además, que el despoblamiento de la zona se debe al proceso de 
enturbamiento de las mismas aguas producto de la actividad minera, siendo 
establecido, asimismo, que ha sido la falta de agua lo que ha hecho disminuir las 
superficies cultivada de terrenos agrícolas al interior de la comunidad 
coadyuvando al proceso migratorio.
Conclusiones del caso
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Como se observa, el hecho fundante del derecho es la ocupación ancestral con 
ánimo de señor y dueño, aun cuando este ejercicio haya sido suspendido como 
consecuencia del uso privativo por parte del tercer  poseedor inscrito.
No exige el sentenciador una ocupación efectiva para dar por acreditado el 
ejercicio de derechos consuetudinarios, pues reconoce como derecho de posesión el 
uso ancestral por parte de la comunidad, aún cuando circunstancias externas la 
hubieran inhibido en el uso del recurso y hubieran modificado los patrones culturales de 
la comunidad. El asunto tiene particular importancia pues permite revertir procesos de 
apropiación por terceros que han alterado - entre otros patrones culturales – los 
modelos productivos de las comunidades.
Analizada desde esta perspectiva la jurisprudencia, quedan superadas 
concepciones que suponen que “lo tradicional” es aquello que persiste en el tiempo de 
un modo inmutable y adquiere reconocimiento jurídico por haberse preservado 
inalterable en el tiempo.  La jurisprudencia que emana de la Corte Suprema para el 
caso Toconce abre camino a concepciones metodológica que estiman que la cuestión 
de la cultura propia es un asunto jurídico – político que debe ser evaluado en el marco 
de los derechos indígenas y no desde una perspectiva etnográfica. Así establecido, hay 
un reconocimiento implícito que lo que está en juego, en este caso y en otros que 
puedan ser ilustrados a la luz de estos antecedentes, es el control de los Pueblos 
Indígenas sobre sus recursos, de los cuales depende su pervivencia como tales y en los 
que fundan su estrategia de desarrollo económico y cultural. 
Bajo esta concepción la expresión recursos190 alude a todos los elementos de una 
cultura que resulta necesario poner en juego para realizar un propósito social. Lo que 
incluye no solo los que podríamos denominar recursos propios, sino también aquellos 
recursos que han sido apropiados por terceros diversos del grupo social y sobre los 
cuales las comunidades han perdido el control como son los derechos de agua inscritos 
por particulares. Los recursos aún cuando hayan sido enajenados conforman la cultura 
propia en la medida que las comunidades involucradas demandan control sobre los 
mismos y cuentan con estos recursos para programar sus estrategias de futuro (Bonfil, 
1995: 469). 
A partir de las últimas décadas se han ido imponiendo los criterios que han sido 
recogidos en la sentencia de la Corte Suprema Chilena al pronunciarse a favor de las 
pretensiones indígenas en el caso “Toconce vs ESSAN S.A.” Así lo devela la discusión 
en el ámbito de los derechos indígenas que se gesta a nivel de la comunidad 
internacional a partir de la década de los ochenta, donde los Pueblos Indígenas a través 
de sus autoridades tradicionales, líderes y organizaciones han hecho explicita su 
demanda para recuperar el control sobre sus recursos – particularmente tierra, recursos 
naturales e hídricos - ciertos de que ello le permitirá definir su propia estrategia de 
desarrollo y no ser pasivos frente a las propuestas de desarrollo impuesta desde la 
sociedad mayor. 
190 El concepto de recursos que estamos utilizando incluye los recursos materiales (naturales y 
transformados), organizacionales (estructuras socio – políticas) intelectuales (conocimientos) , simbólicos y 
emotivos, etc. (Bonfil, 1995)
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Hay posturas que sostienen que este Derecho de Propiedad Ancestral ampara no 
solo a las comunidades indígena del norte del país, por aplicación del artículo 64 y  3 
transitorio, inciso 2, de la Ley Indígena, sino también  otras comunidades indígenas 
como las Mapuches, Kawéshqar, Yáganes y Rapa Nui, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 2 transitorio del Código de Aguas, que establece un procedimiento destinado a 
regularizar derechos de aguas fundado en la posesión.
5.2.2 Manejo y protección de cuencas: El Proyecto Pampa Puno, sus efectos en 
relación a la vigencia de los derechos indígenas sobre los recursos hídricos 
del río Loa y sus afluentes, II Región
Antecedentes Generales
Los derechos de agua de las comunidades Atacameñas ribereñas o tributarias del 
río Loa, en la sección media y superior de la cuenca, han sido afectados por la Gran 
Minería y las empresas Sanitarias. Estas comunidades enfrentan una situación de 
contaminación que coloca al cauce del río Loa entre las cuencas más saturadas del 
país, y sindican a la Gran Minería como la principal responsable de la contaminación del 
río191. Actualmente, enfrentan una nueva presión sobre el recurso agua a consecuencia 
de la ejecución en la cuenca del río Loa del Proyecto Proyecto denominado “Suministro, 
Construcción y Operación Aducción de Agua Pampa Puno”, que ejecuta la División 
Codelco Norte.
Los principales ríos de la cuenca del Loa, han sido concesionados a partir de 
1913. En esta época fueron concesionadas las aguas de la subcuenca de los ríos San 
Pedro e Inacaliri, los principales afluentes de la subcuenca del río Salado, ríos Linzor, 
Hojalar, Toconce y Salado, y las aguas del mismo río Loa, todas las cuales componen 
la cuenca del Río Loa. (Cuadra, Manuel, 2000: 95) 
Ribereñas al río Loa habitan al menos seis comunidades indígenas. La comunidad 
de Quillagua de origen Aymara y las comunidades Atacameñas de Conchi Viejo, Taira, 
Pueblo de San Pedro, San Francisco de Chiu Chiu y Lasana. Todas han sido 
impactadas por las políticas hídricas en el río Loa, la que ha comprometido el normal 
abastecimiento de aguas para el consumo de dichas comunidades y la sostenibilidad de 
sus actividades agrícolas y ganaderas. Sin embargo, el caso más emblemático en la 
cuenca hidrográfica del Loa lo constituye la comunidad Aymara de Quillagua, cuyos 
derechos ancestrales, tras la promulgación del Código de Aguas de 1981, fueron 
asignados a los comuneros a título individual y, posteriormente, vendidos por los 
titulares a las empresas mineras. En estos momentos sólo un 30% de los derechos 
tiene como titulares a personas de origen indígena, miembros de la comunidad, y la 
realidad es que no escurre agua en la cual hacer efectivo esos derechos de 
aprovechamiento y la localidad de Quillagüa enfrentan una situación de privación total 
del recurso192. 
En la cuenca del río Loa convergen intereses públicos, privados e indígenas que 
presionan por el uso y disposición de los recursos hídricos.  En consecuencia, las 
191 Browne, María Olivia (1997) . Revista Caras. La agonía del río Loa.
192 Entrevista a Víctor Palape, Presidente Comunidad Aymara de Quillagua, 17 de Mayo del 2005.
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decisiones políticas sobre la gestión del recurso agua de la cuenca compromete los 
siguientes intereses:
- Gran Minería como es el caso de CODELCO que impulsa el proyecto Pampa 
Puno, para aumentar la disponibilidad de agua que exige el crecimiento de la 
producción cuprífera como consecuencia de la implementación de nuevos 
centros de explotación minera; 
- Interés público expresado en la utilización del recurso para fines de consumo, 
cuya explotación ha sido concesionada a la Empresa Sanitaria y de Servicios 
de Antofagasta ESSAN S.A., recientemente privatizada, cuyas instalaciones 
han sido establecidas en los territorios ancestrales de la comunidad indígena 
de Taira, y que provee de agua a los centros urbanos de Antofagasta y 
Calama;
- Interés Indígena representado por los derechos esgrimidos por las 
comunidades indígenas ribereñas al río Loa, y que corresponden a las 
comunidades de Quillahua, Conchi Viejo, Taira, Pueblo de San Pedro Lasana 
y San Francisco de Chiu Chiu.
El Proyecto Pampa Puno y sus impactos respecto de los derechos de aguas 
indígenas
Como se señalara, en la Cuenca del río Loa, la División Codelco Norte, ha 
elaborado el Proyecto denominado “Suministro, Construcción y Operación Aducción de 
Agua Pampa Puno”, el que ha sido sometido al Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, y según lo expresado en el resumen ejecutivo del EIA, tiene su origen en la 
necesidad de recursos hídricos para la materialización del Plan de Negocios de Codelco 
Norte. 
El Proyecto nace de prospecciones que permitieron, a través de 9 pozos, alumbrar 
caudales aproximados a los 400 L/s.  Sobre la base de estas prospecciones y con los 
estudios ambientales de respaldo193, Codelco solicitó los derechos de uso consuntivo de 
ejercicio permanente y continuo del agua a la Dirección General de Aguas, la cual 
otorgó mediante la Resolución DGA Nº 859 del 3 de octubre de 2002,  un caudal medio 
anual de 300 L/s y caudal instantáneo de 399 L/s. 
Se observa en este caso, que la Dirección General de Agua al otorgar los 
derechos de aprovechamiento ha considerado que la extracción de las aguas 
subterráneas  no afecta el caudal de las aguas superficiales. Sin embargo, es un hecho 
no controvertido que las aguas superficiales del río Loa y sus afluentes son 
esencialmente descargas de aguas subterráneas, y así ha sido reconocido 
expresamente por CODELCO en el acápite 5.1.51 del EIA, al referirse a la calidad de las 
aguas superficiales. Asimismo, ha sido reconocido el bajo caudal de las aguas 
superficiales del río Loa, las cuales según lo expresado por el titular en el EIA alcanzan 
193 “Estudio de Línea Base e Impacto Ambiental por la Extracción de 300 litros por segundo en Sector 
Pampa Puno”, CIMM T&S S.A, octubre de 2000. “Hidrogeología y Modelo de Simulación Pampa Puno” 
Ingeorec Ltda. Noviembre 2001. 
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un caudal medio alcanza a 377 L/s, según aforos realizados aguas abajo de 
Quinchamale, en el kilómetro 85 del río Loa. Es decir el caudal de las aguas 
superficiales es incluso inferior al de las aguas subterráneas que se pretenden extraer y 
no está descartado que se trate de acuíferos relacionados. 
La DGA al otorgar los derechos de aguas que sustentan el proyecto Pampa Puno, 
no consideró lo dispuesto en el artículo 64 inciso 2 de la Ley Indígena que prohíbe 
otorgar nuevos derechos de aguas sobre acuíferos que surten aguas de varias 
comunidades indígenas, sin garantizar previamente su normal abastecimiento. 
Tampoco tuvo en consideración la resolución dictada por la misma entidad en enero del 
año 2000 a través de la cual, y a instancia de la Comunidad Atacameña San Francisco 
Chiu Chiu, declaró agotado el Río Loa y sus afluentes, para los efectos de otorgar 
concesiones de nuevos derechos consuntivos permanentes en el río y sus afluentes.194
La Evaluación de Impactos del Proyecto y sus efectos en la costumbre y formas 
de vida de las comunidades indígenas
El Proyecto sometido a Evaluación de Impacto Ambiental consiste en la extracción 
del agua, por elevación mecánica, indistintamente desde 8 de los 9 pozos que se 
encuentran autorizados, los cuales no deben superar los caudales máximos de 
extracción, fijados para cada pozo en  particular, y el transporte de este caudal hasta la 
Represa San Pedro, a través de un ducto de una extensión de poco más de 90 km de 
longitud. Desde la Represa las aguas serán enviadas a Chuquicamata a través de la 
actual aducción San Pedro existente. El EIA del proyecto Pampa Puno considera el 
reforzamiento de un tramo, de poco menos de 12 km, de la actual aducción existente 
entre la Represa San Pedro y Chuquicamata, cuyas obras se encuentran evaluadas en 
el EIA. Adicional a este refuerzo se contempla la construcción de un estanque de 
regulación, cercano a la Quebrada Paqui.
Según lo estipulado en el Artículo 10º letra “a” de la Ley Nº 19.300 y en el Artículo 
294º del Código de Aguas, el proyecto ingresa al SEIA porque se requiere la 
construcción de un sifón para atravesar el río Loa, requiriéndose para ello la aprobación 
del Director General de Aguas. Los Estudios Ambientales presentados a la DGA para
efectos de constituir los derechos reales de aprovechamiento de las aguas, forman 
parte del EIA que evalúa los impactos ambientales del denominado proyecto Pampa 
Puno en su conjunto.
El EIA, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 11º de la Ley Nº 19.300, 
considera los siguientes efecto potenciales del proyecto sobre el medio ambiente y el 
medio humano:
194 Resolución N° 197, Ministerio de Obras Públicas / DGA, 24 de Enero del 2000, publicada en el Diario 
Oficial con fecha 14 de febrero del 2000.
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“Letra b): Efecto potencial sobre los recursos naturales. Se consideró pertinente 
incorporar  el análisis ambiental asociado a la extracción de agua en el presente 
Estudio, razón por la cual se presentan los estudios de línea base y la evaluación de los 
potenciales impactos, aún cuando su evaluación y aprobación ambiental se realizó en el 
proceso de solicitud de los derechos de aguas subterráneas de Pampa Puno.
Letra d): Se encuentra próximo a la Futura “Reserva Nacional Alto Loa” de 
CONAF, la cual se encuentra a nivel de proyecto pero no se ha publicado el decreto 
respectivo. 
Letra e): El Proyecto contempla el trazado de un acueducto superficial y dada la 
cercanía a las zonas con algún potencial atractivo turístico citadas en el ítem anterior, 
se considera aplicable el análisis y evaluación ambiental del componente paisajístico del 
área y   
Letra f): Los estudios arqueológicos realizados en el área y particularmente en el 
sector del trazado permitieron identificar sitios arqueológicos, por lo que se considera 
aplicable el análisis y evaluación ambiental del componente arqueológico del área”195. 
Se identifica como “poblaciones” susceptibles de impacto aquellas que  se 
localizan dentro del distrito censal Volcán Miño, y que corresponden a los poblados de 
Lequena, Estación San Pedro, Santa Bárbara, Conchi Viejo, Quinchamale, Estación 
Conchi y Chela. No considera el EIA que las referidas poblaciones son comunidades 
indígenas protegidas por la Ley 19.253 sobre Fomento, Protección y Desarrollo de los 
Indígenas, Ley Indígena, las que se emplazan territorialmente en los referidos poblados.
Sobre las actividades económicas que desarrollan estos grupos humanos en el 
área de emplazamiento del proyecto, el titular resalta como motor principal la actividad 
minera y como actividad secundaria el comercio y la construcción. Minimiza, la actividad 
agrícola que puntualmente se practica en los asentamientos humanos más cercanos al 
área de proyecto, habida consideración de su carácter de subsistencia.
A través del EIA el titular sostienen que los impactos del proyecto sobre el medio 
humano son de escasa significación, argumentando en base al proceso migratorio. En 
efecto, se resalta la baja densidad de la población y su concentración en dos centros 
poblados Conchi Viejo y Estación San Pedro, donde se registra con mayor fuerza el 
fenómeno migratorio196. No se hace cargo el EIA de que en las actuales circunstancias 
– tras el proceso migratorio generado por impacto principalmente de la Gran Minería 
sobre los territorios indígenas – los indígenas que permanecen en el territorio lo hacen 
en emplazamientos dispersos, dedicados a la actividad silvo - pastoril de tipo 
trashumante, apasentando llamas, alpacas y ovejas en las vegas y aguadas que aún 
persisten en las inmediaciones del río Loa y sus afluentes. No considera tampoco, que 
195 Codelco Chile – División Codelco Norte, Suministro, Construcción y Aducción de Agua Pampa Puno, 
Resumen Ejecutivo EIA, (2005: 10)
196 En el área de influencia directa existe 69 casas, las cuales están concentradas principalmente en 
Conchi Viejo con 42 casas (61%) y en la Estación San Pedro con 17 casas (25%). Estas casas se 
caracterizan, principalmente, porque la mayoría se encuentra deshabitada, ya que sus ocupantes 
emigraron a otros sectores, en particular hacia Calama. Resumen Ejecutivo SEIA; ibidem: 20
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el despoblamiento de las comunidades indígenas del área se ha producido 
precisamente por la disminución del recurso agua.
El EIA, sin embargo, constata que las comunidades de la zona siguen 
desarrollando actividades culturales, rituales y económicas en sus territorios ancestrales 
y reconoce que estas se encuentran vinculadas a los ciclos hidrológicos. Actividades de 
limpia de canales, evento que se desarrolla la tercera semana de agosto y segunda 
semana de octubre. Es una celebración que se lleva a cabo durante varios días en 
diversos poblados andinos en los que se desarrolla agricultura, la que consiste en reunir 
a los trabajadores para reparar y limpiar las acequias, con ceremonias de carácter 
religioso197. Además existen sitios donde se realizan ritos propiciatorios de lluvias, como 
el volcán Miño, cerro ceremonial que junto a los cerros Aucalquincha y Santa Rosa, 
forman parte de los cerros tutelares de la comunidad, junto con estos ritos existen 
ceremonias relacionadas con festividades del calendario católico andino, algunas de 
estas se realizan en zonas cercanas o dentro del área de influencia del proyecto, entre 
estos destacan:
- Dos cruces
- La Colina de la Cruz
- Colina de arenas negras198
Es evidente que la sobrevivencia de las comunidades indígenas en la cuenca del 
río Loa depende de la disponibilidad de recursos hídricos cada vez más escasos. El 
Resumen Ejecutivo del EIA – Pampa Puno, reconoce esta circunstancia al constatar 
que la agricultura que practican las comunidades indígenas en la cuenca es la de tipo 
“oasis” cultivando maíz, poroto, quínoa, calabaza, ají, zanahoria, etc. Asimismo, 
reconoce que esta actividad agrícola complementada con el pastoreo de camélidos, 
representado por llamas, lo que tiene una gran importancia en la economía productiva, 
ya que entre otros usos se emplea para el transporte de los cultivos y de este modo 
facilitar el comercio. Estas actividades agrícolas utilizan técnicas que se han mantenido 
a través de siglos, junto con actividades artesanales con materias primas como lana, 
greda y piedras volcánicas199. 
Conjuntamente con lo anterior se destaca que en el área de influencia del proyecto 
existen diversos lugares de atracción turística200 e importantes sitios arqueológicos y 
patrimoniales indígenas201.
197 Resumen Ejecutivo SEIA; ibidem: 21
198 Resumen Ejecutivo SEIA; ibidem: 21
199 Resumen Ejecutivo SEIA; ibidem: 21
200 Embalse Conchi; Puente Conchi; Pueblo de Conchi Viejo; sitios pertenecientes al patrimonio 
arqueológico; Río Loa; Reserva Nacional Alto Loa (en Proyecto); Sitios de pesca a lo largo del río Loa; 
Baños de El Taira. Resumen Ejecutivo – EIA; Ibidem: 21 
201 En el área de Campo de Pozos, se advierte la presencia de 22 sitios arqueológicos, focalizados  en 
cuatro áreas: Yocas, Sapunta, Puno y Guacazul.  En general, se trata de campamentos abiertos con 
una cierta recurrencia en la ocupación, o estructuras pircadas para la protección humana y del ganado. 
Ninguno de los sitios encontrados representa un alto valor en sí por tamaño, antigüedad supuesta, 
riqueza u otro rasgo notable. Sin embargo, todos ellos representan aspectos de modos de vida que 
aprovechaban los recursos de esta área de extrema dureza ambiental. A estos se agregan 5 sitios 
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Para mitigar los eventuales impactos ambientales y garantizar el manejo 
sostenible de la cuenca del río Loa, CODELCO asume los siguientes compromisos202: 
- Desarrollar y aplicar el modelo de simulación para la predicción oportuna de los 
impactos derivados de la extracción de agua subterránea en el acuífero Pampa 
Puno y áreas sensibles asociadas.
- Mejorar el conocimiento del sistema y de su respuesta frente a la explotación de 
agua subterránea.
- Permitir la predicción oportuna de los impactos, de tal modo de prevenir 
afecciones negativas en el sector tomando oportunamente las medidas 
necesarias para evitar los impactos no deseados.
Para el cumplimiento de estos objetivos se considera la adopción de las siguientes 
medidas:
- Monitorear el comportamiento del acuífero y áreas sensibles.
- Realizar predicción y evaluación de los impactos ambientales y conforme a ello 
llevar a cabo medidas de corrección.
- Revisar y actualizar periódicamente el Plan de Alerta Temprana – Pampa Puno 
(PAT – PP).
La empresa ejecutora se compromete, durante el ejercicio de los derechos de 
aprovechamiento de aguas subterráneas en Pampa Puno, a respetar las siguientes 
condiciones:
- No afección al río Loa
- No afección a vega y vertiente Sapunta
- Que no se afecte negativamente el acuífero
Para el seguimiento Ambiental de las Aguas subterráneas proceso en el cual se 
sustenta el PAT – PP, se sugieren las siguientes medidas:
- Medición del acuífero en la fase de prebombeo y de operación en 17 pozos
arqueológicos en el sector de Pampa Puno, identificados en el desarrollo del presente Estudio de 
Impacto Ambiental, correspondiente a cúmulos demarcadores, implementados durante la conquista 
minera del siglo XIX. En el área del Trazado de la aducción Pampa Puno, se identificaron 49 sitios 
arqueológicos, 16 de ellos corresponde a sitios de alta relevancia patrimonial.  Del total se identificaron 
20 sitios prehispánicos, 12 sitios históricos subactuales, 2 sitios históricos actuales y 2 sitios históricos 
etnográficos. Además existen 18 sitios indeterminados o sin indicadores cronológicos específicos.
Se identificaron 16 sitios ubicados a menos de 15 m del centro del trazado, de los cuales 3 se han 
catalogados como de importancia Alta, 1 de importancia media y 12 de importancia baja. Esta situación 
inducirá al redireccionamiento de la aducción durante la Ingeniería Básica de modo de no afectar el 
patrimonio arqueológico señalado.  Finalmente en el área denominada Obras Complementarias no se 
registraron restos prehispánicos y/o coloniales, la ausencia de minerales de cobre y los residuos 
vinculados con las instalaciones de las tempranas cañerías, vincularían a estos sitios con los 
campamentos de dichas instalaciones de comienzo del siglo 20. No se advierten sitios de alta 
relevancia salvo el cementerio de Conchi cuyo valor patrimonial es evidente, el que, sin embargo, se 
encuentra fuera del área de influencia. Resumen Ejecutivo – EIA; Ibidem: 21
202 La medidas de mitigación propuesta por la División Codelco Norte para efectos de garantizar el manejo 
sostenible de la cuenca están establecidas a través del Plan de Alerta Temprana Pampa Puno (PAT –
PP), el que persigue establecer las variables a controlar y como efectuar el seguimiento de las mismas, 
de manera de poder monitorear las medidas de corrección, a través de ajustar la explotación de las 
aguas subterráneas. 
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- Control de niveles en forma mensual. En los tres primeros meses de producción 
el control se realizará semanalmente.
- Control de extracciones (mediante medidores instantáneos y totalizadores de 
flujo)
- Calidad química en 9 pozos.203
Para el seguimiento Ambiental de las Aguas superficiales y que permitirá 
garantizar el compromiso de cero impacto asumido por la empresa, se sugieren las 
siguientes medidas: 
En el Río Loa,
- Caudales mediante aforos y mediciones limnimétricas mensuales en 17 puntos, 
durante dos años en la fase prebombeo y durante toda la fase de explotación
En la Vertiente y Vega Sapunta
- Nivel de aguas de las dos pozas, mediante estaca
- Avance y o retroceso de la vega
- Calidad química del agua204
Cabe relevar la importancia de los compromisos ambientales asumido por la 
ejecutora del proyecto. No obstante, se debe insistir en que el PAT – PP, como su 
nombre lo indica sea un instrumento preventivo de las externalidades negativas del 
proyecto sobre el acuífero, toda vez que cualquier error deriva en la extinción definitiva 
de las comunidades indígenas ribereñas al proyecto.  El PAT – PP, se ha sostenido,  no 
da certezas sobre dicho carácter preventivo, toda vez que según lo expresado por el 
titular se desconoce cabalmente el comportamiento de la cuenca.205
La cuestión que se plantea tras el compromiso de “impacto cero” respecto de las 
aguas superficiales, asumido por la empresa, es el diseño de un sistema de monitoreo 
efectivo por parte de los órganos del Estado y las comunidades afectadas. En el caso, 
son evidentes las condiciones de vulnerabilidad que enfrentan las comunidades 
afectadas para asumir la defensa autónoma de sus intereses. Por tanto, corresponde al 
Estado, en virtud de las obligaciones y derechos establecidos en la Ley de aguas y 
leyes complementarias, establecer mecanismos para otorgar asesoría técnica y política  
a las comunidades indígenas, que les permitan ejercer sus derechos y exigir, en la 
eventualidad que se ejecute el proyecto, el pleno cumplimiento de los compromisos 
ambientales adoptados por CODELCO.
En el ámbito de la participación, la División Codelco Norte se ha comprometido a 
mantener una relación de trabajo con las comunidades indígenas cercanas al área del 
Proyecto Suministro, Construcción y Operación de Aducción de Agua Pampa Puno, 
enmarcada en la Estrategia de Desarrollo Sustentable, Política de Buen Vecino y el 
Programa Regional de Pueblos Indígenas impulsada por la empresa en las comunas de 
Ollagúe y Calama, donde se ejecuta su plan de negocios206.
203 Resumen Ejecutivo – SEIA; ibidem: 29
204 Resumen Ejecutivo – SEIA; ibidem: 29
205 “Con la explotación del acuífero será posible lograr un mayor conocimiento del sistema acuífero Pampa 
Puno, lo que permitirá corroborar y/o mejorar las predicciones del comportamiento del sistema.” Resumen 
Ejecutivo – SEIA; ibidem: 29.
206 Resumen Ejecutivo – SEIA; ibidem: 30
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Hasta la fecha la empresa no ha implementado un proceso de participación 
ciudadana específico para el proyecto Pampa Puno y sólo ha considerado el Programa 
de Pueblos Indígenas que se reduce a otorgar apoyo productivo silvoagropecuario y a 
fortalece las organizaciones y cultura de las comunidades indígenas de la II Región207. 
Conclusiones del caso
De conformidad a lo expuesto y en lo que respecta los derechos de aguas de las 
comunidades indígenas localizadas en el área de influencia del proyecto Pampa Puno, 
cabe formular al algunas observaciones, tanto al proceso de constitución de derechos 
de aguas y como al proceso de evaluación de impacto ambiental.
Los derechos reales de aprovechamiento de las aguas que sustentan el proyecto 
han sido otorgados por la Dirección General de Aguas sin considerar la vigencia de 
normas legales que prohíben el otorgamiento de nuevos derechos reales de 
aprovechamiento en el cauce del río Loa y sus afluentes, como son la resolución 
Resolución N° 197, MOP/ DGA (2000), que declara saturado el acuífero, y, asimismo, el 
artículo 64 inciso 2 de la Ley Indígena que prohíbe otorgar nuevos derechos de aguas 
sobre acuíferos que surten aguas de varias comunidades indígenas, sin garantizar 
previamente su normal abastecimiento.
A través del EIA el titular sostiene que los impactos del proyecto sobre las 
comunidades indígenas son de escasa significación, argumentando en base al proceso 
migratorio. Sin embargo, la realidad evidencia, y así lo reconoce el mismo ejecutor del 
proyecto, que en la cuenca del río Loa las comunidades Indígenas siguen desarrollando 
actividades agrícolas, pastoriles y culturales, dependientes de la disponibilidad de 
recursos hídricos, cada vez más escaso.
5.2.3 Desarrollo sostenible y pertinencia cultural en la gestión de los recursos hídricos: 
impactos del proyecto minero Pascua Lama sobre los recursos hídricos de la 
Comunidad Diaguita de los Huascoaltinos, III Región
Antecedentes Generales
El proyecto Pascua Lama se ubica en la cabecera de los ríos del Estrecho y el 
Toro, en la zona fronteriza con Argentina, a uno 150 kilómetro en línea recta al sureste 
de la ciudad de Vallenar.  El mismo se asienta al interior del territorio comunitario de la 
Estancia de los Huascoaltino, en la Estancia Chañarcillo o Chollay, adquirida por la 
empresa Nevada S.A. para el emplazamiento de este proyecto minero.  En territorio 
argentino el proyecto se ubica a 300 kilómetros al noroeste de la ciudad de San Juan, 
en el Departamento de Iglesia, Provincia de San Juan.
El proyecto se ejecuta en Chile por la Compañía Minera Nevada Ltda. (CMN), filial 
indirecta de Barrick Gold Corporation, y considera la explotación de yacimientos de 
minerales de oro, plata y cobre, y su beneficio para producir metal doré (oro – plata).  
El proyecto Pascua Lama fue sometido al Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental establecido en la Ley 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente, en 
207 Resumen Ejecutivo – SEIA; ibidem: 30
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agosto del año 2000; posteriormente fue calificado de manera favorable mediante 
Resolución Exenta N° 039 de la COREMA III Región, de fecha 25 de abril de 2001 y 
modificada por Resolución Exenta N° 059, de fecha 3 de julio de 2001.  A contar del año 
2001 la empresa ha continuado estudiando la geología y mineralización del área, 
identificando mayores reservas, lo que ha determinado la refinación del plan minero.  A 
raíz de ello, se han incorporado modificaciones al diseño del Proyecto, orientadas 
básicamente a aumentar la capacidad de explotación y beneficios de los yacimientos en 
aproximadamente un 30% respecto al proyecto original. La producción de oro alcanzará 
un rango de 675.000 a 700.000 onzas/año (750.000a 775.000 onzas/año durante los 
primeros 10 años), en tanto la producción de plata alcanzará un rango de 24 a 25 
millones de onzas/año (30 millones de onzas/año durante los primeros 10 años).
El conjunto de modificaciones que han surgido en el lado chileno como resultado 
del refinamiento del plan minero se someten a nueva evaluación ambiental a través del 
correspondiente Estudio de Impacto Ambiental  (EIA), el que actualmente se encuentra 
en proceso de evaluación ante las autoridades ambientales de Chile208.
El conjunto de modificaciones que se someten a evaluación, incluyen básicamente 
lo siguiente: la explotación del nuevo yacimiento denominado Penélope; aumento del 
ritmo de extracción de mineral de 37.000 toneladas por día a 48.800 toneladas por día; 
aumento de la tasa de procesamiento a partir del cuarto año, de 33.000 toneladas por 
día a 44.000 toneladas por día; modificación del punto de captación de agua en el río 
del Estrecho; reubicación del sistema de manejo y tratamiento de drenajes del depósito 
de estéril, para asegurar un flujo gravitacional; y ampliación del campamento ubicado en 
Chile.  Se mantiene sin modificación el caudal de captación de agua, el flujo vehicular 
desde Chile, y la cantidad y calidad de drenaje a ser manejado y tratado.
Según el Estudio de Impacto Ambiental, las modificaciones del Proyecto no 
producen cambios de consideración respecto de los impactos ambientales
contemplados en el proyecto originalmente aprobado. Sin embargo, el estudio menciona 
medidas de mitigación relacionadas con el recurso hídrico, las que básicamente 
consisten en la reducción de la captación de agua fresca en el río del Estrecho de 42 a 
31 litros por segundo durante el período de estiaje en un año muy seco, para contribuir 
a mantener un caudal ecológico en el río del Estrecho, y operar las captaciones de agua 
de acuerdo a lo que establezcan los estatutos de la Junta de Vigilancia del Río Huasco 
y sus Afluentes, para no afectar a los demás usuarios. 
Impactos del Proyecto sobre las costumbres y formas de vida de la comunidad 
diaguita de los Huascoaltinos
El proyecto Pascua Lama se emplaza en territorios de propiedad de la Comunidad 
Agrícola de los Huascoaltinos, quienes se oponen al proyecto argumentando que 
impacta directamente sus formas de vida y costumbres.  Esta Comunidad Agrícola de 
los Huascoaltinos está integrada por personas que descienden de las comunidades 
diaguitas que desde tiempos precolombinos han habitado dicho territorio. Su estructura 
social se articula sobre la base de la ocupación ancestral del territorio y del desarrollo 
208 Con fecha 6 de diciembre de 2004 la Compañía Minera Nevada Ltda., representada por Alejandro 
Labbé S., sometió a evaluación este nuevo Estudio de Impacto Ambiental (EIA) de su proyecto 
denominado “Modificaciones Proyecto Pascua-Lama”
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de actividades productivas que se caracterizan por ser silvo-pastoril, dedicada al 
pastoreo de ganado caprino y mular y a la agricultura. (Molina y otros, 2005).
La actividad ganadera se sustenta gracias a  la ocupación de importantes y 
dilatados espacios territoriales de la cordillera a través de la trashumancia, que 
considera el uso de pisos ecológicos diferenciados por la altura, denominados 
invernadas y veranadas.  Esta economía ganadera se complementa con la agricultura 
en pequeña escala, la minería artesanal y la actividad recolectora y de caza.  Es 
importante resaltar que la actividad silvo- pastoril de los Huascoaltino hace uso de todos 
los recursos ecológicos–ambientales y naturales existentes en sus territorios, para de 
este modo constituir un espacio cultural, social y económico que se localiza en la 
Precordillera y Cordillera de los Andes. (Molina y otros, 2005).
La actividad agrícola se efectúa sobre la base de huertos de una superficie 
promedio de una hectárea aproximadamente, los que se encuentran localizados en el 
valle de Huasco Alto, sobre la cuenca del río El Tránsito.  En estas zonas de han 
desarrollados cultivos frutícolas y hortícola de subsistencia y, en épocas más 
recientemente, el desarrollo de la agricultura ha permitido el desarrollo de monocultivos 
de uvas de exportación, paltos y especies exóticas como el mango.  Las condiciones 
climatológicas y la riqueza de los suelos en el valle han favorecido el desarrollo de la 
agro-industria de cuyos beneficios, en términos relativos, participan los miembros de la 
comunidad. (Molina y otros, 2005).
Las particularidades socio-culturales de esta comunidad han sido reconocidas por 
la legislación chilena, mediante la Ley 19.253 sobre Protección, Fomento y Desarrollo 
de los Indígenas y por el D.F.L. No. 5 de 1967 y sus posteriores modificaciones, a 
través de la cual el Estado de Chile reconoce la propiedad ancestral comunitaria de los 
Huascoaltinos sobre sus territorios y, al mismo tiempo, las reglas consuetudinarias que 
regulan la propiedad y sus particulares sistemas de uso.
Es del caso destacar que el EIA sometido a evaluación para pronunciarse sobre 
los impactos del proyecto Pascua Lama no ha considerado la variable antropológica, a 
pesar de estar emplazado en territorio Diaguita209. Tampoco consta que en el caso se 
haya solicitado la autorización del Gobernador provincial para ejecutar faenas mineras 
en lugares que afectan fuentes de agua210.
En este contexto la COREMA, al pronunciarse favorablemente sobre el proyecto 
en el año 2001 y, en el caso hipotético que aprobara las modificaciones al proyecto en 
los términos en que ha sido sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, 
adenda N° 1, habría incurrido en una ilegalidad.
Para subsanar esta situación, en lo que respecta a la variable antropológica,  la 
COREMA ha aprobado una nueva resolución que observa el adenda N° 1 - EIA y ha 
209 Artículo 11 letra c), Ley 19.300, sobre Bases del Medio Ambienta; artículo 8 y 9, Decreto Supremo N° 
95/2001 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, publicado en el diario 
oficial el sábado 07 de diciembre de 200, aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del 
Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 
210 Artículo 17 N° 1, Código de Minería.
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exigido la elaboración de un nuevo adenda N° 2 – EIA211, que se pronuncie 
específicamente sobre dicha variable, atendido su impacto sobre las costumbres y 
sistemas de vida de la etnia diaguita, sus territorios, recursos naturales y patrimonio 
arqueológico.212
El Proyecto Pascua Lama y sus efectos respecto de los derechos de aguas 
indígenas
El proyecto, además, ha sido cuestionada desde la perspectiva ambiental, en particular, 
ha sido relevado sus efectos negativos en la disponibilidad y contaminación de los 
recursos hídricos. 
La autoridad ambiental ha formulado cuestionamientos específicos a la línea de base de 
los recursos hídricos y al plan de manejo de los glaciares. COREMA III Región ha 
exigido que se entregue una línea de base de aguas subterráneas, que de cuenta de los 
caudales medianos mínimos y máximos, para períodos mensuales y anuales, donde 
estén presentes todos los aportes a la cuenca y sus salidas213.  La COREMA 
argumenta, que la línea de base presentada por el ejecutor del proyecto no permite 
conocer la hidrología de la cuenca en la naciente del río el estrecho, ni del río el Toro, 
donde se emplaza el proyecto214. 
La línea de base solicitada es indispensable para evaluar los impactos y la 
pertinencia de las medidas propuestas por el titular para mitigar los impactos del 
proyecto sobre los recursos hídricos. Entre Las medidas que no son posibles de evaluar 
con la información disponible se encuentran: las obras para la captación del drenaje 
ácido; el diseño de la red de monitoreo que se haga cargo del seguimiento del proyecto; 
medidas asociadas al plan específico de traslado de glaciares; entre otros.215
A pesar de su importancia, estas consideraciones ambientales no fueron tenidas a 
la vista por COREMA III Región para aprobar la resolución  N° 039 del 2001 y sus 
posteriores modificaciones (ICSARA I), a través de la cual otorgó la resolución de 
calificación ambiental al proyecto Minero Pascua Lama. Es a partir de la evaluación del 
Proyecto de Modificación al referido proyecto minero, sometido al SEIA en diciembre del 
año 2004, cuando organismo ambiental ha reconsiderado estas cuestiones y su impacto 
sobre los recursos hídricos del Valle del Huasco.
El proyecto impacta directamente los glaciares Esperanza, Toro 1, Toro 2, y 
Guanaco, como consecuencia de la remoción de 13 hectáreas de hielos que serán 
extraídos de los tres primeros y depositados sobre el glaciar Guanaco, para la 
construcción del rajo abierto, que permitirá la explotación del yacimiento minero que 
subyace bajo dichos hielos milenarios.
La COREMA ha observado el plan de manejo de glaciares y ha exigido que la 
empresa lo complemente a través del adenda N° 2. La principal observación dice 
211 Segundo Informe consolidado de solicitud de aclaraciones, rectificaciones y/o ampliaciones al estudio 
de impacto ambiental del proyecto "Modificaciones Proyecto Pascua Lama" de la compañía minera 
Nevada Ltda. ICSARA II. Comisión Regional del Medio Ambiente, COREMA III Región de Atacama.
212 Párrafo 7.1, Segundo Informe, ibidem.
213 Párrafo 2.1, Segundo Informe, ibidem.
214 Párrafo 2.1, Segundo Informe, ibidem.
215 Párrafo 2.1, Segundo Informe, ibidem.
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relación con reconsiderar los glaciares impactados directamente por el proyecto. 
Conforme al proyecto Pascua Lama 2001, la respectiva resolución de calificación 
ambiental y el EIA en proceso de evaluación consideraron objeto de impacto directo los 
glaciares Esperanza, Toro 1 y Toro 2 sobre los cuales se construirá el rajo de la mina. 
Sin embargo, la COREMA exige que el adenda N° 2 se pronuncie, además, sobre los 
impactos en el glaciar Guanaco como consecuencia de la deposición de los hielos 
removidos, que serán instalados sobre el mismo. Asimismo, COREMA exige se evalúen 
los impactos sobre el Glaciar del Estrecho pues, si bien se localiza a más de 900 metros 
del borde del rajo, se encuentra a unos 300 metros del canal perimetral norte superior y 
a similar distancia del límite superior del depósito de estériles. De esta manera el 
organismo ambiental asume que existen otras variables que pueden afectar los 
glaciares y exige al titular del proyecto que se pronuncie sobre ellos.
La observaciones de COREMA exigen que Nevada Ltda. aclare la metodología 
utilizada para determinar las precipitaciones en el sector de emplazamiento del 
proyecto, ya que esta se realizaron en la estación el Indio en la IV Región y no en 
Pascua Lama, por lo que deben ajustarse los coeficiente de correlación de la 
información meteorológica a los patrones hídricos del sector alto andino de la III Región 
con menor coeficiente de precipitaciones. Exige precisar los estudios de balance de la 
masa de los glaciares, cuyo comportamiento deberá evaluarse conforme a los glaciares 
de la zona de emplazamiento del proyecto. Además exige que las mediciones de 
espesor, estructura y densidad del manto de la nieve sobre los glaciares, se realice  de 
acuerdo a las recomendaciones adoptadas por UNESCO en la materia, las que no han 
sido cumplidas. Se cuestiona la metodología utilizada para la sublimación del balance 
hídrico en los glaciares. Se requiere mediciones adicionales de los glaciares, evaluar el 
impacto de la acumulación de polvo y detritus en los glaciares. Finalmente, COREMA 
reconoce que las alteraciones geomorfológicas que efectuará el proyecto en la 
quebrada del estrecho como consecuencia de la construcción del rajo impedirán frenar 
los vientos que soplan en dirección al este y que alcanzan hasta 100 m/s aumentando la 
factibilidad de deshielos, por lo que exige a l titular “ modelar” esa situación.
Finalmente, se cuestiona la viabilidad ambiental de la reubicación del hielo y se 
objetan los ejemplos presentados por el titular para dar por acreditada la viabilidad del 
proyecto sin daños en los glaciares216
Las organizaciones indígenas del Valle del Huasco y la sociedad civil, ha puesto 
en conocimiento de las autoridades los impactos del proyecto en sus actividades 
económicas. Como se señaló la comuna de Alto del Carmen – Valle del Huasco, posee 
una vocación productiva agrícola que ha presentado un importante desarrollo 
agroindustrial en las última década. La producción agrícola está destinada, 
fundamentalmente, a la producción de uva de mesa para exportación.
216 “A mayor abundamiento, en el Punto 4.4. “Experiencia en otros glaciares”:, se presentaron tres 
ejemplos:
a. El proyecto del traslado de partes de un glaciar en Kumtor, en Kyrgyzstan. Sin presentar ninguna 
base de datos exactos, que aprueben la similitud con el Proyecto Pascua Lama, salvo la altura 
entre 3.600 y 4.400 MSN.
b. El Proyecto Windy Craggy de oro/cobre de Colombia Británica, Canadá, que finalmente nunca se 
construyó y no se concretó el traslado de glaciares.
c. El Glaciar Horstman, también en Colombia Británica, Canadá, donde se acondicionó la superficie 
del glaciar para prácticas de sky, pero sin intervención de la masa glaciar.
Conforme a lo anterior, ninguno de los tres proyectos es apto para mostrar la viabilidad del traslado de 
hielos glaciares en proyecto Pascua – Lama”. Párrafo 3.46, Segundo Informe, Ibidem
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La autoridad ambiental se ha hecho eco de esta circunstancia y ha exigido que el 
EIA – Adenda N° 2, se pronuncie sobre los efectos del proyecto en las actividades 
económicas del Valle, todas las cuales tienen dependencia del sistema hidroecológico 
impactado por el proyecto.217
Las implicancias del Protocolo de Acuerdo entre la Junta de Vigilancia del Río 
Huasco y sus afluentes y  la Compañía Minera Nevada para la vigencia de los derechos 
de aguas indígenas
El 30 de junio del año 2005 la Junta de Vigilancia de la Cuenca del Río Huasco y 
sus Afluentes, representada por el Presidente del Directorio y por el Secretario miembro 
del Directorio,  y la Compañía Minera Nevada Ltda. (CMN), convinieron un protocolo a 
través del cual la CMN encomienda a  la Junta de Vigilancia  de la Cuenca del Río 
Huasco y sus Afluentes la elaboración del documento de respuesta de todas las 
observaciones, comentarios e inquietudes formuladas por COREMA en el ICSARA II y 
documentos adicionales, incluyendo los estudios técnicos necesarios218. 
En el marco de este protocolo, la Empresa Minera Nevada asume los siguientes 
compromisos ambientales:
• Evitar la acidificación de los recursos hídricos aguas abajo del proyecto y, 
asimismo, evitar afectar los recursos naturales de la Cuenca en las etapas de 
construcción, producción y cierre del proyecto. La ejecutora del proyecto se 
compromete a suspender el proyecto en caso de que los estudios técnicos 
determinen que no es posible evitar que las aguas abajo sean acidificadas y a 
detenerlo en caso de que siendo posible su ejecución, durante la operación del 
proyecto, se sobrepasen los parámetros de acidificación.
• Efectuar un balance y análisis de los recursos hídricos superficiales, 
subterráneos y provenientes de los glaciares.
Como medidas de compensación la Empresa Minera Nevada asume los 
siguientes compromisos indemnizatorios:
• Construcción de un embalse de regulación, en el sector alto del Río del Carmen. 
Para estos efectos se compromete a aportar la suma de US$ 5.000.000 (cinco 
millones de dólares americanos)
• A fin de compensar los potenciales impactos y efectos adversos, directos e 
indirectos, resultantes de la ejecución del proyecto aporta a la Junta de 
Vigilancia la suma de U$ 60.000.000 (sesenta millones de dólares americanos), 
pagaderos a 20 años, en cuotas anuales de U$3.000.000.000 (tres millones de 
dólares americanos). Los recursos será destinados al desarrollo de obras de 
riego e infraestructura hidráulica y, en general, a programas y proyectos que 
217 Párrafo 7.2, Segundo Informe,  ibidem.
218  Este estudio, se estipula, dará lugar a la elaboración de común acuerdo y a satisfacción de ambas 
partes del Adenda 2 . Los costos que irrogue el peno cumplimiento del mandato por parte de la Junta 
de Vigilancia serán de cargo de la Compañía Minera Nevada y evaluados de común acuerdo entre las 
partes en la suma de UF 11.650. Protocolo de Acuerdo Junta de Vigilancia del Río Huasco y sus 
afluentes y Nevada Ltda. (Junio, 2005).
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permitan el cumplimiento de los fines que la ley y los estatutos encomiendan a la 
Junta.
El Protocolo de Acuerdo, ha sido objeto de diversos cuestionamientos. 
Se argumenta que la Junta de Vigilancia de la Cuenca del Río Huasco y sus 
Afluentes, se ha excedido en sus atribuciones al suscribir un acuerdo que compromete 
el goce de los derechos reales de aprovechamiento de aguas de sus miembros.  La 
facultad de disposición de los atributos del derecho está reservada exclusivamente a los 
titulares, amparados para estos efectos por el derecho de propiedad que le otorga la 
Constitución Política de la República, artículo 19 N° 24, inciso final.  La Junta de
Vigilancia es la organización que aúna a los usuarios de agua en el Valle y su misión 
principal es administrar y distribuir los recursos hídricos superficiales y subterráneos, 
corrientes y detenidos correspondientes a los derechos de aprovechamiento 
consuntivos y no consuntivos de ejercicio permanente o eventual, continuo, discontinuo 
o alternado a que tienen derecho sus miembros y/o accionarios en los cauces naturales 
originados en la cuenta del Río Huasco. Asimismo, explota y conserva las obras de 
aprovechamiento común y realiza los demás fines que encomienda la Ley a través del 
Código de Aguas de 1981 y los Estatutos que rigen la organización. A través del 
Protocolo en análisis, el Directorio de la Junta de Vigilancia ha convenido un acuerdo 
transaccional por medio del cual acepta compensar los eventuales daños en la calidad y 
cantidad de los recursos hídricos del Valle del Huasco, como consecuencia de la 
ejecución del Proyecto Minero Pascua Lama, lo que impacta directamente el pleno 
ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas que ostentan sus miembros. 
Los derechos de los titulares de derechos de aguas no han estado representados en el 
proceso de negociación. En efecto, a la suscripción del acuerdo sólo han concurrido los 
miembros del Directorio, y éste no ha sido sometido a conocimiento de la Asamblea, 
sino una vez que ya estaba suscrito. 
Por otro lado, se objeta la legitimidad del acuerdo desde el punto de vista de los 
intereses involucrados y su representación en el proceso de negociación. La Junta de 
Vigilancia es una organización de usuarios de aguas y, por tanto, representa un interés 
sectorial.  No obstante, a través del Protocolo de Acuerdo, esta entidad compromete los 
derechos territoriales de todo el Valle, cuyos titulares son la Comunidad Diaguita de los 
Huascoaltinos – propietarios de la Estancia de los Huascoaltinos,  propiedad 
comunitaria que circunda el valle de Huasco Alto - y los múltiples propietarios 
individuales que habitan dicho territorio, que en su mayoría son comuneros de los 
Huascoaltinos y descendientes de la etnia Diaguita. Además, se sostiene, que a través 
del Protocolo de Acuerdo se resguardan preferentemente los intereses de los grandes 
propietarios agrícolas del Valle del Huasco, quienes serán los principales beneficiarios 
de las obras de riego e infraestructura hidráulica que se construirán con cargo a las 
indemnizaciones comprometidas por la Compañía Minera Nevada. Finalmente, se ha 
relevado que el Protocolo de Acuerdo pone una alerta a las autoridades de gobierno y a 
la sociedad civil en general, respecto a considerar el hecho de que el proceso de 
Evaluación de Impacto Ambiental haya derivado en un proceso de negociación privada 
de sus impactos ambientales y socio culturales. En este contexto, se ha hecho un 
llamado a las autoridades ambientales para garantizar el interés público que sustenta el 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y obrar con plena prescindencia de dichos 
acuerdos privados, cuando tenga que pronunciarse sobre la calificación ambiental del 
proyecto y evaluar las externalidades negativas, ambientales y/o socio culturales, del 
mismo. En particular, las organizaciones indígenas, de cara a este proceso han 
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solicitado a la autoridad gubernamental salvar eventuales inequidades y presiones 
ilegítimas en las negociaciones que involucran sectores más desprotegidos de la 
población frente a conglomerados corporativos de gran poder político y económico.
Conclusiones del caso
De los antecedentes expuestos se evidencia que el Estudio de Impacto Ambiental  
del proyecto no ha considerado su eventual impacto sobre las costumbres y formas de 
vida de la comunidad Diaguita que habita el Valle del Huasco y sus afluentes. Tampoco 
ha considerado el impacto sobre la actividades económicas del Valle dependientes de 
los recursos hídricos, siendo constatado, asimismo, que los eventuales impactos del 
proyecto se ciernen principalmente sobre los recursos hídricos del valle.   
En este contexto, se valora como positivo la resolución pronunciada por COREMA 
III Región, a través de la cual exige al ejecutor del proyecto pronunciarse sobre estas 
variables de impacto, sometiendo a evaluación los potenciales impactos socio culturales 
y económicos del proyecto, así como exige ampliar información  respecto a los impactos 
sobre los glaciares y las aguas que componen el sistema hidrológico de la Cuenca del 
Río Huasco y sus afluentes.
Sobre el Protocolo de  Acuerdo suscrito entre la Junta de Vigilancia y la Compañía 
Minera Nevada Ltda., sin perjuicio de las objeciones formuladas en los párrafos 
precedentes que cuestionan la legalidad del acuerdo, cabe relevar que a través de este 
acuerdo los particulares suplantan funciones públicas al resolver en un acuerdo 
transaccional privado los impactos ambientales de un proyecto de inversión sobre los 
recursos hídricos.
5.2.4 Privatización de Derechos de Agua: Proyectos hidroeléctricos y derechos de 
aguas indígenas en la cuenca de los ríos Bío Bío y Queuco, VIII Región
Antecedentes Generales
En el área Pehuenche del Alto Bío Bío existen siete comunidades, ubicadas en 
dos ejes hidrográficos, el primero es el curso medio alto Bío Bío, y el otro en el curso del 
río y Valle del Queuco. Las comunidades son: Callaqui, Pitril, Cauñicu; Malla Malla; 
Trapa Trapa;Quepuca Ralco y Ralco Lepoy219
Las siete comunidades indígenas que actualmente ocupan el Alto Bío Bío y el 
Valle del Queuco están unidas por una historia territorial común, por relaciones de 
parentesco, por habitar un ecosistema particular de cordillera, por el uso de la 
transhumancia en pisos ecológicos distintos, y sobre todo por defender un territorio que 
es reivindicado en un proceso de recomposición de los espacios ancestrales.
En el territorio de propiedad ancestral de las comunidades Pehuenches ribereñas 
a los ríos Bío Bío y Queco, en la VIII Región, se proyecta la construcción de 6 represas 
219 Véase, “Descripción de las comunidades Pewenche del Queuco y el Alto Bío Bío”, En, Ralco. 
Modernidad o Etnocidio en territorio mapuche. Roberto Morales U. (compilador). Temuco: Instituto de 
Estudios Indígenas, pág. 77 – 109.
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hidroeléctricas, de las cuales ya se han construido dos con graves impacto para la 
integridad cultural y territorial de las comunidades indígenas afectadas220.
En proyecto está la construcción de nuevas represas hidroeléctricas después de 
Ralco, cuya área de influencia afecta territorios pehuenches localizados en la cuenca de 
los ríos Bío Bío y Queuco. En el caso de la represa Aguas Blancas, que se proyecta 
aguas debajo de la Central Pangue, el lago que se formaría producto del represamiento 
de las aguas afectaría a la comunidad pehuenche de Callaqui inundando sus tierras. Lo 
mismo ocurre con la represa proyectada en el río Queuco, cuyo lago afectaría la 
mayoría de las tierras de las comunidades pehuenche localizada en esa  cuenca 
hidrográfica.  
Si se construyen estos embalses, inundarían unas 22 mil hás de territorio 
mapuche - pehuenche, y obligarían a relocalizar a unas 600 familias indígenas y cerca 
de 900 campesinos. La construcción de estos embalses significan que el río Bío Bío, 
sería represado desde el kilómetro 50, cerca de Lonquimay, hasta el kilómetro 185, al 
lado de la Panamericana, lo que representa una cadena total de embalses de 135 km 
de largo (Saavedra [Yáñez y otros, 2004], 1998).
Situación de los derechos de aguas indígenas en el Alto Bío Bío
Las comunidades pehuenches del Cajón de Queuco y Bío Bío, en la mayoría de 
los casos no tienen regularizados los derechos de aprovechamiento de las aguas, solo 
algunas de ellas han logrado inscribir algunos caudales de ríos y esteros y algunas 
fuentes de aguas termales. Sin embargo, en la mayoría de los casos los cursos de 
aguas que corren por sus comunidades, tanto de esteros como de los ríos Queuco y Bio 
Bio, de las que son ribereñas, no tiene inscripción, siendo éstos de gran interés 
industrial y energético.
Algunas comunidades pehuenches del Cajón del Queuco tiene regularizados parte 
de los  caudales de esteros que pasan por las tierras, lo que fue posible en virtud del 
programa impulsado por la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), 
inscribiéndose algunos derechos de aguas en las comunidad de Trapa Trapa, pero el 
resto de las comunidades desconocen si se ha inscrito a su favor los caudales de las 
aguas. Sin embargo, los ríos Queuco y Bio Bio, no han sido inscritos, y tampoco se han 
realizado acciones tendientes a inscribirlos, inhibiéndose dicha acción basada en el 
supuesto que estos caudales se encuentran regularizados a favor de terceros.  Sin 
embargo, en el marco de un proceso de recomposición territorial, la regularización de 
las aguas debe intentarse aunque existan oposición de particulares, pues las 
comunidades tiene derechos ancestrales a las aguas y la jurisprudencia en juicios 
similares ha favorecido a los indígenas. De allí, la urgencia de efectuar una pronta 
campaña de regularización de los derechos de aguas de los ríos Queuco y Bio Bio y de 
los esteros que forman la red hidrográfica del Queuco y del Bio Bio.
La inscripción de los derechos de aguas a favor de las comunidades pehuenches 
forma parte de su estrategia de desarrollo territorial y de aprovechamiento de sus 
220 La primera central, Pangue, ya fue construida y está en funcionamiento: afectó tierras de Quepuca 
Ralco, Pitril y Callaqui. La segunda es Ralco, cuya construcción concluyó procediéndose a llenar la 
presa   inundando 290 ha de la comunidad de Ralco Lepoy y 219 ha de Quepuca Ralco. Cabe señalar 
que las obras y faenas ocupan otras 129 ha de tierras indígenas, además de las inundadas. Véase, 
Yáñez y otros, 2004.
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recursos naturales. La regularización de los derechos de aguas de las comunidades 
pehuenches adquiere importancia estratégica en el marco de los proyectos de 
construcción de nuevas represas hidroeléctricas en estos  territorios. 
Conclusiones del caso
En el actual estado de cosas, la inscripción de los derechos de aguas a favor de 
las comunidades pehuenche les restituye pleno control sobre el recurso y, al mismo 
tiempo, favorece procesos de negociación más equitativos, garantizando que los 
pueblos indígenas, si lo estiman conveniente, entren al debate sobre la explotación de 
los recursos hídricos localizados en sus territorios utilizando sus derechos de 
aprovechamiento como bienes de capital e incorporarlos a su activo patrimonial, en un 
esquema de mercado.
Capítulo 6: Indicadores para una estrategia de diálogo sobre legislación y 
políticas de recursos hídricos: aprendizaje a partir del marco 
regulatorio
En casi todos los países andinos se plantea que el desafío consiste en que, por 
una parte, se reconozca estructural y sistémicamente el derecho local como un derecho 
activo, colectivo y flexible; y por otra, se logre que los Estados de la región implementen 
políticas que traduzcan los derechos de propiedad de acuerdo con un concepto 
comunitario en torno de los derechos individuales (privados) y públicos (nacionales), y 
los hagan respetar y aplicar en la institucionalidad pública.
Se estima que una gestión comunitaria de conflictos ambientales, combinada con 
un marco regulatorio supralocal, crea mejores condiciones para enfrentar futuras 
amenazas y se potencia con propuestas locales para el desarrollo sostenible. Es 
evidente que se requiere analizar, en el ámbito local, el debate sobre la propiedad 
ambiental, el manejo de conflictos atinentes a los recursos naturales, y las capacidades 
administrativas factibles de una gestión local, partiendo, por ejemplo, de marcos 
regulatorios supralocales como la legislación hídrica o la legislación ambiental (Gentes, 
2003).
Un aspecto gravitante tanto para la administración como para las comunidades de 
escasos recursos hídricos en Chile, es el explosivo aumento de las demandas por 
aguas subterráneas, que no van acompañadas de una gestión colectiva de acuíferos 
por parte de las comunidades de aguas subterráneas constituidas en términos de 
organización, ni de capacidades técnicas y medios indispensables para representar sus 
intereses. Muchas de las organizaciones de usuarios existentes en territorios indígeno-
campesinos no disponen de facultades reales de la autoridad a cargo de adoptar alguna 
medida que tienda a la protección general de los derechos otorgados y del acuífero, 
salvo que exista una petición expresa en este sentido por parte de los usuarios221.        
221 La reciente definición de la Contraloría General de la República de Chile con fecha 5/01/2004 ha 
establecido, con relación a las aguas subterráneas, la disponibilidad que se debe medir por medio de 
una prueba de bombeo en el pozo. Este fallo, que deja sin efecto un Oficio Ordinario anterior No. 
10.969 del 2003, obliga a la Dirección General de Aguas (DGA) de Chile a verificar la disponibilidad 
jurídica de aguas a nivel de las fuentes o acuíferos, cuando esta debe resolver sobre solicitudes de 
derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, en sectores de acuíferos en que existen 
derechos ya constituidos. Dicha interpretación jurídica significa, en síntesis, que la autoridad si bien 
no tiene facultades de denegar un derecho de aprovechamiento de agua por falta de disponibilidad 
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Además, podría terminar siendo un instrumento clave para ejercer un poder en los 
mercados de productos y en todos los servicios de los que el agua es un insumo, y no 
una herramienta efectiva para defender los intereses de todos los ciudadanos, 
especialmente los grupos vulnerables y marginalizados (Solanes/ Getches, 1998).
El futuro de la participación social y organización de usuarios en las políticas 
públicas hídricas en territorios rurales está enmarcado en las recientes reformas a la 
legislación de agua. Con la reforma al Código de Aguas (Ley No. 20.017) de junio de 
2005, el fisco espera reducir diversas disfuncionalidades del mercado de derechos de 
agua existente. Las modificaciones, que en concreto llevaron 13 años desde el inicio del 
debate (1992), dan cuenta de que es indispensable formar un consenso político amplio 
sobre la necesidad de: i) corregir las falencias de mercados de derechos de 
aprovechamiento de agua222; ii) otorgar mayores facultades a la administración pública
encargada (DGA) de la re-regulación223, intermediación,224 control225 y sanción226; iii) 
asumir la necesidad de una protección pública más explícita de las aguas y cauces227; y 
de agua en el acuífero, si puede establecer, normas de exploración y explotación de aguas, en el 
sentido de restringir o prohibir acceso a zonas o áreas, proteger los pozos, y los derechos (de 
terceros) en el acuífero mismo (véase Código de Aguas (1981): art. 61, 63, 65, 66 y 67; Ley de 
Bases del Medio Ambiente (1994). Sin embargo, estos resguardos legales sólo tienen efecto sobre 
los derechos que se solicitaron después de su dictamen y no son retroactivos (véase Muñoz, 
2003:57;58).
222 Se introducen mecanismos de pago de una patente por no-utilización de los derechos de 
aprovechamiento (art. 129 bis 4).
223 En lo específico, la DGA podrá declarar área de restricción, especialmente en zonas de  acuíferos (art. 
63), y zonas de escasez (art. 314); llevar registros actualizados de derechos de aprovechamientos, art. 
122; paralizar obras o labores en caces naturales que “no cuenten con la autorización competente y 
que pudieran ocasionar perjuicios a terceros” (art. 129); limitar un caudal (art. 147); rematar derechos 
que no han sido utilizados (art. 129 bis 16), e incluso el Presidente de la República podrá denegar 
parcialmente una pericón de derecho de aprovechamiento cuando sea necesario reservar el recurso 
para el abastecimiento de la población, “o por solicitudes de derechos no consuntivos, y por 
circunstancias excepcionales y de interés nacional” (art. 147).
224 Específicamente los mecanismos de resolución de conflictos mediante el arbitraje (art. 185 bis)
225 Véase artículo 129 bis 3: “La Dirección General de Aguas deberá establecer una red de estaciones de 
control de calidad, cantidad y niveles de las aguas tanto superficiales como subterráneas en cada 
cuenca u hoya hidrográfica. La información que se obtenga deberá ser publica y deberá proporcionarse 
a quien la solicite.” 
226 Esta tendencia llama la atención en el art. 129 bis 2 que declara, en lo específico de obras de 
infraestructura en cauces naturales que “… Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección 
General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen 
una disminución en la recarga natural de los acuíferos, podrán considerarse medidas mitigatorias 
apropiadas. De no ser así, se denegará la autorización de que se trate.”
227 La declaración de los caudales ecológicos mínimos pretende armonizar de esta manera los ya 
dispuestos de la ley de bases del medio Ambiente (art. 129). No obstante, se vincula también estos 
caudales mínimos ecológicos a un límite hidrológico, que debe ser controlado permanente mediante un 
sistema exacto de monitoreo, y su intercalación – y no-contradicción- con los derechos ya existentes, 
como señala el segundo y tercer párrafo del art. 129 modificado: “Artículo 129 bis 1.- Al constituir los 
derechos de aprovechamiento de aguas, la Dirección General de Aguas velará por la preservación de 
la naturaleza y la protección del medio ambiente, debiendo para ello establecer un caudal ecológico 
mínimo, el cual sólo afectará a los nuevos derechos que se constituyan, para lo cual deberá considerar 
también las condiciones naturales pertinentes para cada fuente superficial. El caudal ecológico mínimo 
no podrá ser superior al veinte por ciento del caudal medio anual de la respectiva fuente superficial. En 
casos calificados, y previo informe favorable de la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva, 
el Presidente de la República podrá, mediante decreto fundado, fijar caudales ecológicos mínimos 
diferentes, sin atenerse a la limitación establecida en el inciso anterior, no pudiendo afectar derechos 
de aprovechamiento existentes. Si la respectiva fuente natural recorre más de una Región, el informe 
será evacuado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente. El caudal ecológico que se fije en virtud 
de lo dispuesto en el presente inciso, no podrá ser superior al cuarenta por ciento del caudal medio 
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iv) reconocer y fortalecer el estatus de la organización social228 del agua. Se mantienen 
los principios básicos, aunque no directamente señalados como tales, como el libre 
ejercicio de la facultad de derecho de aprovechamiento y la no afectación de derechos 
de aprovechamiento ya existentes;  y se combinan con un pago de patente por no uso 
del derecho. Los resguardos y amparos ambientales priorizan medidas mitigatorias de 
recomposición y recuperación, antes que principios de prevención y precaución 
explícita.
Existe un amplio consenso entre expertos en cuanto a que a medida que el 
sistema de mercado crece sin regulaciones necesarias, y el uso de recursos renovables 
y no renovables se vuelve más intenso, se producen más externalidades, es decir, 
perjuicios no medidos por valores de mercado, incluido el perjuicio que representan el 
agotamiento de los recursos229 y el daño a los servicios ambientales, expresiones estas 
de la ausencia de una ecología política, social y comunitaria (Lipietz, 2002; Bauer, 2004; 
Ballestero y otros, 2005).
En la gestión del agua en Chile, el mercado es el instrumento económico que se 
utiliza, bajo el supuesto de que ello promovería la inversión privada y llevaría a la 
eficiencia en el uso del agua. Hasta ahora, no hay ni cobros por el uso del agua, ni 
impuestos específicos vinculados con el recurso. En general, puede afirmarse que 
existe una gratuidad para la manutención, tenencia y uso del agua, y ningún costo en la 
generación de externalidades (Valdés/ Alegría, 2001). Eso justamente pretende revocar 
anual de la respectiva fuente superficial. Además se pretende regularizar las captaciones no-oficiales 
(especialmente de pozos) a través de inscripciones y límites (gratuitos) de captación como señala art. 4 
transitorio: “...La Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento permanentes 
sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta 2 litros por segundo, para las Regiones Primera a 
Metropolitana, ambas inclusive y hasta 4 litros por segundo en el resto de las Regiones, sobre 
captaciones que hayan sido construidas antes del 30 de junio de 2004. Las solicitudes deberán ser 
presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.
228 Se otorga, por ejemplo, a las comunidades de agua establecidas, según norma, la personalidad jurídica 
(art.196), y las facultades de vigilancia de construcciones en cauces de cuencas puestas en las Juntas 
de Vigilancia (art. 299. letra c), y también cooperativas y comités de agua potable en los sectores 
rurales para regularizar las obras de captaciones (por ejemplo, pozos construidos) (art. 6 transitorio). 
Además en términos de descentralización y equidad se estipula que el 75% del producto neto de las 
patentes por no-utilización de los derechos de aprovechamiento y remates serán repartidos 
anualmente de la siguiente forma: 65% al Fondo nacional de Desarrollo regional, y 10% 
proporcionalmente a la superficie de las cuencas de las respectivas comunas (art. 129 bis 19).
229 En este sentido, el análisis del impacto ecológico de la mercantilización permite comprender el 
denominado fenómeno de la tragedia de los comunes de una manera más acertada que la misma 
explicación elaborada por Hardin (1968). Para este último autor, por ejemplo, la utilización comunal de 
los recursos naturales es económicamente negativa en un contexto de crecimiento demográfico, ya 
que dificulta su gestión eficiente e incita a su sobreexplotación hasta el agotamiento: dado el carácter 
egoísta de la racionalidad económica humana, cada individuo intentará siempre explotar al máximo el 
recurso en su propio provecho, pues mientras los beneficios son individuales, las externalidades se 
distribuyen entre todos. Ante esta situación, Hardin aboga por la privatización individual o la 
estatización de los recursos, y por un control demográfico de la población. Sin embargo, justamente la 
mercantilización en las sociedades rurales en América Latina causó aun más externalidades 
ecológicas, producidas por el sobrepastoreo y el uso indiscriminado de recursos hídricos, más allá de 
un resquebrajamiento de la solidaridad intergeneracional de las comunidades indígena-campesinas 
(Bedoya/ Martínez, 1999). Son varias las críticas que Hardin ha suscitado entre los defensores del 
sistema comunal. La más generalizada es que confunde la “gestión comunal” de recursos con el “libre 
acceso” a éstos (Gascón, 1996): no entiende que la propiedad comunal es también una forma de 
propiedad y que, como tal, conlleva una exclusión de no beneficiarios y una regulación de su uso. 
También se constató la falta de estudios empíricos que comprueben sus planteamientos, ya que la 
realidad muestra que muchas comunidades son perfectamente capaces de usar y conservar los 
recursos que gestionan.
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las reformas legislativas del junio 2005. Sin embargo, es menester tener presente que la 
mercantilización del agua230, en general, no constituye en modo alguno la solución a 
todos los conflictos que enfrenta su gestión. Sin duda, es un medio que facilita la 
reasignación del recurso en función de su rentabilidad, pero solo funcionará si existe un 
buen sistema de gestión, un conocimiento del recurso hídrico y regulaciones que 
impidan afectar al medio ambiente y los derechos de terceros, entre otras condiciones o 
supuestos (Vergara Blanco, 1998; Peña y otros, 2004).
6.1 Marco lógico de un eventual acuerdo político sobre gobernabilidad hídrica y 
derechos locales en territorios indígenas
Foros internacionales de debate231 sobre el agua y los ecosistemas, han concluido 
recientemente que la acción social en el agua transcurre mientras las tendencias 
gubernamentales van en dirección de plantear una gestión colaborativa, lejos de una 
administración de mando y control (command-and-control administration), y más 
cercana a instituciones con autorías descentralizadas. De ahí que las estrategias de 
apoyo a la defensa del agua para grupos pobres o vulnerables, deben asumir un criterio 
con un doble eje de acción pública y cívica (Vos/ Wester, 2005:11, cit. por Burchi, 2005).
La coexistencia de sistemas tradicionales y locales de gestión, normas oficiales y 
políticas y programas especiales en el agua en muchas zonas andinas, crean un 
sinnúmero de conflictos y sistemas de concertación en la práctica cotidiana, tanto por el 
(tipo de) uso, (el ejercicio de) la costumbre y el acceso (condicionados por el tipo y la 
cantidad de derecho individual o colectivo) al agua de los grupos familiares (Boelens/ 
Hoogendam, 2001; Gelles, 2000). 
La convivencia entre formas de una jurisprudencia basada en: i) el derecho 
positivo y moderno,  ii) proveniente de una época anterior a la formación de los Estado-
naciones  y iii) como práctica colectiva local en el agua, tiene varias implicancias para 
las políticas públicas actuales. Mientras que la primera entrega y fortalece los derechos 
individuales de aprovechamiento del agua, en la segunda y tercera forma los usos y 
costumbres (por consecuencia, los derechos) colectivos constituyen la regla 
culturalmente aceptada. La primera forma ha derivado en que hoy en día, en todas las 
legislaciones se considera el agua como un bien público o del Estado-Nación, y se 
reconoce a los individuos un derecho de aprovechamiento de este recurso. En cambio, 
el derecho local, busca garantizar el suministro (por ejemplo, de las tierras regadas y 
usos domiciliarios) y la sustentabilidad ambiental, por medio de asegurar 
estructuralmente el dominio de gestión de uso colectivo-comunitario.232
Muchas veces, a falta de representación y legitimidad directa de los organismos e 
instituciones hídricas nacionales, o de personas reguladoras y mediadoras del Estado, 
230 Efectivamente, el cambio reseñado se gestó en términos políticos-ideológicos más que empíricos, ya 
que hubo ausencia absoluta de estudios concretos acerca de este tema que demostraran que la 
reasignación del recurso por la intervención del Estado, a través del mecanismo de caducidad, haya 
producido ineficiencia en la gestión del agua (Bauer, 2004; Gentes, 2003).
231 Se refiere al foro de la FAO sobre Alimentación y Ecosistemas que se llevó a cabo en diciembre 2003 
(más detalles en http://www.fao.org/ag/wfe2005/index_en.htm).
232 Se encuentran ejemplos en casi toda la eco región andina, en zonas de resguardo de la alta montaña 
de los andes peruanos como Cabanaconde, que recién en las últimas décadas han sido incorporados 
al contexto de desarrollo hidroeléctrico  por obras de infraestructura hidráulica moderna (Gelles, 2000). 
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la práctica local (de regadío, por ejemplo) “construye la ley” y hace aplicar mecanismos 
de consensuación y negociación concreta, como son las asambleas populares y 
comunales, cabildeos, jueces de agua, y sistemas de turnos de agua. Reconocer e 
incluir estas prácticas ancestrales a través de las legislaciones oficiales de agua, es una 
tarea compleja y requiere de un acercamiento y análisis multidisciplinario (Burchi, 2005). 
En el plano administrativo, se deben revisar los antecedentes sobre la procedencia 
histórica de los derechos de agua, no solamente en los seccionamientos jurídicamente 
definidos, sino también:
§ adquirir conocimientos técnico-hidráulicos sobre la manera de distribuir los 
recursos hídricos en un sistema dado (especialmente, para evitar abusos, por 
ejemplo, por robos, sobreturnos, transacciones hídricas a centros económicos 
sin previa consulta colectiva, y otros);
§ conocer el tipo y grado de organización comunitaria al agua en un sistema dado;  
y 
§ elaborar paralelamente políticas y programas de apoyo a la capacitación para la 
gestión de sistemas de obras hidráulicas.  
Técnicas recomendables son, por ejemplo, fortalecer a los comuneros en gestión 
integrada de agua y legislación oficial, para contrarrestar un acaparamiento de derechos 
de aprovechamiento en manos de unos pocos actores poderosos. 
En el plano socio-cultural, es indispensable promover la organización comunitaria 
y social con identidad territorial. La participación social en el agua, a futuro, debe lograr 
formar capacidades locales de gestión básicas (como distribución, manutención de 
canales y controles de cantidad y calidad hídrica). La resolución de conflictos entre 
usuarios y regantes, y la asociatividad crítica con la oferta pública sin caer en actitudes 
de asistencialismo, paternalismo y caudillismo local, son metas para la organización de 
usuarios de agua. Las experiencias en la zona andina de Ecuador, por ejemplo, reiteran 
que el reconocimiento estatal debe garantizar la flexibilidad de la gestión y decisión local 
en el agua y no redundar en un congelamiento de un determinado statu quo de la 
“comunidad jurídica de agua” (Boelens y otros, 2005), que impediría a las localidades 
reaccionar y aplicar sistemas de arbitrajes concertados frente a la presión a los 
derechos de aprovechamiento de aguas por parte de grandes proyectos económicos 
(por ejemplo, mineros, hidroeléctricos o agroindustriales). Decretos y acuerdos oficiales 
reordenan la normativa jurídica permanentemente y pueden causar iniquidades en el 
acceso y falta de transparencia de los procesos de transacción y regulación oficial, si las 
comunidades no disponen de un mínimo grado de control de gestión y arbitraje de 
conflictos.
Una estrategia recomendada en varios estudios proveniente de países como 
Bolivia y Ecuador, donde la institucionalidad del Estado está prácticamente ausente en 
la regulación y el control sobre los derechos de aprovechamiento de agua
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(Boelens/Hoogendam, 2001), es aplicar un enfoque sistémico233 en el derecho de agua 
(Hendriks, 2004) que “considera conveniente que en las iniciativas de adecuación de 
los marcos legales en torno de los recursos hídricos se promuevan y se establezcan 
preferencias que fortalezcan la seguridad jurídica de los sistemas colectivos de uso, 
sin desmedro del reconocimiento de derechos individuales donde corresponda” 
(Hendriks, 2004:52;53).
En los planteamientos para un apoyo a la negociación comunitaria sobre 
derechos sistémicos de agua, autores como Bruns (2005), Burchi (2005), Boelens y 
Bustamante (2005) y Munk Ravenborg (2004) distinguen entre diferentes mecanismos 
de acción:
q reformas legislativas que no se diseñen e implementen de arriba hacia abajo 
(top-down programs), aunque costosas en su proceso, deben ser iniciadas 
desde una perspectiva comunitaria (bottom-up approach), acompañadas de un 
reglamento de implementación que concilie los intereses de los actores (es 
decir, minimizan y previenen los conflictos de múltiples intereses entre 
demanda, suministro y reconocimiento de derechos de agua), incluya a los 
grupos con tradicionalmente menos poder (con enfoque de género) y 
armonicen las legislaciones paralelas sobre  el agua, de manera de apoyar la 
elaboración de una política nacional de agua, que permita una interacción entre 
derechos de agua oficiales y gestión local de derechos de agua. Un reto por 
lograr esto sería fortalecer la gestión comunitaria de regímenes de propiedad 
hídrica a nivel de las (micro)cuencas, que integran tanto derechos formales 
como no formales en una gestión integral; 
q empoderamiento jurídico, bajo la forma de asesoría legal y educación 
jurídica234, que contempla una cantidad de actividades para mejorar la 
capacidad de comprensión y uso de sistemas legales por parte de las 
comunidades. La formación de “paralegales” (Bruns, 2005:13) implica también 
un cierto grado de verticalidad de la educación, tanto de expertos técnicos, 
organizadores sociales e investigadores para la acción (Boelens y Bustamante, 
2005), y se puede realizar por medio de organizaciones no gubernamentales, 
escuelas universitarias de derecho e incluso programas públicos. Estas 
instancias se deben encargar, al menos en una primera etapa, de ayudar a la 
comunidad en el manejo de fondos de asistencia, garantizar el flujo y 
transparencia de los fondos adquiridos, y definir las metas factibles y reales 
dentro de un sistema dado; 
q trabajo en redes (networking): es evidente que la unión de varias 
comunidades indígenas hace la fuerza, en el sentido de intercambiar 
experiencias y coordinar líneas de acción. A través de seminarios y/o talleres 
organizados por una entidad externa, independiente de las comunidades, se 
podría construir una red, que sirva para hacer lobby y ejercer presión sobre las 
agencias estatales y los formuladores de leyes; 
233 Por ejemplo, los sistemas de riego en la región andina, se podrían entender más que sistema funcional 
de emplazamiento físico de áreas agrícolas y redes de canales, como un sistema de derechos locales de 
larga data, muchos no registrados y inscritos por escrituras oficiales y, “de obligaciones y de gestión 
(cultural) en torno a una o más fuentes de agua compartidas entre un determinado universo de usuarios” 
(Hendriks, 2004:42). Por lo tanto, una aproximación conceptual sobre los derechos de sistema se refiere a 
una noción de propiedad compartida y de responsabilidades colectivas entre usuarios en torno al manejo 
y la gestión de aguas que son extraídas de una fuente compartida, mediante un sistema colectivo de uso
234 Un buen ejemplo en Chile es el trabajo de la Fundación Norte Grande que hace algún tiempo inició un 
programa en la II región “Escuela Itinerante Aprendo y Gestiono mis Derechos sobre el Agua”.
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q asesoría sociojurídica: aquí la atención debe ser dirigida a los problemas 
concretos de las comunidades y a los conceptos y roles de la gestión hídrica 
local. Prestar asesoría para fortalecer y capacitar, en el sentido de promover 
cautelosamente las preocupaciones y aprehensiones locales por los medios de 
comunicación, foros de discusión y ante los tomadores de decisiones. Aquí hay 
que encontrar un buen punto medio entre las soluciones pragmáticas y directas 
que buscan muchas comunidades y los intereses de una asesoría jurídica que 
busca reformas políticas y legislativas que pueden demorar años; 
qplanificación pública-comunitaria participativa: este es quizás el concepto 
más requerido por parte de los programas públicos, eso sí se debe aclarar bien 
ante quienes participan, cuáles son los beneficios concretos para los 
participantes y quiénes acaparan los costos de transacción. Además, ello no 
debe redundar, de acuerdo a Boelens y otros (2001), en que el Estado 
abandone tareas públicas esenciales (como por ejemplo, el suministro en 
buena calidad y cantidad) y reajuste determinados gastos públicos en la 
gestión de agua, bajo el argumento de crear escenarios de “concertación 
participativa”. El aspecto del tipo de poder (por ejemplo, autoridades 
descentralizadas) que se transfiere a las instituciones locales, aportaría la 
formación de una auditorio cívico-público-privado de participación cuyo código 
e integrantes garanticen la credibilidad (por ejemplo, integrante seleccionados 
por su alto grado de responsabilidad social y ética), la transparencia (por 
ejemplo, mediante un sistema de cuentas públicas trimestrales) y la equidad 
(por ejemplo, mediante cuotas de género, público-privado-local); 
q asesoría técnica: muchas experiencias en el manejo colectivo de agua 
demuestran que la falta de conocimiento e información técnica termina en el 
abandono o fracaso de gestiones comunitarias. Por tanto, las soluciones deben 
adaptarse a la problemática local y a las necesidades y capacidades de los 
integrantes de crear propias expertisse en los temas de manejo de sistemas de 
control (por ejemplo, base de datos, empresa modelo, monitoreo, manejo 
computacional); 
qmesas de concertación: en los últimos años, las plataformas también se han 
convertido en un mecanismo privilegiado por cooperaciones técnicas 
internacionales y programas públicos sectoriales. Estas nuevas entidades, sin 
lugar a duda, pueden facilitar la comunicación y en cierto modo la interacción 
entre los diferente actores de intereses, cuando crean beneficios para los 
participantes, inciden en las tomas de decisiones, son planteados a largo plazo 
y forman agendas propias con recursos independientes. En el apoyo a grupos 
vulnerables, las plataformas requieren ser bien informadas, incorporar aspectos 
de interdisciplinariedad, funcionar como cuerpos proactivos (es decir, analizar y 
elaborar contrapropuestas frente a la oferta oficial), generar dinámicas 
equitativas de poder local compartido (sobre la decisión, control y tipo de 
sanción de los derechos) (Boelens y Bustamante, 2005) y promover acuerdos 
de inversión y comercio. De esta manera, las mesas de concertación pueden 
convertirse en un factor importante para acercar a grupos vulnerables (por 
ejemplo, comunidades indígenas), que en alianza con otros grupos o instancias 
(por ejemplo, grupos ambientalistas o agroexportadores) pueden formular 
compromisos pragmáticos y concesiones especiales sobre derechos 
(prioritarios o exclusivos) y recursos (adicionales y/o especiales); 
qombudsman de agua, como una entidad local de mediación e interlocución 
entre lo local, regional y nacional, con la triple función de recibir y registrar los 
casos de conflictos, promover la mediación en el interior del sistema de gestión 
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en situaciones de conflictos, y conseguir un arbitraje, en caso de que los 
conflictos no puedan ser resueltos mediante la mediación o negociación
El desafío para los formuladores de legislaciones hídricas radica, en suma, en 
“modernizar” 235  las legislaciones, en el sentido de definir el balance del derecho (de 
agua) correcto entre la seguridad del dominio que legitima inversiones con visión 
comercial en el agua y los iguales requerimientos legitimados de las comunidades 
indígeno-campesinas. La implementación, incluso de avances muy progresivos, por 
cierto, dependerá de incentivos económicos y voluntad política (Burchi, 2005).
6.2 Políticas hídricas nacionales, derecho local y desarrollo sostenible. Algunos 
ejes de concertación
Si se cruzan los logros de los programas públicos del sector hídrico en Chile con 
los futuros parámetros de un desarrollo nacional hídrico mediante figuras público-
privadas de financiamiento, el tema de una política de “discriminación hídrica y 
territorial positiva” pasa por un aspecto político-jurídico de necesarias modificaciones 
en la legislación indígena, la asignación de nuevos fondos a las entidadas públicas 
engaragas de asignación, defensa y desarrollo público (especialmente CONADI y 
DGA), y el amparo de los derechos especiales sobre usos, acceso y beneficios de 
explotación de recursos naturales en territorios asignados al desarrollo de las 
comunidades. 
Por otra parte, una política de sustentabilidad hídrica activa también debe 
acoger, en conjunto con la aplicación de instrumentos económicos de valorización del 
agua236 en todos los territorios, la creciente preocupación por el patrimonio ambiental e 
hídrico, y fomentar una gestión de cuenca hidrográfica a través de Consejos o 
Plataformas de Concertación de (micro)cuencas. Estos podrían cumplir una triple 
función: i) proteger el ambiente por medio de programas específicos de gestión local y 
territorial; ii) prevenir y evitar la construcción de monopolios de derechos tenientes, 
mediante un registro descentralizado que permite tanto las transacciones respectivas, 
como establecer nuevos derechos y autorizar transferencias, cumpliendo con 
principios básicos de las legislaciones sectoriales importantes (agua, ambiental, 
indígena, de salud; y iii) habilitar un sistema moderno de contabilidad y cuentas 
públicas participativas, que permiten reducir los grados de especulación con los 
precios de los derechos de agua.
235 La CEPAL lleva adelante, por ejemplo desde mediados de los noventa talleres para gerentes de 
Organismos de Cuenca de América Latina y el Caribe. En los aspectos legales se surgiere, entre otros, 
que”... en la elaboración de las nuevas leyes, una labor jurídica orientada a una técnica conceptual del 
tipo “ley marco” y vinculante con otras leyes, con criterios amplios y flexibles que faciliten su efectiva 
aplicación y permanente adecuación a las situaciones que  presentan en diferentes regiones del país”. Y, 
en los aspectos financieros, se recomienda, entre otros, que “... las modernas legislaciones deben 
especificar la necesidad de determinar el valor, el precio y las tarifas de agua, teniendo en cuenta que el 
agua, además de recursos y elemento social y ambiental, es también un bien económico” (ver Jouravlev, 
2002).
236 Varios organismos internacionales como la FAO y Banco Mundial reconocen el mantenimiento de los 
servicios ambientales como una estrategia clave para frenar el deterioro ambiental y estrés hídrico, y 
mejorar la gobernabilidad en el agua y los ecosistemas, en las principales cuencas de América Latina 
(FAO, 2003). Sin embargo, no existen modelos de gestión de agua que combinen exitosamente cobros 
equitativos de tarifas por uso del agua, el amparo de caudales ecológicos, y el reconocimiento de 
derechos especiales de acceso de los diferentes grupos de actores interesados. Las metodologías 
convencionales de valorización económica pueden ser útiles, en muchos casos, para el establecimiento 
de cobros equitativos que internalicen la degradación de algunos de los servicios ambientales que ofrece 
la cuenca (Isch López, 2004). 
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La mayoría de los conflictos sobre el acceso y uso del agua surgen en el ámbito 
local, y parten por una demanda de recoconocimiento, sea colectivo o comunitario. Sin 
embargo, su negociación entre los actores interesados y las entidades públicas no 
incluye a todos los actores de igual manera, especialmente en el acceso a la 
información y el derecho colectivo a la toma de decisiones. 
Un principio eminentemente importante para la modificación de la Ley Indígena
en Chile, en este sentido, sería incorporar normas que contemplen: 
a. el derecho de las comunidades indígenas constituidas por mayoría a una 
apropiación previa y derechos preservados, en sus terrenos reconocidos; 
b. el derecho a consulta y objeción en caso de proyectos económicos en 
territorios asignados o aledaños; 
c. declarar técnicamente el total agotamiento de cauces naturales en 
territorios indígenas con fuerte deterioro ambiental, mediante una 
combinación de las legislaciones indígena, de agua y ambiental, que a 
partir de sus reformas del 2005 permitirán declarar caudales ambientales y 
hídricos mínimos; 
d. garantizar una participación real y efectiva de las comunidades indígenas, 
constituidas por mayoría absoluta, en los beneficios de obras públicas de 
infraestructura (agua potable y saneamiento, energía hidroeléctrica, riego y 
acuicultura, usos recreativos) en los territorios asignados, cuyo compromiso 
será normado y controlado por medio de una mesa de concertación y los 
consejos territoriales e interculturales.
Es evidente, que muchas de estas estructuras requieren de una fuerte voluntad 
política de turno, pero también de una acción social comunitaria con miras a  
establecer estructuras modernas de políticas comunitarias de diversidad y desarrollo 
sostenible. Estas tareas difícilmente pueden ser acaparadas por la actual 
institucionalidad de “tipo múltiple” para la gestión del agua237. 
Por tanto, la figura institucional de un Viceministerio de Recursos Hídricos que 
integre en su funcionamiento las siete instituciones públicas, además del MIDEPLAN 
con sus Programas de Asistencia Social y representantes de organizaciones de 
gestión hídrica local, comunal, regional y cultural, podría hacer factible la formulación 
de políticas de agua más transversales y coherentes en la práctica a principios 
socioambientales y plurilegales. 
Considerando que la futura legislación de participación ciudadana habilitará  
escenarios de consultas y la posibilidad de formular propuestas legislativas, en todas 
las legislaciones en lo relativo al agua se debería normar el derecho a la participación 
social en los proyectos de infraestructura y desarrollo hídrico en el país, en las 
237 En total son siete las instituciones encargadas de la gestión del agua en Chile: La Dirección de Obras 
Hidráulicas (DGA) del MOPTT es el órgano competente en material de gestión de recursos agua 
continental (superficial y subterráneo), lo que incluye el control de calidad de agua, la entrega de la 
concesión y la manutención del registro de propietarios de derechos de agua; el Ministerio de Salud 
determina las normas cualitativas de agua potable y debe velar por su cumplimiento; la Superintendencia 
de Servicios Sanitarios (SISS) supervisa específicamente la calida de agua potable que entregan las 
empresas sanitarias concesionadas, define y otorga licencias de descargas y administra las tarifas de 
agua; el Servicio Agrícola Ganadero (SAG) controla la calidad del agua de riego y vela por el cumplimento 
de la formativa pertinente; la Comisión Nacional de Riego (CNR) supervisa el desarrollo de la 
infraestructura de regadío; mientras que la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante 
(DIRECTEMAR) del Ministerio de Defensa regula las descargas de aguas residuales industriales 
(incluidas las de minería, a puertos, ríos navegables y lagos, asentamientos humanos en las riberas); la 
Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) coordina el proceso de actualización de las normas de 
calidad del agua y emisiones, así como la promulgación de normas nuevas (OCDE/ CEPAL, 2004:71ss.).
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respctivas legsilaciones de agua e indígena. Asimismo, en la formulcaión de 
programas públicps hídricos, se debería incidir en una fuerte asociación con los 
municipios en vistas de fortalecer la gestión de control comunal, por ejemplo de los 
Consejos Económicos, Sociales y Comunitarios (CESCO), en conjunto con las 
autoridades indígenas reconocidas, especialmente en temas relacionados con la 
calidad del agua y las cantidades de su extracción, como también de los sistemas 
locales de arbitraje concertado en caso de conflicts inter- y extracomunitarios. 
Entidades interamedias y alternativos a la actula gestión pública, como las plataformas 
de concertación o consejos de cuencas se podrían insertar como órganos esenciales 
en la gestión pública del agua, para aportar a elaborar planes territoriales y de 
desarrollo hídrico (PTDH), como parte de un nuevo lineamiento estratégico y acta de 
compromiso para los programas públicos en lo relativo a la gestión del agua.
En el plano legal, la administración hídrica debería disponer de dos 
mecanismos paralelas para el reconocimiento de los derechos de aguas consignadas 
prioritariamente a colectivos y asentamientos indígenas: i) la definición de derechos de 
agua por medio de prescripciones burocráticas, o ii) la generación de derechos por 
medio de un proceso gradual de negociación de abajo-arriba (bottom-up strategy) 
(Molle, 2004). 
Aquí, la opción de asignar lotes de agua (water allotments),238 como un sistema 
de fortalecimiento de la regulación local,239 especialmente en regiones con una 
diversidad de derechos, podría resultar en nuevos procesos participativos en Chile, 
especialmente en sistemas de gestión flexible por cuencas hidrográficas. Para eso, el 
Estado tendría que seguir garantizando el suministro, asignando recursos humanos 
calificados y fortaleciendo el sistema informativo de la gestión local. En otras palabras, 
“water allotments are defined by a gradual negotiation process that recognizes the slow 
maturation of institutional building, are technical tested and socially sanctioned, and are 
prone to redefinition when circumstances demand it. However, defining allotments also 
assumes that the state will engage in a genuine and sleeping process of water users 
which may be optimistic in view of the limited process achieved in having users 
participate in water management” (Molle, 2004:223). 
Las asignaciones en lotes, paralelas al existente registro oficial, permitirían en el 
caso chileno un insumo interesante para fortalecer una gestión de cuencas 
hidrográficas, donde mediante mecanismos económicos innovadores  de 
compensación y restitución por usos y accesos al agua se podría mejorar la acción 
transversal entre usuarios de aguas arriba y aguas abajo. Por tanto, en las factibles 
modificaciones de la legislación indígena en Chile debería permitir la asignación tanto 
de derechos prescriptos y ancestrales, y derechos asignados por lotes o bancos de 
agua a partir de una gestión de (micro)cuenca. 
238 Los derechos que derivan de estos procesos de negociación se les denomina como asignaciones en 
lotes o bancos de agua (water allotments), y se diferencian de los derechos formales especialmente por 
su colectividad (de entrega a pequeños grupos de usuarios) y control (por ejemplo en la expansión, 
reducción, y limitación con los nuevos usuarios, pero también del grado y calidad hídrica) y su posibilidad, 
en algunos casos como en regiones de riego en Turquía, de aplicar sanciones locales socialmente 
aceptados y reconocerlos en los procesos administrativos nacionales (Brevet, 2004; Greenhalch/ Sauer, 
2003; Gleick/ Morrison, 2004)
239 Autores como Molle (2004), describen a partir del caso de Sri Lanka, que los derechos formales de 
agua, han sido considerados menos eficaces en dimensionar la flexibilidad y cambios de los derechos 
consuetudinarios, incluso de tener menos estabilidad (en términos de estar sujetos a especulaciones o 
contestaciones), y entregar demasiados pocas consideraciones a usos de agua para subsistencia y 
necesidades domesticas (por ejemplo, caudales ecológicos o derechos sobre volúmenes hidrológicos 
realmente existentes).
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En el plano de políticas públicas en cuestiones de aguas indígenas, se 
deberían combinar al menos tres procesos, a partir de una administración por cuenca 
específica, y de controles y sanciones locales y supralocales que son: 
• la posibilidad de postular, adquirir y transferir derechos de agua a través del 
procedimiento administrativo del FTAI con acuerdo colectivo de las 
comunidades jurídicas;
• el reconocimiento de constituir derechos locales por medio de asignaciones de 
lotes de agua en un sistema de cuenca; y 
• el derecho de las comunidades indígenas constituidas por mayoría a una 
apropiación previa del agua y a derechos preservados en sus terrenos 
reconocidos por normas e usos consuetudinarias en la Ley Indígena y el 
Código de Aguas.
La constelación de estos nuevos derechos y un marco regulatorio a la altura de 
las exigencias ambientales y sociales, podría resultar en ventajas comparativas al 
descentralizar la gestión publica y lograr mayor grado de equidad. Además, 
empoderaría a las sociedades locales permitiéndoles interactuar con las normas 
oficiales, asumiendo una flexibilidad de asignación, especialmente cuando un 
suministro bajo (por sequía o nuevas demandas de centros urbanos) afecta a 
agricultores y grupos vulnerables. Asimismo, se podría garantizar la recuperación de 
costos económicos, justamente en el sistema de agua potable rural, donde los 
propietarios de derechos reconocidos formalmente incluso podrían sentirse más 
incentivados a pagar por su propiedad hídrica. En un sistema así diseñado 
predominaría necesariamente la seguridad (del dominio) hídrico ante la libre 
transferibilidad hídrica (es decir, disminuiría la presión económica por usar el agua), 
especialmente de sectores agricultores e indígenas que más que nada prefieren 
mecanismos públicos de regulación e intervención, como la apropiación previa, los 
derechos reservados o la asignación y posible transferibilidad en lotes. No obstante, 
hay que considerar que “allotments, on the other hand, implicitly give rise to transfers 
when shares are renegotiated, but this reallocation is not driven by economic power 
only, as particular values and interest are allowed to express themselves in the 
negotiation process”(Molle, 2004:217).
A pesar de su flexibilidad, estos derechos locales podrían estar reconocidos, en 
el caso chileno, en el catastro público de aguas, específicamente en un registro 
público de derechos de aprovechamiento de agua no inscritos en los registros de agua 
de los Conservadores de Bienes Raíces, susceptibles en virtud de las modificaciones 
del artículo segundo transitorio del Código de Aguas. Este registro les daría mayor 
certeza jurídica y exigiría el traspaso de información fidedigna de las organizaciones 
usuarias en caso de conflictos que involucren a actores externos a la gestión
En Chile, los programas públicos en el agua pueden ser el complemento de una 
función esencial del derecho al agua de las comunidades locales e indígenas, 
considerado como un derecho humano -como ha sido codificado a más tardar en el 
año 2002 a partir del comentario Nº 15 de las Naciones Unidas- cuando cumplen con 
el requisito de ser programas especiales que asisten a los grupos vulnerables y 
marginalizados, y monitorean las acciones del Estado y de otros actores para asegurar 
un trato equitativo a todos los grupos.240
240 Una revisión del Comentario General No. 15 de Naciones Unidas y de otras propuestas actuales de 
normar y codificar el derecho al agua como un derecho humano en los tratados y acuerdos 
internacionales (véase www.watertreaty.org) hacen algunas redes de organizaciones sociales, como 
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En términos concretos y en cuanto a las comunidades rurales e indígenas, el 
Estado deberá implementar políticas y programas especiales, que: 
i. protejan y prioricen el acceso de las comunidades indígenas a los recursos 
naturales en sus territorios ancestrales, y promuevan recursos especiales para 
que las comunidades indígenas puedan diseñar, distribuir y controlar el acceso 
al agua;
ii. instalen sistemas de abastecimiento y saneamiento, sobre la base de derechos 
no embargables241, y diseñen programas especiales de riego sostenibles y 
participativos;
iii. desarrollen programas de educación en la nueva cultura de agua, así como 
identidades y derechos locales y gestión territorial e hídrica, para prevenir 
sobreusos, sobreexplotaciones, sobrerriego, contaminaciones y salinizaciones;
iv. apliquen y prioricen, no solamente en caso de conflictos entre miembros de la 
misma etnia, los derechos comunitarios de participación, especialmente en 
gestión del agua y los servicios sanitarios en áreas rurales, lo que también 
incluye el derecho de una asistencia razonable del Estado, traspaso de 
información hídrica, transparencia y accountability (Friends of the Earth, 2005; 
Curtin/ Charrier, 2004; Osorio Vargas y Carrasco, 2005).
6.3 Bases y criterios generales que debieran orientar una propuesta normativa para el 
reconocimiento de derechos indígenas al agua
El análisis jurídico efectuado en este documento demuestra que el derecho de 
los Pueblos Indígenas sobre el agua, se funda en el derecho de propiedad, en el 
derecho a la protección de su medio ambiente, el derecho a la subsistencia, la 
protección y preservación de sus formas de vida y cultura y, adicionalmente, en el 
derecho de autodeterminación.
A partir del análisis legal y jurisprudencial efectuado en este documento y los 
estudios de casos en que se sustenta, se evidencia que toda la argumentación jurídica 
es útil para proteger a los Pueblos Indígenas y garantizar el pleno ejercicio de sus 
derechos. 
El derecho de propiedad da máxima certeza jurídica sobre los derechos y amplio 
ampara jurisprudencial. Sin embargo, los contenidos normativos del mismo exigen 
Friends of the Earth. Éste ultimo, considera que las obligaciones del Estado deben ser: suministro, 
calidad, cantidad, tarificación equitativa y programas especiales para grupos vulnerables y 
marginalizados, véase Friends of the Earth (2005): Principies for an International Treaty on the Right to 
Water. – Draft work in progress for consultation and revision. 14th of April, en http://www.wrrl-
info.de/docs/key_princ_rtw2.2_140405.PDF
241 En concreto el derecho al agua de las comunidades rurales e indígenas debe seguir los principios de 
suficiencia y seguridad (en cantidad mínima garantizada por uso personal y domestico), accesibilidad 
(física, para alcanzar casa, asentamientos, colegios, lugares de trabo y centros de salud; además los 
sistemas de suministro y saneamiento deberán ser culturalmente apropiados y sensible a los 
requerimientos de género); asequibilidad (de los pagos por uso y explotación y extracción deben ser 
adaptadas a las capacidades individuales de pagar, montos esenciales de agua (por ejemplo, para ritos 
sagrados, deben ser promovidos incluso aguas gratuitas); sostenibilidad ambiental (el derecho al agua 
debe insertarse en una política de preservación y precaución hídrica, aplicar diferente modelos de 
sostenibilidad activa - por ejemplo recompensación por pagar por polucionar, pago por servicios 
ambiénteles y territoriales, obligación de restitución hídrica y ambiental en caso de daños, etc. (véase 
Gentes, 2003).
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cierta redefinición a la luz de los derechos indígenas, como son la titularidad colectiva 
del derecho y su ejercicio conforme a los usos y costumbres. 
La protección del hábitat y los ecosistemas indígenas garantiza su subsistencia y 
la preservación de sus culturas y formas de vida, indisolublemente ligadas a la tierra, 
los recursos naturales y el equilibrio ambiental. 
Ambas perspectivas, complementarias por cierto, reconocen que los derechos 
indígenas sobre los recursos naturales emanan de su presencia ancestral en los 
territorios que sustentan dichos recursos y ecosistemas. El referente territorial al que 
se alude corresponde a aquellos espacios geográficos que han usado los pueblos 
indígenas desde tiempos inmemoriales y que los ligan con los asentamientos humanos 
que ancestralmente han poblado dichos lugares, demostrando la continuidad del 
proyecto civilizatorio indígena en el territorio.
El ejercicio del derecho de autodeterminación, por otra parte, implica reconocer 
que los Pueblos Indígenas tienen formas de organización propias a través de las 
cuales administran sus territorios ancestrales, distribuyen y aprovechan sus recursos 
naturales. El reconocimiento del derecho de autodeterminación, en el ámbito de la 
gestión de recursos hídrico, abre espacios institucionales para la expresión de los 
modelos de gestión que han utilizado los Pueblos Indígenas desde tiempos 
inmemoriales y que han demostrado ser eficaces, tanto en la reasignación como en la 
disponibilidad del recurso. .
Existe cierto consenso en torno a la necesidad de adoptar o profundizar un 
marco jurídico que reconozca plenos derechos colectivos a los  pueblos indígenas 
sobre sus recursos, incluyendo los relacionados con la autogestión de sus territorios 
de origen y el reconocimiento de las facultades jurisdiccionales de sus autoridades 
tradicionales para decidir sobre sus recursos naturales, particularmente respecto del 
agua (Peña, [Peña, 2004]: 106).
La evidencia fáctica demuestra que en la práctica los Pueblos Indígenas no han 
ejercido cabalmente sus derechos, y que presentan condiciones de fragilidad extrema 
en la disponibilidad de recursos jurídicos, sociales y económicos para enfrentar las 
cuestiones que impone la defensa y reconocimiento de sus derechos. 
Esta fragilidad social de los Pueblos Indígenas ha redundado en que éstos hayan 
estado ausentes del proceso de constitución de derechos de aprovechamiento de 
aguas y de los ajustes estructurales a que ha sido sometida la institucionalidad hídrica 
(Peña, [Peña, 2004]: 90). Por el contrario, la transferencia de población y la privación 
de los recursos hídrico ha sido una constante entre las externalidades negativas 
generadas por los proyectos de inversión en territorios indígenas (Peña, [Peña, 2004]: 
106), como lo demuestran los estudios de casos que se analizados en este 
documento.
La cuestión que se plantea a continuación es cuales son las bases normativas 
para profundizar en un marco jurídico adecuado en pro de la defensa de los derechos 
indígenas y superar las condiciones de vulnerabilidad que enfrentan los Pueblos 
Indígenas para la efectiva protección y defensa de sus derechos.  
A partir de los antecedentes expuestos en este documento se concluye que una 
propuesta normativa útil a los fines antes reseñados debe considerar los siguientes 
ejes temáticos:
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• Demarcación de los territorios ancestrales de los Pueblos Indígenas, con 
respeto a sus usos y costumbres y con plena participación de los indígenas y 
sus comunidades, habida consideración de que éstos constituyen el referente 
geográfico para el ejercicio de los derechos indígenas sobre los recursos 
naturales en general y, en particular, sobre los recursos hídricos.
• Reconocimiento de derechos preferenciales para Pueblos indígenas y 
comunidades campesinas sobre los recursos hídricos existentes en los 
territorios demarcados. El fundamento de esta prioridad está radicado en el 
hecho de que el recurso constituye la base para garantizar la preservación de 
las culturas y formas de vida indígena, de acuerdo su propio proyecto de 
desarrollo que requiere de los recursos para darle viabilidad. La 
condicionalidad del derecho, por tanto,  está en darle sustentabilidad al 
proyecto de desarrollo de las comunidades indígenas y campesinas que son 
usufructuarias de estas fuentes desde tiempos inmemoriales. Por tanto, el 
reconocimiento de estos derechos incluye usos con derivación, es decir 
extractivos y usos sin derivación, los que han sido denominados por los 
especialistas en derechos de agua como usos in situ, asociados al régimen 
natural de las aguas y que incluyen actividades tales como la pesca, el 
abrevadero de animales y el uso de pastizales – vegas, bofedales, ñadis y 
turberas – resultantes de la ocurrencia de las aguas242. 
• Protección constitucional de los derechos indígenas sobre los recursos hídricos 
existentes en sus territorios ancestrales –  superficiales y subterráneos – y 
máxima certeza jurídica sobre su titularidad. En este marco, cabe el 
reconocimiento de la propiedad ancestral de los pueblos indígenas sobre sus 
recursos naturales, debiendo ser resguarda la dimensión colectiva de su 
relación con los recursos y los usos y costumbres para efectos de gestionar, 
aprovechar y reasignar los derechos. 
• Reconocer la vigencia del derecho consuetudinario indígena y de los 
mecanismos disponibles en estos sistemas jurídicos para el fortalecimiento de 
la gestión local integrada de recursos hídricos, sobre todo cuando sobre una 
misma cuenca convergen multiplicidad de usuarios. 
• Garantizar la participación y consulta  de las comunidades indígenas y 
campesinas para la ejecución de proyectos de infraestructura y de inversión 
que puedan afectar directa o indirectamente los derechos de aguas indígenas 
en sus  territorios ancestrales o, en general, su hábitat. Autorizado en estos 
términos dichos proyectos de inversión, corresponde el reconocimiento del 
derecho de las comunidades indígenas a participar en los beneficios y 
utilidades provenientes de la ejecución de estos proyectos de inversión y a ser 
compensado por los potenciales daños o impactos negativos. Sobre este 
punto, cabe relevar que el derecho de consulta  que se sugiere debe responder 
a los estándares que han sido reconocidos por el derecho internacional y 
comparado, y que exigen que la consulta sea formulada de buena fe, es decir, 
destinada a recabar el consentimiento libre y espontáneo de las comunidades 
indígenas.
• Promover mecanismos de complementariedad entre sistemas jurídicos de 
generación positiva y aquellos de construcción consuetudinaria, para la 
resolución alternativas de conflictos que surjan de las competencias por el uso 
de las aguas, considerando que el recurso agua en un recurso en flujo, de 
242 Véase. Peña y Solanes, 2003: 19
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escasa disponibilidad y cumple una diversidad de usos y funciones, de lo que 
emanan permanente conflicto de intereses.
• Instar a los organismos públicos encargados del control, regulación y 
fiscalización de los recursos hídricos, a nivel nacional,  garanticen el efectivo 
goce de los derechos indígenas sobre los recursos hídricos. Ello supone velar 
por la preservación de los ecosistemas indígenas, el uso equitativo y 
equilibrado de los recursos hídricos, la promoción de programas de desarrollo 
compatibles con las estrategia económicas de los pueblos indígenas y la 
gestión de los recursos hídricos acorde a la reglas de uso  que emanan de los 
usos y costumbres indígenas. 
Consideraciones Finales
Si se contempla, por una parte los pocos y mal implementados resultados de los 
últimos congresos internacionales243 sobre la administración y el marco regulatorio de 
los recursos hídricos se puede constatar la creciente tendencia política de legitimar “la 
mercantilización del agua y el aliento de proyectos de infraestructura de gran escala 
que socavarán las acciones locales, participativas y descentralizadas”244. 
En consecuencia, lo que antes se repetía como receta única e infalible -la 
reducción del papel del gobierno en proyectos y administración del agua-, se ve 
fuertemente criticado y revocado por algunas experiencias mundiales y locales, en 
donde las privatizaciones, por ejemplo, de las empresas sanitarias públicas, no 
redundaron en una mejora de calidad, cantidad, acceso justo y distribución equitativa 
del agua, en algunos casos ni siquiera mejoró la infraestructura de manera sostenible 
(Center for Public Integrity, 2003). 
En la misma dirección van organismos internacionales que plantean una crisis de 
gobernabilidad (por ejemplo la CEPAL-UN, Dourojeanni/ Jouravlev, 2002), que 
perjudica principalmente a la situación de facto de los usuarios que demandan no 
solamente un mejor servicio, sino principalmente una mejor calidad y cantidad del 
recurso hídrico.
Es  preocupante observar el escaso debate sobre el tema de definir un precio 
justo por el agua. En general, hay argumentos que piden que las políticas de precio o 
de pago por servicio ambiental (PSA) puedan aplicarse de modo que, por ejemplo, los 
agricultores (proveedores) no paguen el costo total del agua pero que tampoco les 
resulte totalmente gratis, y en cambio los habitantes urbanos (beneficiarios) se les 
cobra una cuota adicional en su cuenta de consumo de agua potable, para conservar 
los ambientes y territorios en la cabeceras de los ríos y cuencas y asegura su acceso 
243 Consideramos en el presente trabajo los congresos internacionales celebrados de Mar del Plata, 1977; 
Dublín, 1992; Paris 1998; Bonn, 2001; Johannesburgo, 2002; y Kyoto, 2003 (CEPAL, 1999).
244 Véase la declaración ministerial preliminar del Tercer Foro Mundial del Agua en Kyoto, celebrado en 
mazo de 2003. La Conferencia Ministerial llamó específicamente a un desarrollo sustentable y a la gestión 
del agua para la agricultura de irrigación, la modernización de los sistemas de irrigación y la transición 
hacia una gestión de demanda de agua. Además insistió en que el incremento sustancial de la agricultura 
productiva se debería regular mediante regulaciones apropiadas y mecanismos socialmente aceptable de 
recuperar costos (cost-recovery), la formación de capacidades y reformas institucionales que se adapten a 
las situaciones locales, una mejora de la gobernabilidad de los usos de agua en agricultura por medio de 
una gestión integrada, eficiente y equitativa de los recursos hídricos, que incluya a los usuarios, 
especialmente los pobres; investigación y desarrollo, que también incorpora conocimientos tradicionales; 
cooperación internacional, asistencia financiera y técnica y la cooperación pública privada (private public 
partnership) en el desarrollo y la gestión de los recursos hídricos para la agricultura (véase 
http://www.worldwaterforum.org ).
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prioritario..  Es una opinión que pretende penalizar el desperdicio del agua, y ver en 
estos mecanismos un incentivo eficaz para el ahorro de éste recurso (FAO, 2002). 
Además, deben mejorarse la transparencia y la responsabilidad de gestión, 
especialmente en la gestión de cuenca (Dourojeanni, et al., 2002), en el sentido de 
mejorar la integración entre la planificación de los usos de las tierras y el agua, integrar 
a los distintos usuarios del agua, por ejemplo, los sistemas hidroeléctricos, las 
industrias y las poblaciones urbanas. Las crecientes demandas urbanas significan un 
punto crucial, también en términos jurídicos, ya que es clave “determinar quién tiene 
los derechos de agua, ya que en muchos partes del mundo los centros urbanos se han 
apropiado simplemente del agua de las áreas suburbanas, considerándola de su 
propiedad y privando así de su medio de vida a los agricultores afectados” (FAO; 
2002). 
Por doquier existen negociaciones entre los municipios, que tienen o consiguen 
los recursos económicos por medio de corporaciones internacionales, y los habitantes 
del medio rural, que tienen los derechos de agua. En pocas cuencas hidrográficas se 
ha comprendido la secuencia lógica que establece que el uso prioritario del agua de 
mejor calidad es para abastecimiento urbano, que se rieguen cultivos como los 
cereales con aguas residuales tratadas, y se rieguen plantaciones forestales, 
pastizales, parques, jardines y céspedes con las aguas de peor calidad.
Retomar la idea de que grandes proyectos de ingeniería hidráulica y embalses 
en particular como manera de garantizar las demandas de agua, puede ser 
considerado un gran retroceso en un buen manejo de los recursos hídricos. 
Investigadores del programa Living Waters del WWF245 reiteran en esta dirección que 
la construcción de embalses y acueductos no puede promover agua limpia para 
servicios sanitarios, muy por el contrario, seca más las fuentes. En cambio, habría que 
hacerse la pregunta de cómo llegar con un servicio sanitario a los más pobres de 
manera efectiva y eficiente, y garantizar la sustentabilidad ambiental.
En el mismo Foro Mundial del Agua de Kyoto (2003), algunos representantes de 
América Latina y Europa manifestaron su desilusión con el resultado final de la reunión 
ministerial. El documento, afirmaron, es débil e inespecífico y no refleja la realidad de 
que en materia de agua son más necesarios los hechos que las palabras. 
Especialmente bajo el contexto que señala que, según estimaciones de la FAO para 
2030, uno de cada cinco países en vías de desarrollo sufrirá escasez o estrés de 
agua, y sólo una eficiente y efectiva gestión del recurso en todos los sectores 
involucrados, especialmente la agricultura, garantizará la mejora de ingresos de los 
hogares rurales. Según el Director General de la FAO, Jacques Diouf, es sólo bajo 
estas condiciones que el desarrollo de la salud, la educación y la protección del medio 
ambiente se asegurarán sustentablemente246.
Ahora, si se cruzan los logros de los programas públicos del sector hídrico en 
Chile con los futuros parámetros de un desarrollo nacional hídrico mediante figuras 
público-privadas de financiamiento, el tema de una política de “discriminación hídrica y 
territorial positiva” pasa por efectuar modificaciones en la legislación indígena, asignar 
nuevos fondos a las entidades públicas encargadas de la asignación, defensa y 
desarrollo público de las aguas (especialmente CONADI y DGA) y el amparo de los 
derechos especiales sobre usos, acceso y beneficios de explotación de recursos 
naturales en territorios asignados al desarrollo de las comunidades indígenas. 
245 Véase Pittock, Jaime (2003): World Water Forum looking backwards to the future of water, en: WWF 
Newsroom, 
www.panda.org/nesws_facts/newsroom/opinions/news.cfm?uNewsID=6604.  
246 Véase  FAO (2003): Improving agricultural water use is essential to fight hunger and poverty, en: 
http://www.fao.org/english/newsroom/news/2003/15707-en.html. 
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Por otra parte, una política de sustentabilidad hídrica activa también debe 
acoger, en conjunto con la aplicación de instrumentos económicos de valorización del 
agua en todos los territorios, la creciente preocupación por el patrimonio ambiental e 
hídrico y fomentar una gestión de cuenca hidrográfica a través de Consejos o 
Plataformas de Concertación de (micro)cuencas. Estos podrían cumplir una triple 
función: i) proteger el ambiente por medio de programas específicos de gestión local y 
territorial; ii) prevenir y evitar la construcción de monopolios de derechos tenientes, 
mediante un registro descentralizado que permite tanto las transacciones respectivas, 
como establecer nuevos derechos y autorizar transferencias, cumpliendo con 
principios básicos de las legislaciones sectoriales importantes (agua, ambiental, 
indígena, de salud; y iii) habilitar un sistema moderno de contabilidad y cuentas 
públicas participativas, que permiten reducir los grados de especulación con los 
precios de los derechos de agua.
En las páginas anteriores se dejó testimonio del esfuerzo que hizo el Estado 
chileno a partir de los años noventa por establecer una politica social, ambiental e 
hídrica que permitiese cumplir con ciertos principios y acompañarlos de una política 
pública de asistencia (técnica y financiera), como son el suminstro de agua potable, la 
constitución de derechos especiales para las comunidades indígenas, y la inclusión de 
la noción de participación en el quehacer de los órganos públicos. Efectivamente, los 
programas públicos en torno de los grupos sociales han adquirido, a partir del proceso 
de redemocratización, una diversidad en su estructura interna, flexibilidad en su 
planificación y diseño, y continuidad en términos de sostenbilidad financiera.
Los avances generales y conceptuales, sin embargo, no deben soslayar que aún 
quedan tremendos desafíos por delante. En lo jurídico, no se ha concretado la 
ratificación de la ley de participación ciudadana ni el reconocimiento constitucional de 
los pueblos indígenas, elementos ambos que podrían normar derechos de segunda 
categoría (DESC), como la consulta, el referendo, los poderes delegados, las 
propuestas legislativas, y los derechos territoriales. Una cultura de participación está 
arraigándose sutilmente en el interior de la gestión pública; no obstante la ciudadanía, 
en general, no ha podido salir de una desafección y desconfianza posdictatorial y 
hecho suyos los grandes debates de desarrollo sostenible y participación política, en el 
marco de una globalización. 
Los conflictos ambientales247 surgidos en los últimos años han hecho posible una 
mayor concientización de muchas localidades y asentamientos humanos frente a las 
externalidades y la gestión público-privada. La nueva “acción eco-social”, de esta 
manera, pareciera contestataria a la acción pública, y plantea modelos alternativos de 
desarrollo (hídrico y ambiental) sostenible (Bravo y otros, 2003; Matus y otros, 2004; 
Osorio/ Carrasco, 2005). Los últimos informes del PNUD (2004) y la OCDE (2005) 
constatan, entre otras cosas, una alta cantidad de contaminación orgánica e 
inorgánica en los ríos y cauces chilenos -debido a malas prácticas agrícolas, falta de 
sistemas de saneamientos básicos en zonas rurales-, además de tensiones entre 
grandes proyectos de desarrollo (hidroeléctricos y mineros, principalmente). La 
247 Dos casos emblemáticos, que fueron ampliamente discutidos en la prensa televisiva, radial y escrita, 
son el proyecto minero Pascua Lama, de la transnacional Barrick Gold, que pretende remover dos 
glaciares en la III Región, y el proyecto de Celulosa Arauco, que causó la contaminación de cauces de 
agua y la muerte de cisnes de cuello negro, en vías de extinción. Ambos recibieron Estudios de Impacto 
Ambiental favorables en el año 2001, lo que arrojó miradas críticas y protestas regionales e 
internacionales a la operación de la política ambiental implementada por el Ministerio Secretaria General 
de la Presidencia (SEGPRES) y la CONAMA (Véase Comisión Regional del Medio Ambiente, COREMA, 
2001: Segundo informe consolidado de solicitud de aclaraciones, rectificaciones y/o ampliaciones al 
estudio de impacto ambiental del proyecto "modificaciones proyecto Pascua Lama" de la compañía 
Minera Nevada Ltda. Región de Atacama, Gobierno de Chile; Luna y otros, 2004).
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necesidad de movilizar a la sociedad civil en su conjunto y crear una agenda ambiental 
ciudadana sostenible, frente a las disfuncionalidades de los marcos regulatorios 
actuales, ha sido recogida por algunas organizaciones no gubernamentales (Orrego, 
2002; Matus y otros, 2004; Luna y otros, 2004, Osorio/ Carrasco, 2005). 
La gran mayoría de las comunidades indígenas se constituyen más bien 
funcional y asistencialmente248 a los programas públicos. Las demandas por tierra y 
agua que ha acogido la CONADI demuestran que el Estado debe aumentar y mejorar 
su presencia, habilitar más fondos y diseñar programas sectoriales eficaces que 
integren en el quehacer público la organización de los usuarios, la gestión comunitaria 
y la identidad cultural. 
La interrogante para los demás programas públicos con pertinencia cultural 
indígena, es cómo avanzar en programas de asistencia más bien funcionales a los 
poderes tradicionales del Estado, a la formulación e implementación de políticas de 
empoderamiento en gestión territorial, incluyendo una gestión de demanda249 y 
ecosistémica del agua, como se practican, por ejemplo, en la mayoría de los países 
europeos y estados federados del oeste de los Estados Unidos.250 El desafío radica en
cómo orientar la oferta pública y estratégica al diseño de políticas y programas 
participativos que no se decidan y modelen en función del contenido de la oferta, sino 
de las demandas específicas y potenciales de colaboración de los grupos emergentes 
y vulnerables, con un enfoque territorial y ecosistémico.
De una investigación exhaustiva del ecosistema y de las prácticas 
autogestionarias en curso en el ámbito rural, podría salir un mecanismo de apoyo 
consolidado para revelar mejores mecanismos participativos o mercantiles de 
empoderamiento, que perseveren y garanticen un manejo mancomunado y sostenible 
de los recursos territoriales, y una vez que sean reconocidos legalmente y 
empoderados políticamente, impulsar programas de desarrollo territorial rural251 con 
las comunidades locales.
No obstante, la experiencia en otros países andinos subraya que parece 
sumamente peligroso impulsar segregadamente procesos de políticas de agua 
generados desde las organizaciones civiles, sin considerar la fuerza estatal en 
canalizar y cohesionar la opinión público-privada. La implementación de leyes (de 
248 Sólo algunos movimientos mapuche (Coordinadora Arauca-Malleco, Consejo de Todas las Tierras, 
Comunidades Nagche), prefieren quedarse aislados y no pretenden asociarse con otros sectores sociales 
(por ejemplo, movimientos y organizaciones ecológicos, derechos humanos). Asumen una actitud pro-
activa aprovechando las políticas públicas, para formular una estrategia para un etno-desarrollo y la 
determinación de derechos locales, especialmente a los recursos naturales como tierra, bosques y agua. 
249 La tendencia general en Europa es separar los derechos de uso de la propiedad (que sea pública o 
privada), y someterlos a concesión de tiempo limitado. Mientras la gestión de ríos y acuíferos concede a 
los actores de cuencas más poder en la distribución del agua, el Nuevo papale del Estado no es ser tanto 
dueño como custodio del bien hídrico. En otras palabras, una política hídrica moderna debe marcar las 
reglas democráticas para dar prioridad a las necesidades del ecosistema y los usos de interés general 
(véase Comunidad Europea, 2005).
250 Se considera los EE.UU., el país en el que la crisis del “estructuralismo hidráulico” (Comunidad 
Europea, 2005) de las estrategias de oferta, aparece de forma más visible. Desde finales de los años 80, 
la política oficial del Bureau of Reclamation y Environmental Protection Agency (EPA), entre otras, 
instituciones, asume la necesidad de priorizar estrategias de gestión de la demanda y de conservación. 
Esto conlleva, que actualmente el ritmo de demolición de viejas presas (más de 500 hasta el momento) 
supera las nuevas construcciones. Al mismo tiempo, se comenzaron a instalar y promover los bancos de 
agua, como mercados públicos de agua, que en muchos caso han resultados ser eficaces herramientas 
de gestión de la crisis de escasez en el oeste de California.
251 En este sentido las programas de descentralizar la gestión de recursos naturales deben tener un mayor 
énfasis en pobreza rural y explorar el espacio político a nivel de los municipios y los movimientos de un 
ecologismo popular (Farrington/ Baumann, 2003:3;4).
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agua, en este caso) depende, en última instancia, de un Estado apto y capaz de 
representar la voluntad de la mayoría. 
Traducido a la gestión local de agua, el desafío consiste en garantizar la 
sostenibilidad de las políticas públicas sectoriales por medio de políticas fiscales e 
inversiones especiales, y una organización sistémica de los usuarios, que implica tanto 
un empoderamiento local en aspectos de manejo y control, asociatividad conceptual 
con los organismos financieros, y sostenibilidad ambiental y social en el marco de los 
principios de una nueva cultura en el agua (véase Arrojo, 2005). El análisis anterior 
subraya que es la organización social en el agua la que legitima su representatividad 
por medio de derechos locales y especiales, y su capacidad de colaboración 
democrática en la funcionalidad de un sistema (de riego, agua potable y saneamiento) 
sostenible y equitativo. 
En los capítulos anteriores se constató el potencial participativo y la apertura de 
algunos programas públicos a la noción indígena, de género o de ecosistema. No 
obstante, se requiere promover una nueva cultura y ética del agua,252 y principios 
básicos de acceso y uso del derecho hídrico y ambiental en el ámbito local, como 
también en la organización de los usuarios. Una propuesta concreta253 surge a partir 
de la integración de cuatro principios vinculantes en el quehacer público (véase 
Martínez-Gil, 2003; Martínez-Gil y Jiménez Torrecilla, 2005): 
1. Priorizar la aplicación de tecnología hidráulica adaptada, que entregue a las 
comunidades soluciones pragmáticas y sostenibles, y construya poderes 
locales frente a las ofertas de grandes construcciones infraestructurales 
(como represas, y zonas de regadío), que pueden tener efectos muy 
negativos para las localidades y hacer nulos sus derechos de usos y acceso 
de buena calidad y cantidad de los servicios ambientales.
2. Impulsar programas que consideren la variabilidad de las dimensiones 
hidrológicas (y climáticas, en general) e integren principios de precaución, 
252 La directiva marco de aguas 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 
2000, establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas. En sus principios 
esenciales la directiva declara la protección de ecosistemas acuáticos, especialmente de los acuíferos, y 
ríos; la transparencia y participación social y la recuperación variable de los costos económicos. El 
lineamiento de esta directiva es constatar, “el agua no como un bien comercial como los demás, sino un 
patrimonio que hay que proteger, defender y tratar como tal”(Directiva 2000/60/CE, art. 1). 
253 La nueva cultura de agua, como lo plantean las organizaciones sociales en España, está muy cerca a 
las recién formadas plataformas por el agua en Chile (véase Osorio Vargas/ Carrasco, 2005; 
www.fundacionciudadana.cl). Sus exigencias básicas son: a) reformación de las administraciones de las 
confederaciones hidrográficas, con profesionales de diferentes disciplinas, ampliando sus funciones en 
temas de formar organizaciones y lideres locales de buen manejo y gestión local; b) un uso eficiente del
recurso mediante políticas nacionales y sectoriales que se basan en una gestión de demanda más que en 
la oferta, eso, en lo técnico, implica, sistemas modernos de irrigación, en lo jurídico, implica mesas de 
concertación y negociación entre los sectores agrícolas y asentamientos locales que abastecen sectores 
urbanos y derechos locales flexibles y construidos, en lo económico, la admisión del coste económico y 
ambiental por todos los usuarios, según modelos de la economía ecológica; c) optimizar la utilización de 
los reservorios existentes a través de planes de gestión para periodos de sequía y el monitoreo local y 
simple de proceso de eutrificación de lagos y ríos; d) un rigor científico en los estudios y procesos de 
planificación, a partir de un diagnóstico técnico, social y económico, antes de instalar o promover una 
política; e) una planificación prudente e inteligente de la tecnología, para contrarrestar la creciente 
desalinización por sobreriego, y favorecer la reutilización (en políticas y programas de saneamiento y 
riego, por ejemplo) y usos no consuntivo de (derecho de agua); f) un mejoramiento y recuperación de la 
calidad hidrológica y del ecosistema  de los ríos, humedales y lagos, como principio esencial y meta 
central de todos los programas públicos; g) una gestión de riesgo e inundaciones, especialmente en áreas 
climáticas y territorialmente variables, mediante programas políticas especiales; h) popularizar el 
conocimiento y usos recreacional de los ríos, “solo quién conozca y usa de manera holística el territorio, 
está dispuesta a cuidar y preservarlo, además entrega y fortalece identidades locales; e I) una nueva 
cultura de agua debería reconocer y establecer una ética en el actuar de los funcionarios, garantizar los 
derechos reservados y prioritarios de los asentamientos antiguos, y recompensar en caso de daños 
ambientales y patrimoniales a las comunidades. 
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prevención y gestión de riesgo a un nivel muy simple y de bajo costo 
administrativo.
3. Implementar un enfoque ecosistémico y ecosocial, que incluya los niveles 
previos y considere la interacción hombre, agua y biosfera. Sus postulados 
son garantizar mediante la construcción de derechos colectivos por lotes las 
buenas condiciones ecológicas, resguardando la productividad del agua y el 
suministro de agua limpia, según normas y principios internacionales, como 
las directrices de la Unión Europea. 
4. Tener una visión holística del agua, como bien económico, social y cultural, 
cuya gestión sistémica por cuenca tiene que estar vinculada con (derechos) 
territoriales de manejo. 
En Chile, los programas públicos en el agua pueden ser el complemento de una 
función esencial del derecho al agua de las comunidades locales e indígenas, 
considerado como un derecho humano -como ha sido codificado a más tardar en el 
año 2002 a partir del comentario Nº 15 de las Naciones Unidas- cuando cumplen con 
el requisito de ser programas especiales que asisten a los grupos vulnerables y 
marginalizados, y monitorean las acciones del Estado y de otros actores para asegurar 
un trato equitativo a todos los grupos.254
La expectativa para los programas estatales de fortalecimiento a la sociedad civil, 
en general, y a los habitantes indígenas en territorios rurales, en especial, es por tanto 
alta: dichos programas deben apuntar seriamente al ámbito normativo y legislativo, a 
las prácticas autogestionarias y sostenibles, y a una equitativa inserción comercial. 
Subsiste la interrogante de si la simplificación estatista de la acción social en el agua, 
mediante la formulación y el control de políticas (participativas, por ejemplo), pueda 
redundar o en una megaburocratización generalizada y una aparente inmovilidad 
social, que las leyes y reglamentos aún imponen, o en un nuevo contrato social. 
Indudablemente, los gobiernos democráticos han demostrado la voluntad de 
iniciar un nuevo proceso de gestión social. Pero es evidente que el proceso de 
articulación social no se materializa por decreto, sino mediante la entrega de poderes 
facultativos e produciendo cambios profundos en la educación y cultura política del 
país.
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